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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Orden del Día de la Tercera Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

9 de septiembre del año 2015.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la Sesión. 

 
3.- Lectura, Discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la Sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.

7.- Lectura de Iniciativas de Reforma Constitucional:

A.- Primera lectura de una Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido de la fracción III del Artículo 17 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

B.- Segunda lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción VII del Artículo 59 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de de Zaragoza, en materia de Transparencia, planteada por la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.
C.- Segunda lectura a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el inciso f) del numeral 1 de la fracción II del Artículo 158 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de de Zaragoza, en materia de Justicia Constitucional Local, planteada por la Diputada Martha Hortensia Garay Cadena, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

8.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:
A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se crea la Ley de Apoyo al Reconocimiento de la Paternidad y Maternidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para adicionar la fracción V al Artículo 21, y modificar el contenido del Artículo 50 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para reformar los Artículos 3 y 84 de la Ley Estatal de Educación, planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila.
D.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma los Artículos 386 y 394 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila.

E.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por la cual se adiciona un párrafo al Artículo 8, de la Ley para el Desarrollo Integral de la Juventud del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Enríquez”, del Partido Verde Ecologista de México.

F.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona el Artículo 10 fracción V numeral 6, de la Ley de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila.

G.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para reformar diversas disposiciones de la Ley Estatal de Educación, en materia de orientación vocacional, planteada por el Diputado José Armando Pruneda Valdez, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

H.- Iniciativa con Proyecto de Decreto mediante el cual se reforma la fracción IX del Artículo 265 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila.
I.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma la fracción II inciso G) del Artículo 311, del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila.

J.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción I y se adiciona un segundo párrafo a la misma, del Artículo 124, de la Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Melchor Sánchez de la Fuente, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

K.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido del Artículo 16, así como la fracción X, del Artículo 21 y la fracción IV del Artículo 28; y modificar también el contenido de los Artículos 73, 75 y 76, de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Jesús de León Tello, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

9.- Lectura, discusión y en su caso, aprobación de un Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, con el sentir de los Ayuntamientos, con relación a una Iniciativa de Decreto por el cual se modifican y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de Contabilidad Gubernamental, plantead por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila.

10.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes y Acuerdos en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el segundo párrafo al Artículo 1° y adicionar dos párrafos a la fracción III del Artículo 19, de la Ley de Justicia Constitucional para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Jesús de León Tello, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.
B.- Dictamen presentado por la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, relativo a una Iniciativa de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, y el Consejero Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, Jesús Homero Flores Mier.

C.- Acuerdo presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa Popular con Proyecto de Decreto que reforma el segundo párrafo del Artículo 72 de la Ley Estatal de Salud para el Estado de Coahuila de Zaragoza y adiciona un último párrafo al Artículo 10 de la Ley de Profesiones para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por los CC. Fernando Balleza Hernández, Mario Alberto Moreno Vega, Juan Fernando Sánchez Rubio y Santiago Cepeda López, en representación de Técnicos Optometristas  en el Estado.

11.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.
MINUTA DE LA SEGUNDA SESIÓN DEL SEGUNDO PERIODO ORDINARIO DE SESIONES DEL PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LAS INSTALACIONES DEL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO, SIENDO LAS 11:00 HORAS, CON 10 MINUTOS, DEL 3 DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2015, DIO INICIO LA SESIÓN ESTANDO PRESENTES 22 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS.

PASADO LO ANTERIOR LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VÁLIDOS LOS ACUERDOS QUE EN LA MISMA SE TOMARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- SE APROBÓ LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR EN LOS TÉRMINOS QUE FUE PRESENTADA, DISPENSÁNDOSE SU LECTURA. 

3.- SE DIO LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

4.- SE DISPENSÓ LA  LECTURA DEL INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.

5.- LA DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA, HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE LOS SISTEMAS DE PENSIONES DE LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, Y FUE TURNADA A LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, Y DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN, ASÍ COMO LOS AYUNTAMIENTOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA OÍR SU OPINIÓN, MISMA QUE DEBERÁ EMITIR Y ENTREGAR AL CONGRESO DEL ESTADO DENTRO DE LOS 7 DÍAS NATURALES SIGUIENTES A LA FECHA EN QUE LA RECIBAN,  SEÑALÁNDOSE QUE VENCIDO EL PLAZO ANTES MENCIONADO,  CON O SIN OPINIÓN DE LOS AYUNTAMIENTOS,  SE CONTINUARÁ CON EL TRÁMITE LEGISLATIVO. 
6.- LA DIPUTADA LARIZA MONTIEL LUIS, HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR DIVERSAS DISPOSICIONES DE LOS SIGUIENTES ORDENAMIENTOS: LEY DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE, CÓDIGO MUNICIPAL, LEY DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, LEY DE ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DESARROLLO URBANO Y LEY ESTATAL DE EDUCACIÓN, TODAS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE DESARROLLO, URBANO, INFRAESTRUCTURA Y TRANSPORTE, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

7.- DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ, HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 426 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

8.- LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA LA LEY PARA LA REGULACIÓN DE ALBERGUES PRIVADOS DEDICADOS AL CUIDADO Y ATENCIÓN DE PERSONAS ADULTAS MAYORES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
9.- LA DIPUTADA SONIA VILLARREAL PÉREZ, HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSOS ARTÍCULOS PARA SUSTITUIR EL TÉRMINO “MENORES”, POR EL DE “NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES”, EN LA LEY DE ASISTENCIA SOCIAL Y PROTECCIÓN DE DERECHOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, CON LA INTENCIÓN DE HOMOLOGAR LA MENCIONADA LEY CON LOS ESTÁNDARES ESTABLECIDOS EN LA LEGISLACIÓN ESTATAL, FEDERAL E INTERNACIONAL, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN ESPECIAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLECENTES, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
10.- LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 119, DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL  PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO EL ARTÍCULO 255 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
11.- EL DIPUTADO LUIS GURZA JAIDAR, HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN XXXV AL ARTÍCULO 3, LA FRACCIÓN XIV AL ARTÍCULO 271 Y UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 263, TODOS DE LA LEY DE ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DESARROLLO URBANO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, MISMA QUE SE TURNÓ A LA COMISIÓN DE DESARROLLO URBANO, INFRAESTRUCTURA Y TRANSPORTE PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
12.- LA DIPUTADA IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO, HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE SOCIEDADES MUTUALISTAS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
13.- SE APROBÓ EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO POR EL CUAL SE ABROGA LA LEY PARA EL FUNCIONAMIENTO DE LAS JUNTAS DE MEJORAS MATERIALES DEL ESTADO, PUBLICADO EL 12 DE MARZO DE 1949, QUE PRESENTÓ EL GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

14.- SE APROBÓ EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE REFORMA DE DIVERSAS DISPOSICIONES DEL DECRETO POR EL CUAL SE DECLARA UTILIDAD PÚBLICA, LA CONSERVACIÓN DEL PAVIMENTO DE LA ZONA URBANA DE LA CIUDAD DE TORREÓN, COAHUILA, PUBLICADO EL 14 DE MARZO DE 1986, QUE PRESENTÓ EL GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

15.- SE APROBÓ EN LO GENERAL, Y EN LO PARTICULAR, EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, DE FINANZAS Y DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY DE LA UNIDAD DE CUENTA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

16.- SE APROBÓ EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A LA DESIGNACIÓN DEL C. CÁNDIDO IBARRA OLGUÍN, COMO PRIMER REGIDOR DE DEL AYUNTAMIENTO DE CUATRO CIÉNEGAS COAHUILA DE ZARAGOZA, EN VIRTUD DEL FALLECIMIENTO DE SU TITULAR

17.- SE APROBÓ EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A LA LICENCIA DE LA C. MAGDALENA SOFÍA OCHOA MENDOZA, AL CARGO DE REGIDORA DE REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL DEL AYUNTAMIENTO DE GENERAL CEPEDA, COAHUILA DE ZARAGOZA, Y DESIGNÁNDOSE A LA C. CECILIA MARTÍNEZ GARZA, PARA OCUPAR EL CARGO MENCIONADO.

18.- SE APROBÓ EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A LA DESIGNACIÓN DE LA C. HORTENSIA GARCÍA VALLE, COMO REGIDORA DE REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL DEL AYUNTAMIENTO DE MONCLOVA, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN SUSTITUCIÓN DE LA C. MARÍA GUADALUPE OYERVIDES VALDEZ, QUIEN SOLICITO LICENCIA DEFINITIVA A DICHO CARGO.

19.- SE APROBÓ EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE DESARROLLO ECONÓMICO, COMPETITIVIDAD Y TURISMO Y DE ENERGÍA, MINERÍA E HIDROCARBUROS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN VIII AL ARTÍCULO 7, DE LA LEY DE ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DESARROLLO URBANO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE.

20.- SE APROBÓ EN LO GENERAL, Y EN LO PARTICULAR, EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE REGLAMENTOS Y PRÁCTICAS PARLAMENTARIAS, CON RELACIÓN A INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO, POR LAS QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PRESENTARON LAS DIPUTADAS VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA Y SONIA VILLARREAL PÉREZ, ASÍ COMO LOS DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER Y JESÚS DE LEÓN TELLO.

21.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO Y A LA COMISIÓN ESTATAL DE SEGURIDAD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUE ESTABLEZCAN UN PROGRAMA QUE DÉ A CONOCER MEDIDAS DE SEGURIDAD PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA ESTAFA POR INTERNET, A FIN DE MANTENER EN ALERTA A LOS USUARIOS DE INTERNET, PARA QUE ESTÉN INFORMADOS DE LOS PELIGROS EXISTENTES AL REALIZAR OPERACIONES EN LÍNEA”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO ANTONIO NERIO MALTOS.
EN BREVE TIEMPO DE PRESENTARON LOS DIPUTADOS QUE NO PASARON LISTA AL INICIO DE LA SESIÓN, PRESENTÁNDOSE FINALMENTE LA TOTALIDAD DE LA LEGISLATURA.

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR CONCLUIDA LA SESIÓN, SIENDO LAS 13:00 HORAS, CON 54 MINUTOS DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LAS Y LOS DIPUTADOS A SESIONAR A LAS 10:00 HORAS, DEL 9 DE SEPTIEMBRE DEL PRESENTE AÑO. 
SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 3 DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2015
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA.

PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA.

	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.
	DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES.

	SECRETARIO.
	SECRETARI0.


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO

9 DE SEPTIEMBRE DE 2015

1.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE MATAMOROS, MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA SOBRE LA APROBACIÓN DE UN ACUERDO DE CABILDO, RELATIVO A UNA SOLICITUD DE CRÉDITO, HASTA POR LA CANTIDAD DE $1,515,224.40 (UN MILLÓN QUINIENTOS QUINCE MIL DOSCIENTOS VEINTICUATRO PESOS, 40/100 M.N.), MÁS INTERESES Y ACCESORIOS FINANCIEROS, CON OBJETO DE GARANTIZAR EL PAGO DE LA CONTRAPRESTACIÓN A LA EMPRESA PARQUE SOLAR COAHUILA S.A.P.I DE C.V., QUE SUMINISTRARÁ ENERGÍA ELÉCTRICA A PARTIR DE FUENTES RENOVABLES AL MUNICIPIO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

2.- COPIA DE OFICIO DEL AUDITOR SUPERIOR DEL ESTADO, DIRIGIDO A 2LA COORDINADORA DE LA COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA DE ESTE CONGRESO, MEDIANTE EL CUAL INFORMA QUE CONFORME A LA LEY DE RENDICIÓN DE CUENTAS Y FISCALIZACIÓN SUPERIOR DEL ESTADO DE COAHUILA, ASÍ COMO A LO SEÑALADO EN EL “PROGRAMA ANUAL DE AUDITORÍAS, VISITAS E INSPECCIONES” LA MENCIONADA AUDITORÍA SUPERIOR HA PUBLICADO EN SU PÁGINA DE INTERNET LOS INFORMES INDIVIDUALES DE LA REVISIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO 2014, RESPECTO DE 45 ENTIDADES FISCALIZADAS.

DE ENTERADO

3.- OFICIO ENVIADO POR EL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE MONCLOVA, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA CERTIFICACIÓN  QUE CONTIENE LA ADENDA AL PRESUPUESTO DE EGRESOS 2015, DEL MUNICIPIO DE MONCLOVA, COAHUILA DE ZARAGOZA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA

INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 3 DE SEPTIEMBRE DE 2015.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 3 de septiembre de 2015, la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Procuraduría General de Justicia del Estado y a la Comisión Estatal de Seguridad del Estado, el punto de acuerdo, con objeto de “Exhortar respetuosamente a la Procuraduría General de Justicia del Estado y a la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, para que establezcan un programa que dé a conocer medidas de seguridad para prevenir y erradicar la estafa por internet, a fin de mantener en alerta a los usuarios de internet, para que estén informados de los peligros existentes al realizar operaciones en línea”, planteada por el Diputado Antonio Nerio Maltos, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA,  A 9 DE SEPTIEMBRE DE 2015.

LA PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta  la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras conjuntamente con los Diputados  integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 21 Fracciones IV y 152 fracción I de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA MODIFICAR EL CONTENIDO DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 17  DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

Con base en la siguiente:

Exposición de motivos
El derecho de petición establecido en el artículo 8º  de la Constitución General, cubre uno de los derechos más amplios de todos los mexicanos, el derecho de dirigir peticiones formales y por escrito de todo tema, asunto o materia a nuestras autoridades de los tres órdenes de gobierno, y de los organismos públicos reconocidos por la estructura legal y gubernamental mexicana. Es un derecho esencial que no pierde vigencia, y que antes bien, cobra más fuerza y utilidad cada día para la sociedad en general.

Sin embargo es un derecho que en la práctica plantea dos grandes ejes o abanicos de problemas para poder ejercerlo con plenitud y obtener de la autoridad una respuesta, favorable o desfavorable, quizá una respuesta que reencauce la petición  o niegue la competencia para resolver el asunto planteado, pero, al final, una respuesta que en tiempo y forma debe recibir el peticionario.  Para abreviar, nos referimos a estos problemas de de la siguiente manera:

Los problemas de forma y fondo; que se basan en las diferencias que existen entre escritos que pareciendo similares, no lo son, y se rigen por legislación diferente; a saber:

I.- El oficio simple, muy utilizado hasta el día de hoy, pero, que al no ser un derecho de petición formal, o contar con la leyenda correspondiente en la parte superior del texto, hace que la autoridad no se sienta ni esté obligada a responder.

II.- El acceso a la información, que es cuando el interesado solicita información o documentos públicos, pero, debe encaminar su escrito con las formas y requisitos que establece la ley del rubro.

III.- Las promociones legales dentro de un procedimiento judicial, administrativo o arbitral, que son aquellos escritos que, debiendo observar una rigurosa forma y reglas de redacción (lenguaje técnico-jurídico), son para solicitar o pedir determinadas cosas dentro de los procesos ya señalados. Estos se rigen por las leyes de la materia, y generalmente se requiere la asesoría o apoyo de un abogado profesional o un defensor de oficio.

Ante los diversos tipos de escritos, que en el fondo podemos decir que se tratan de “peticiones”, lo cierto es que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido en diversos criterios recientes que el Derecho de Petición es aquel que cubre los requisitos mínimos en cuanto al objetivo que se persigue, y que el peticionario no puede invocar como tal otros derechos como el de acceso a la información, o el que ejercen las partes dentro de un proceso legal; sino que, al contrario, deben apegarse a la ley y recursos del caso específico.

Las evasivas de las autoridades para cumplir con el Derecho de Petición: Las autoridades, aún en los casos donde el peticionario cumple con los requisitos de forma y de fondo; esto es, coloca la leyenda “Derecho de Petición” en su escrito, señala con precisión lo que pide y ofrece domicilio para ser notificado, suelen ser omisas para brindar en tiempo y forma la respuesta que el ciudadano merece, sea esta positiva, negativa, informativa o de reencauzamiento de su petición.

Las razones pueden ser variadas, desde simple apatía, hasta ignorancia de la ley o corrupción, traducida como la pasividad consiente y dolosa de la autoridad para no responder al peticionario. Apelando, entre otras cosas, a que en caso de no haber respuesta en el plazo establecido en la fracción III del artículo 17 de nuestra constitución, la omisión deberá ser combatida vía una demanda de Amparo.

Oportuno resulta el citar los siguientes criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre el tema objeto de la presente iniciativa:

Novena Época

Registro: 171794

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XXVI, Agosto de 2007

Materia(s): Administrativa

Tesis: I.7o.A.536 A

Página: 1617

DERECHO DE PETICIÓN. AUN CUANDO LA AUTORIDAD A QUIEN SE DIRIGE LA SOLICITUD ARGUMENTE CARECER DE COMPETENCIA PARA DAR LA RESPUESTA CORRESPONDIENTE, ÉSTA DEBE FUNDAR SU ACTUACIÓN PARA QUE EL GOBERNADO COMPRUEBE DICHA CIRCUNSTANCIA, EN CUMPLIMIENTO A LA CITADA GARANTÍA INDIVIDUAL Y AL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.

El derecho de petición consiste en que a toda solicitud de un gobernado corresponde la obligación de la autoridad a quien se dirige, o en su caso, de aquella a la que se le haya turnado, de dar una respuesta congruente con lo solicitado, debidamente fundada y motivada, además de notificarla a aquél. Por otra parte, la competencia del órgano administrativo está conformada por el conjunto de atribuciones o facultades que le corresponden, las cuales se encuentran generalmente en forma expresa y, por excepción, tácitamente dentro de los ordenamientos legales aplicables en cada caso, lo cual genera certeza jurídica a los gobernados respecto de qué órgano del Estado es al que corresponde afectar válidamente su esfera jurídica. Consecuentemente, aun en aquellos casos en los que la autoridad alegue no tener competencia para responder congruentemente una petición emitida por algún gobernado, es indispensable que en el acuerdo que dicte, cite en forma expresa y clara aquellos preceptos que fijan su competencia y, por tanto, delimitan su campo de acción, para respetar el derecho de petición y el principio de seguridad jurídica tutelados, respectivamente, por los artículos 8o. y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y así el gobernado se encuentre en posibilidad de comprobar si aquella autoridad carece o no de las facultades necesarias para proporcionar la información solicitada.

Novena Época

Registro: 174911

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXIII, Junio de 2006

Materia(s): Común

Tesis: VI.2o.A.21 K

Página:  1149

DERECHO DE PETICIÓN. LA NEGATIVA DE LA AUTORIDAD A RECIBIR EL ESCRITO QUE CONTIENE LA SOLICITUD DEL QUEJOSO, DEBE TENERSE COMO ACTO RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO.

Si el quejoso alega en la demanda de amparo que no se le ha dado respuesta a una petición, pero de la misma demanda y de su aclaración se desprende que las autoridades responsables no le han recibido el escrito mediante el cual formuló dicha petición, es evidente que debe tenerse como acto reclamado la negativa de la autoridad para recibirle tal escrito; lo anterior es así, porque el derecho de petición consagrado a favor de los gobernados y que en el caso constituye la garantía que el quejoso estima violada, no puede traducirse únicamente en que la autoridad conteste la solicitud que se le formula, sino que tal garantía se integra o constituye por varias etapas, siendo la primera de ellas, la consistente en que la autoridad a la que se dirige el escrito respectivo, lo reciba; la segunda, la relativa a la emisión del acuerdo que corresponda a dicha solicitud, en el sentido que lo considere procedente, pudiendo en este caso hacerse algún requerimiento o solicitarse alguna aclaración al particular para estar en aptitud de emitir el referido acuerdo y, finalmente, que se dé a conocer dicha resolución al interesado, en estricto cumplimiento a lo señalado por el artículo 8o. constitucional. Por ello, la negativa de recibir un escrito, obstaculiza el ejercicio de ese derecho, cuestión que sólo puede ser atribuida a la autoridad y que evidentemente, resultaría violatoria de la garantía consagrada en el precepto constitucional citado.

Novena Época

Registro: 171484

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXVI, Septiembre de 2007

Materia(s): Administrativa

Tesis: XV.3o.38 A

Página:  2519

DERECHO DE PETICIÓN. LA AUTORIDAD SÓLO ESTÁ OBLIGADA A DAR RESPUESTA POR ESCRITO Y EN BREVE TÉRMINO AL GOBERNADO, PERO NO A RESOLVER EN DETERMINADO SENTIDO.

La interpretación del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos permite sostener que a toda petición escrita de los gobernados a una autoridad, debe recaer una respuesta por escrito y en breve término, a fin de evitar que ignoren la situación legal que guarda aquélla; empero, el derecho de petición no constriñe a la autoridad a resolver en determinado sentido, sino sólo a dar contestación por escrito y en breve término al peticionario.

De acuerdo a los criterios de la Suprema Corte, el derecho de petición consta de los siguientes elementos mínimos a cubrir por parte del peticionario:

I.- Debe constar en la parte superior de la primera hoja del escrito la Leyenda: “Derecho de Petición”, u otra similar que deje en claro de qué se trata. O bien, que se desprenda de la redacción del escrito que  versa sobre el Ejercicio del Derecho de Petición.

II.- La petición debe hacerse por escrito.

III.- Debe ser clara y precisa.

IV.- Debe ser pacífica y respetuosa.

V.- Debe tratar sobre un asunto, tema o objeto que no sea  tutelado por otra ley distinta, como el Acceso a la Información, o las promociones que se presentan dentro de los procesos legales de tipo judicial, administrativo o arbitral.

La autoridad por su parte está obligada, ante un derecho de petición, a lo siguiente:

I.- Responder en tiempo y forma al peticionario, sin que ello implique darle la razón o complacerlo en lo que pide; pero debe ser debidamente fundamentada la respuesta.

II.- En caso de ser incompetente para conocer del asunto, debe brindarle una respuesta fundamentando tal circunstancia y reorientando al peticionario para que presente su escrito en donde corresponda, o bien, que se avenga a la ley especifica cuando se trate de peticiones que deben hacerse bajo el amparo de una ordenamiento determinado y con las formalidades que ésta dispone.

III.- Si hay duda o no es claro el escrito, hacérselo saber en breve tiempo al peticionario para que subsane estas omisiones o imprecisiones.

La Suprema Corte ha reconocido también que el Derecho de Petición puede hacerse por Internet, siempre que la autoridad destinataria del mismo posea el marco legal o reglamentario para ello, y la tecnología para atender este tipo de trámites.

En las dependencias públicas federales, especialmente en algunas secretarías de estado, podemos ver que poseen dos oficinas: una para recibir solicitudes de acceso a la información, y otra para recibir derechos de petición.

En los estados, lamentablemente falta mucho por hacer para ampliar las facilidades en la materia, regular con precisión este derecho, y dotar a los ciudadanos de un marco jurídico eficiente.

Por lo anteriormente expuesto, presentamos el siguiente: 
PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO: Se  modifica el contenido de la fracción III del artículo 17    de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

 Artículo 17.......

I a la II.
III. A ejercer el derecho de petición ante las autoridades del Estado y sus municipios, debiendo éstas contestar dentro de un plazo máximo de 15 días hábiles, contados desde la fecha en que se recibe la petición, siempre que se hagan conforme a la ley y cuando ésta no marque un término distinto. 
Los ciudadanos tienen en todo momento el derecho a ser orientados por la autoridad para presentar sus peticiones, y en su caso, a contar con formatos preestablecidos para el ejercicio de este derecho.

Las autoridades, con la regulación debida, podrán establecer la vía electrónica para  recibir y resolver estas solicitudes.  

La  ley establecerá los requisitos y formas para  el ejercicio del derecho de petición, así como las sanciones que correspondan a las autoridades que lo infrinjan. 
IV.-….

Transitorios:

PRIMERO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Saltillo Coahuila, a 09 de septiembre del 2015

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN VII DEL ARTÍCULO 59, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PRESENTADA POR LA DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA, INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.
La que suscribe, Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados, que suscriben la presente Iniciativa, con fundamento en los artículos 59 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 159 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, ponemos a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente Iniciativa de Decreto por el que se Reforma la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente: 
E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

En Sesión celebrada el pasado 19 de agosto de 2015, se informó de  una Iniciativa de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza y el Consejero Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, Jesús Homero Flores Mier.

La referida Iniciativa fue turnada para su análisis a la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, y la misma se basa entre otras, en las siguientes consideraciones:

“El 7 de febrero de 2014, entró en vigor la reforma a la Constitución Federal, principalmente del artículo 6 apartado A, denominada “Reforma en Materia de Transparencia”, misma que  representó un progreso en la unificación y homologación nacional de criterios, principios y bases en materia de derecho a la información, transparencia y acceso a la información, de protección de datos personales y archivos.

A partir de dicha fecha, el derecho a la información ha sido uno de los temas más destacados, se ha impulsado la inclusión de nuevos sujetos obligados a transparentar en todo el país, se incluyó a sindicatos, partidos políticos y en general a toda persona que realice actos de autoridad, entre muchos otros avances significativos.

Es para resaltar, no obstante este gran paso que se dio en México, que en Coahuila la legislación que se encontraba vigente en ese momento ya incluía muchas de las nuevas figuras jurídicas y sujetos obligados que se insertaban en el marco normativo por primera vez en la Constitución Federal. Pero el impulso que permitió que Coahuila tuviera en ese momento un marco que ya cumplía con las expectativas y determinaciones, ahora nacionales, es el mismo que llevó al Ejecutivo del Estado y al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, a centrarse en conquistar las nuevas fronteras que la evolución del derecho a la información exigía por sí mismo.

En un proceso ejemplar, el Ejecutivo del Estado, el ICAI y diversas organizaciones especializadas en la materia, presentaron en mayo del 2014, una nueva ley de transparencia, un ordenamiento que no sólo perseguía cumplir con la reforma constitucional que se había aprobado, también buscaba consolidar las características evolutivas y trascendentes del derecho a la información, impulsando aún más el tema en todo el país, hecho que ocurrió y que no sólo permeó en el territorio nacional, dicha iniciativa, que a la postre se transformó en el marco normativo vigente en el Estado, trascendió fronteras y pronto se estaba hablando de ella en diferentes partes del mundo.

Este marco normativo de avanzada, como lo calificaron diferentes organizaciones y representantes de los sectores públicos y privados, sirvió como derrotero en muchos de los supuestos jurídicos que enmarcan la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, legislación secundaria y reglamentaria de la señalada reforma en materia de transparencia, es el marco dentro del cual todos los Estados y el Distrito Federal nos debemos de regir. Por ello, y a pesar de que los ajustes y acondicionamientos son mínimos por el mayor grado de detalle que tiene la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, es preciso acondicionar términos y algunas determinaciones que permitirán a las personas ejercer el derecho a la información en igualdad de circunstancias en todo el país.

El trabajo de adecuación se centró en acondicionar aquellos detalles en los que la Ley General determina un mecanismo diferente dentro de los procedimientos de acceso a la información, y en homologar terminología jurídica y legal que en la práctica del derecho a la información se necesitaba, sin dejar pasar la oportunidad de seguir innovando en algunos aspectos. Es por ello, que por claridad es pertinente señalar los ajustes que forman parte de esta iniciativa.”

En este sentido, y como se señala en las consideraciones antes mencionadas, derivado de la aprobación de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, es necesario llevar a cabo un proceso de armonización de nuestra Legislación local con relación a la federal.

En este sentido, la referida Ley General señala en su artículo 38 que los integrantes del organismo garante se denominarán Comisionados y es obligación de los Congresos de las Entidades Federativas prever dicha circunstancia, incluso en su artículo 3 fracción III establece que se debe entender como Comisionado a cada uno de los integrantes del Pleno del Instituto y de los Organismos garantes de los Estados.

Al respecto, el artículo 59 fracción VII, de la Constitución Política del Estado, establece lo siguiente: 

El derecho a iniciar leyes o decretos compete:

VII. Al instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, en todo lo concerniente a su competencia. La iniciativa se presentará por conducto del Consejero Presidente, previo acuerdo del Consejo General.

En ese contexto, resulta pertinente y necesario modificar dicha fracción a efecto de homologar la denominación de Consejero Presidente a Comisionado Presidente, toda vez que la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública así lo contempla.

En virtud de lo anterior y dada la necesidad de realizar la adecuación antes señalada, es que ponemos a consideración de este Honorable Congreso del Estado para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción VII del Artículo 59, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 59. ….

I.
a VI. 
…..

VII.
Al instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, en todo lo concerniente a su competencia. La iniciativa se presentará por conducto del Comisionado Presidente, previo acuerdo del Consejo General.

VIII.
….

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 24 DE AGOSTO DE 2015

DIP. LlLIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

por la Fracción Parlamentaria  “Dorotea de la Fuente Flores” 

del Partido Nueva Alianza
DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ
por la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila

DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL INCISO F) DEL NUMERAL 1 DE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 158, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PRESENTADA POR LA DIP. MARTHA GARAY CADENA, INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.
La que suscribe, Dip. Martha Garay Cadena, integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados, que suscriben la presente Iniciativa, con fundamento en los artículos 59 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 159 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, ponemos a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente Iniciativa de Decreto por el que se Reforma la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente: 
E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El 31 de diciembre de 1994, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el decreto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia judicial mediante el cual se incorporaron en su artículo 105, las figuras de controversia constitucional y acción de inconstitucionalidad.

La acción de inconstitucionalidad es un procedimiento que se tramita ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando se considera que una norma general, ya sea ley o tratado internacional, no respeta lo que establece la Constitución Federal; dicha acción tiene por objeto garantizar que la misma sea cumplida (principio de supremacía constitucional)
.

En su origen, las acciones de inconstitucionalidad tenían la prohibición expresa que impedía su ejerció en contra de leyes electorales, posteriormente, en las reformas electorales a nuestra Carta Magna publicadas el 22 de agosto de 1996, se eliminó la mencionada excepción y se incluyeron dentro de los supuestos para el ejercicio del citado medio de control constitucional, en el inciso f) de la fracción II del artículo 105, a los partidos políticos con registro ante el Instituto Federal Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales, y a los partidos políticos con registro estatal, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el registro.

En ese sentido, mediante el decreto en materia política- electoral, publicado el 10 de febrero de 2014, se reformó el citado inciso f) de la fracción II en relación a las acciones de inconstitucionalidad presentadas por los partidos políticos para quedar como se establece actualmente. 

Así mismo, es conveniente subrayar que acorde a la Carta Magna, así como a la jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
,  los partidos políticos no tienen legitimación para promover una acción de inconstitucionalidad contra una ley que no sea electoral.

Por otro lado, la Constitución del Estado instituyó la acción de inconstitucionalidad en su artículo 158 mediante las reformas publicadas el 20 de marzo de 2001, en materia de Justicia Constitucional Local, siendo de las primeras entidades en establecer diversos medios de control constitucional, numeral el cual se ha ido transformando en relación a las necesidades sociales.

Bajo ese orden de ideas, el inciso f) del numeral 1 de la fracción II del artículo 158 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece que los partidos políticos nacionales y estatales con registro debidamente acreditado ante la autoridad electoral que corresponda, podrán promover en forma abstracta las acciones de inconstitucionalidad local.

Por consiguiente, y con la finalidad de armonizar la Constitución Local con nuestra Ley Suprema, se propone reformar el citado inciso f) con el objeto de que los partidos políticos promuevan acciones de inconstitucionalidad exclusivamente en contra de leyes electorales, tal y como se establece en la Constitución Federal, máxime que estas entidades de interés público son especialistas en materia electoral.

En virtud de lo anterior y seguros de que esta modificación traerá grandes beneficios para nuestra entidad, es que ponemos a consideración de este Honorable Congreso del Estado para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el inciso f) del numeral 1 de la fracción II del artículo 158, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 158. … 

…

…

…

I. …

1. a 8. …

…

…

…

1. a  4. …

II. 
…

…

1.
…

a) a e) …

f)
Los partidos políticos nacionales y estatales con registro debidamente acreditado ante la autoridad electoral que corresponda, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el Congreso del Estado.

2.
…

3.
…

a)
a f) …

4.
…

…

…
T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 24 DE AGOSTO DE 2015

DIPUTADA MARTHA GARAY CADENA.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
por la Fracción Parlamentaria  “Dorotea de la Fuente Flores” 

del Partido Nueva Alianza
DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ
por la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila

DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE CREA LA LEY DE APOYO AL RECONOCIMIENTO DE LA PATERNIDAD Y MANTERNIDAD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTA LA DIPUTADA MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN. 

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

P R E S E N T E.- 

La que suscribe, Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, de la Sexagésima Legislatura del Honorable Congreso del Estado, con fundamento en los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción V, 152 fracción I, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea la presente Iniciativa de LA LEY DE APOYO AL RECONOCIMIENTO DE LA PATERNIDAD Y MANTERNIDAD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, con base en la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Para esta H. Legislatura es importante garantizar a los grupos más vulnerables sus derechos, que en este caso me refiero a los niños y niñas nacidos en el Estado de Coahuila, y que no son reconocidos por sus padres al momento de nacer, haciendo que la madre sufra para poder mantener a su recién nacido, y aunque existen actualmente mecanismos legales para reconocer a los menores, estos son lentos por la carga de trabajo de los órganos jurisdiccionales, por lo que nos vemos en la necesidad de apoyar a estas madres, que a pesar de todo lo que viven durante y después del embarazo no es fácil para ellas conseguir un empleo para alimentar a su recién nacido.

Es por ello que proponemos en este recinto legislativo la Ley de Apoyo al Reconocimiento de la Paternidad y Maternidad del Estado de Coahuila, que es una herramienta administrativa para tratar de agilizar el procedimiento del reconocimiento hacia los hijos, con ello, buscamos garantizar el interés superior de los menores para tener nombre y apellido y tener una identidad, tratando de que el mecanismo del Estado representado por el Registro Civil, la Secretaria de Salud y otras Instituciones, caminen a la par para garantizar los derechos de los niños y las niñas. 

El hecho de que un niño o niña sea reconocido o reconocida legalmente por sus progenitores, no solo le da identidad, sino que también le da derecho a ser cuidado por su padre y madre, naciendo así las responsabilidades legales de éstos de alimentar, educar, proteger y atender íntegramente de sus hijos. 

Esta iniciativa de Ley procurará que desde el momento de nacimiento del  niño o niña Coahuilense se establezca ante la Oficina del Registro Civil que corresponda, una presunción del nombre del padre, que no ha querido reconocer al menor, por lo que se abrirá un simple procedimiento administrativo para darle audiencia y defensa a quien se le imputa dicha paternidad, siendo la base fundamental para demostrar la paternidad la prueba biológica comparativa de marcadores genéticos (o prueba del ADN), que podrá hacerse el padre para demostrar lo contrario, en caso de que el padre no quiera realizarse la prueba, se tendrá declarada la presunción de la paternidad, sin embargo, en caso de que la madre mienta sobre la paternidad habrá para ella responsabilidades civiles y penales y sobre todo será ella quien corra con los gastos que se generen para la elaboración de la prueba genética.

Esta Ley solo tendrá aplicación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo que si el padre radica fuera del Estado no podrá aplicarse la presente ley, sin embargo, queda a salvo la interposición del procedimiento judicial conducente.

A falta de recursos propios para llevar a cabo la prueba genética por parte del Estado, se pretende que la Secretaría de Salud lleve a cabo la acreditación y vigile a todas aquellas instituciones privadas que decidan realizar la prueba de comparativos genéticos para los efectos de la presente propuesta de ley.

Por lo anteriormente expuesto se somete a la consideración de esa H. Asamblea el siguiente proyecto de 

LEY DE APOYO AL RECONOCIMIENTO DE LA PATERNIDAD Y MANTERNIDAD 

DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1. La presente ley es de orden público, interés social y de observancia general en el Estado de Coahuila. 
Los beneficios que se deriven de esta Ley, serán aplicables a todas las y los menores, cuyo alumbramiento se verifique en el territorio del Estado, y se registren en cualquiera de las Oficialías del Registro Civil del Estado. 

ARTÍCULO 2. La presente ley tiene por objeto garantizar el interés superior de las niñas y los niños para tener nombre y apellido y conocer a sus padres y madres, según lo dispuesto por el artículo 4° de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos.

ARTÍCULO 3.  Para los efectos de esta ley, se entenderá por: 

a) Acta del Registro Civil: es una forma valorada que contiene una certificación expedida por el Registro Civil, a través de la cual hace constar un acto o un hecho asentado en los libros de registro civil;

b) Código Civil: El Código Civil para el Estado de Coahuila; 

c) Código de Procesal Civil: El Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila; 

d) Filiación: La relación consanguínea entre dos personas, por el hecho de engendrar o concebir una a la otra, o bien, al vínculo establecido entre dos personas a través del reconocimiento; 

e) Ley: La Ley de apoyo al Reconociminto a la Paternidad y Maternidad Responsable del Estado de Coahuila de Zaragoza; 

f) Prueba de ADN: La prueba de comparativo genético de los padres y de la niña o el niño; 

g) Reconocimiento: Medio Jurídico administrativo o judicial, por el cual se establece la filiación a través de cualquiera de los modos que establece el Código Civil y la presente ley. 

h) Registro Civil: El Registro Civil u Oficialías del Registro Civil del Estado de Coahuila; 

i) Secretaría de Salud: la Secretaría de Salud en el Estado de Coahuila;

j) Tribunal: El Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila; y

k) Inscripción: Es el asiento en los libros del Registro Civil del Estado, que legitima a sus titulares en el ejercicio de las acciones y los derechos relacionados con su estado civil.

CAPÍTULO II 

PROCEDIMIENTO SOBRE PRESUNCIÓN DE PATERNIDAD

ARTÍCULO 4. El Oficial del Registro Civil, deberá informar a la madre o padre sobre las disposiciones legales y administrativas establecidas respecto a la declaración e inscripción de la paternidad o maternidad, así como las responsabilidades civiles y penales en que puede incurrir por señalar como tal a quien no resultare ser el padre o la madre biológica. 
ARTÍCULO 5. Si al efectuar el registro de nacimiento de un menor habido fuera de matrimonio, comparece solamente la madre, y ella presuma el no reconocimiento del padre, podrá solicitar el inicio del procedimiento sobre presunción de paternidad ante el Oficial del Registro Civil del Municipio del Estado de Coahuila donde radica el presunto padre, firmando la solicitud o estampando su huella dactilar, e indicará el nombre, domicilio y cualquier otro dato adicional que contribuya a la identificación del presunto padre.
El término para iniciar el procedimiento a que se refiere la presente ley será de un año a partir del nacimiento del menor.
Si el presunto padre radica fuera del Estado de Coahuila de Zaragoza, el procedimiento administrativo comprendido en esta ley no resultará aplicable, siendo ésta una causa de improcedencia, sin perjuicio de que, en este supuesto se oriente a la interesada sobre la opción del procedimiento judicial conducente.

Si en un lapso de cincuenta días hábiles, en cualquier estado del procedimiento, sin causa que se estime justificada, las partes no promueven ninguna acción, la solicitud quedará sin efecto, perdiendo la madre la posibilidad de volver a intentar por vía administrativa el reconocimiento de su hijo, archivándose consecuentemente el expediente.

No obstante lo establecido en los párrafos que anteceden, el Oficial del Registro Civil deberá de registrar al menor en el acto de comparecencia de la madre, quedando inscrito bajo los apellidos de su madre.

ARTÍCULO 6. En el supuesto del artículo anterior, el titular del Registro Civil deberá notificar al presunto padre en forma personal la imputación de su paternidad para efectos de que exprese lo que a su derecho corresponda dentro de los diez días hábiles siguientes contados a partir del día en que surta efectos la notificación; la aceptación o no oposición a la paternidad que se le atribuya dará lugar al reconocimiento administrativo de la filiación. La notificación a que se refiere el presente artículo, se deberá de realizar por conducto del servidor público adscrito a la Oficialía del Registro Civil correspondiente, que para tal efecto se habilite.
Las notificaciones se deberán de llevar acabo de acuerdo a lo establecido en el Código Procesal Civil, con los requisitos que se establecen para los emplazamientos y notificaciones.

CAPÍTULO III 

DE LAS PRUEBAS GENÉTICAS

ARTÍCULO 7. En caso de que en la comparecencia del presunto padre se advierta el no reconocimiento de la paternidad de la niña o niño, el Registro Civil procederá de la siguiente manera: 
a) Se solicitará a la Procuraduría General de Justicia del Estado, programe una cita a la madre, a la niña o niño y al presunto padre señalado, para que les sea practicado un estudio comparativo de marcadores genéticos; 

b) Una vez recibida la solicitud por parte de la Procuraduría General de Justicia del Estado, se turnará el asunto a la Dirección General de Servicios Periciales del Estado, quien fijará día, hora y lugar para la práctica de un estudio comparativo de marcadores genéticos tanto a la madre, el hijo y el presunto padre. El citatorio será notificado a las partes. 

c) En caso de ser positivo el resultado de las pruebas de comparativos de marcadores genéticos, el padre deberá pagar el costo de los estudios y en el supuesto de dar negativo el resultado, la madre de la niña o niño deberá realizar el pago de las pruebas. 

Esta prueba será obligatoria; del resultado de ésta se determinará si existe o no filiación.

ARTÍCULO 8. La Procuraduría General de Justicia del Estado, tendrá la obligación de realizar la prueba de comparativos genéticos y de garantizar la cadena de custodia de la prueba, así como de comunicar dentro de los 15 días siguientes a la toma de las muestras, al Registro Civil sobre los resultados de la misma. 
La Secretaría de Salud del Estado, acreditará y vigilará a todas aquellas instituciones privadas que decidan realizar la prueba de comparativos genéticos para efectos de esta Ley. Para dicho fin, la Secretaría convocará públicamente, a través del Periódico Oficial del Estado y cuando menos en uno de los periódicos de mayor circulación en el Estado, a las instituciones de salud privadas interesadas para ofrecer sus servicios relativos al contenido de este ordenamiento, obligándose a su vez, a publicar por el mismo medio de difusión la lista de las instituciones que hayan sido aprobadas. 

CAPÍTULO IV

DECLARACIÓN ADMINISTRATIVA

ARTÍCULO 9. Si el presunto padre no se presenta en la fecha señalada para practicarse la prueba genética y no justifica debidamente su inasistencia o si al presentarse se niega a practicarse dicha prueba, la Dirección General de Servicios Periciales o la institución privada acreditada levantará constancia de dicha circunstancia, y deberá remitirla de inmediato al Oficial del Registro Civil que corresponda.
Hecho lo anterior, la Oficialía del Registro Civil, procederá al asentamiento de la anotación marginal de presunción de paternidad y dará lugar para que así se declare administrativamente y se establezca la filiación administrativa del o la menor con los apellidos de ambos progenitores, siempre y cuando la madre y el o la menor se hayan presentado a realizar la prueba, salvo evidencia en contrario. Dicha declaración administrativa otorgará las obligaciones legales propias de la paternidad, pero no los derechos sobre la hija o hijo.

En el supuesto de que el presunto padre justifique fundadamente su inasistencia al estudio comparativo de marcadores genéticos ante la Dirección General de Servicios Periciales, se fijará día, hora y lugar por única ocasión para la práctica de un nuevo estudio comparativo de marcadores genéticos, pero si el presunto padre no se presenta de nueva cuenta, se procederá conforme a los párrafos 1 y 2 de este artículo.

ARTÍCULO 10. En el supuesto de que no se presenten ninguna de las partes a realizarse las pruebas genéticas y no justificaran su inasistencia, la Dirección General de Servicios Periciales o la institución privada acreditada, levantará el acta respectiva del hecho, para que sea remitida a la brevedad posible al Oficial del Registro Civil que corresponda, quien procederá a archivar el asunto como concluido por falta de interés. 

ARTÍCULO 11.  Inscrita la declaración administrativa de la paternidad, el progenitor o sus sucesores, podrán tramitar en cualquier tiempo en la vía judicial, la impugnación de la paternidad declarada administrativamente. Este trámite no suspenderá la inscripción impugnada. 
La declaración administrativa, cualquiera que sea el sentido de ella, se deberá notificar personalmente a los interesados en los términos previstos en el código de Procedimientos Civiles.

ARTÍCULO 12. El procedimiento de inscripción del menor con los apellidos de uno o de ambos progenitores no excederá de treina dias hábiles.
ARTÍCULO 13. Contra la resolución administrativa que determine presuntamente la paternidad, no procede recurso administrativo alguno. 
CAPÍTULO V 

DECLARACIÓN DE PATERNIDAD Y REEMBOLSO DE GASTOS 

A FAVOR DE LA MADRE

ARTÍCULO 14. Una vez que quede debidamente registrada administrativamente la niña o el niño en el Registro Civil, la madre podrá iniciar en contra del padre ante el Juez, un incidente de gastos, en el cual de ser procedente no podrá ser inferior al pago de los gastos de embarazo, maternidad y alimentos, que hayan sido generados o se generen durante los doce meses posteriores al nacimiento. 

ARTÍCULO 15. Para el pago de la pensión alimenticia se estará a lo dispuesto por los Códigos Civil y de Procedimientos Civiles del Estado. 

CAPÍTULO VI

DE LA PRESCRIPCIÓN

ARTÍCULO 16. El derecho a promover las acciones relativas a la filiación, reconocimiento o investigación de paternidad, distintas a las previstas en la presente ley, se ajustarán a las reglas de prescripción de la legislación civil.
ARTÍCULO 17. El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado, La Secretaría de las Mujeres y la Secretaría de la Juventud, difundirán los derechos y recursos que reconoce y ofrece esta ley, a través de las instituciones públicas y privadas que conforman el Sistema Estatal de Salud, así como de las demás instancias que estimen idóneas para promover su objeto.
TRANSITORIOS

PRIMERO: La presente ley entrará en vigor a los treinta días de su publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

SEGUNDO: La Secretaría de Salud del Estado, en un plazo de treinta días hábiles contados a partir de la entrada en vigor de la presente ley, deberá emitir el procedimiento para la acreditación de los laboratorios privados que puedan realizar las pruebas biológicas, comparativas de marcadores genéticos. 

TERCERO: La Dirección del Registro Civil del Estado, realizará las modificaciones necesarias a los formatos de actas respectivas para la consecución de los fines de esta ley. 

CUARTO: Se derogan todas las disposiciones jurídicas y administrativas que se opongan a la presente ley. 

A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila a 7 de Septiembre de 2015

DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE CREA LA LEY DE APOYO AL RECONOCIMIENTO DE LA PATERNIDAD Y MANTERNIDAD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto para  adicionar la fracción V al artículo 21, y modificar el contenido del artículo 50 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado,  al tenor de la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:

La Ley de Procedimiento Administrativo del Estado es un ordenamiento poco utilizado en la práctica, al parecer por desconocimiento del mismo y de la utilidad que reviste para un sin número de casos, donde, la autoridad no cumple con los elementos mínimos que dan vida y validez a los actos administrativos; para ilustrar, nos permitimos citar las siguientes disposiciones de la ley en comento:

Artículo 1. Esta ley es de orden público e interés social. Se aplicará a los actos, procedimientos y resoluciones de las dependencias, entidades, organismos descentralizados, públicos autónomos, desconcentrados, paraestatales de la Administración Pública del Estado así como de los Municipios, sus dependencias, organismos y entidades paramunicipales respecto a sus actos de autoridad, a los servicios que el estado preste de manera exclusiva, y a los contratos que los particulares sólo puedan celebrar con el mismo y sus municipios, sin perjuicio de lo dispuesto en la propia Constitución del Estado y demás leyes de carácter federal…..

Artículo 3. Esta ley se aplicará de manera supletoria a las diversas leyes, reglamentos y ordenamientos administrativos del Estado y los Municipios con excepción de lo previsto en el Título Cuarto. El Código Procesal Civil del Estado se aplicará a su vez de manera supletoria a esta ley, y en última instancia la Ley Federal del Procedimiento Administrativo se aplicará en lo conducente. 

Artículo 4. Son elementos y requisitos del acto administrativo:

I.
Ser expedido por órgano competente, a través de servidor público, y en caso de que dicho órgano fuere colegiado, reúna las formalidades de la ley o decreto para emitirlo;

II.
Tener objeto que pueda ser materia del mismo; determinado o determinable; preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar, y previsto por la ley;

III.
Cumplir con la finalidad de interés público regulado por las normas en que se concreta, sin que puedan perseguirse distintos fines;

IV.
Constar por escrito y con la firma autógrafa de la autoridad que lo expida, salvo en aquellos casos en que la ley autorice otra forma de expedición;

V.
Estar fundado y motivado;

VI.
Ser expedido sujetándose a las disposiciones relativas al procedimiento administrativo previstas en ésta ley;
VII.
Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión;

VIII.
Ser expedido sin que medie error sobre el objeto, causa o motivo, o sobre el fin del acto;

IX.
Ser expedido sin que medie error respecto a la referencia específica de identificación del expediente, documentos o nombre completo de las personas;

X.
Ser expedido señalando lugar y fecha de emisión;

XI.
Mencionar la dependencia, órgano o entidad del cual emana;

XII.
Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y puede ser consultado el expediente respectivo;

XIII.
Tratándose de actos administrativos recurribles deberá hacerse mención de los recursos que  procedan, y

XIV.
Ser expedido decidiendo expresamente todos los puntos propuestos por las partes o establecidos por la ley. 

Artículo 5. Los actos administrativos de carácter general, tales como reglamentos, decretos, acuerdos, normas técnicas estatales o los municipios, circulares y formatos, así como los lineamientos, criterios, metodologías, instructivos, directivas, reglas, manuales, disposiciones que tengan por objeto establecer obligaciones específicas cuando no existan condiciones de competencia y cualesquiera de naturaleza análoga a los actos anteriores, que expidan las dependencias y organismos descentralizados o desconcentrados de la administración pública estatal o municipal, deberán publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado o en su caso en La Gaceta Municipal para que produzcan efectos jurídicos.

Artículo 6. La omisión o irregularidad de los elementos y requisitos exigidos por el Artículo 4 de ésta ley o por las leyes administrativas de las materias de que se trate, producirán, según sea el caso, nulidad o anulabilidad del acto administrativo. 

Artículo 7. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos o requisitos establecidos en las fracciones I a IX del artículo 4 de la presente ley, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto impugnado provenga del titular de una dependencia, entidad, órgano descentralizado, desconcentrado, paraestatal o paramunicipal, en cuyo caso la nulidad será declarada por el mismo, incurriendo en responsabilidad de no hacerlo.

El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido; no se presumirá legítimo ni ejecutable; será subsanable, sin perjuicio de que pueda expedirse un nuevo acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa. La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos.

En caso de que el acto se hubiera consumado, o bien, sea imposible de hecho o de derecho retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad del servidor público que la hubiere emitido u ordenado. 

Artículo 8. La omisión o irregularidad en los elementos y requisitos señalados en las fracciones X a XIV del artículo 4 de ésta ley, producirá la anulabilidad del acto administrativo.

 El acto declarado anulable se considerará válido; gozará de presunción de legitimidad y ejecutividad; será subsanable por los órganos administrativos mediante el pleno cumplimiento de los requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico para la plena validez y eficacia del acto. Tanto los servidores públicos como los particulares tendrán obligación de cumplirlo.

El saneamiento del acto declarado anulable producirá efectos retroactivos y el acto se considerará como si siempre hubiere sido válido. 

Sin embargo, en los hechos, casi no vemos que los recursos previstos en esta ley, en especial el llamado procedimiento administrativo, sea utilizado por los particulares para defenderse de los actos de las autoridades que, en un momento determinado no cumplen con las premisas del artículo 4º; o bien, les generan algún tipo de agravio a sus intereses, derechos y garantías.

Es el caso que este ordenamiento, si bien contempla algunos plazos para ciertos medios de defensa, en especial los de que se refieren a notificaciones nulas o indebidas; no contempla en sí un plazo definitivo para que los particulares puedan ejercer sus derechos en contra de actos que los agravian de acuerdo a lo plasmado en el párrafo antes mencionado.

Nos dimos a la tarea de revisar diversas leyes de procedimiento administrativo, encontrando que la mayoría, parecidas a la nuestra en un 85%, presentan la misma característica de ser oscuras en cuanto a los plazos para que los particulares ejerciten los derechos que les son inherentes de acuerdo a los agravios que les genera una determinada autoridad. O bien, como la nuestra, se limitan a decir que: “los plazos serán los que establezcan otras leyes, reglamentos o manuales”.  Sin embargo si bien este tipo de redacción de tipo remisorio es legislativamente válida, enfrenta al particular a un dilema cuando se trata de ejercer determinado recurso, y no existe esa “ley, reglamento o manual”, por ende, hay vacío legal en cuanto al plazo para iniciar el procedimientos respectivo. 

De ahí la necesidad de contar con un plazo general para todos los casos en los que no se puede apelar a un ordenamiento especifico por ausencia del mismo.

En este orden de ideas, consideramos oportuno citar lo que dispone la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco y sus Municipios:

Artículo 133. Los actos o resoluciones que emanen de una autoridad administrativa en el desempeño de sus atribuciones, que los interesados estimen antijurídicos, infundados o faltos de motivación, pueden ser impugnados mediante el recurso de revisión, que debe hacer valer por escrito dentro de los veinte días hábiles contados a partir del día siguiente de su notificación o del que tengan conocimiento del acto o resolución de que se trate.

Así las cosas y en atención a los principios de certeza y seguridad jurídica, consideramos oportuno que la Ley de Procedimiento Administrativo de nuestra entidad contemple un plazo general para todos los actos que no prevén uno en el propio ordenamiento, o en otras disposiciones relativas a esta materia.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de este H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se  adiciona la fracción V al artículo 21, y se  adiciona un segundo párrafo al artículo 50 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

Artículo 21…..

I…..

II…..

III….

IV……

V. Los particulares podrán ejercitar los recursos y solicitudes establecidos en la presente ley dentro de un plazo de hasta 20 días hábiles, contados a partir del día siguiente al que les fue notificado el acto que los agravia, perjudica o, en su caso, le beneficia y deseen reclamar su ejecución o demostrar que, favoreciendo a una persona o grupo de personas, se causa perjuicio al interés público; siempre y cuando no se trate actos que ya contemplen un plazo determinado en este ordenamiento o en otra ley, reglamento, estatuto, manual o disposición administrativa que resulte aplicable al caso concreto.

El mismo plazo operará cuando, no mediando notificación formal, el afectado o interesado acredite la fecha en que conoció del acto, siempre que no se trate de actos irremediablemente consumados y de imposible reparación de acuerdo al presente ordenamiento y a las leyes que resulten aplicables……

Artículo 50.  Primer párrafo

El plazo para iniciar el procedimiento administrativo será el señalado en la fracción V del artículo 21, en los términos y condiciones establecidos en la misma. 

………………….

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 09 DEL MES DE SEPTRIEMBRE DE 2015

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA 

Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”
           DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

 DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO

      






      COORDINADOR

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
    DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

H. Pleno del Congreso del 

Estado de Coahuila de Zaragoza.

El que suscribe, diputado  Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila, de la LX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 159 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, pongo a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la siguiente iniciativa de reforma a la Ley Estatal de Educación, al tenor de la siguiente:
Exposición de Motivos

En la actualidad poco más de seis mil mexicanos se encuentran becados en universidades extranjeras y este número afortunadamente subirá durante el año en curso. De este número de jóvenes estudiando en el extranjero 5 % son coahuilenses, según los datos que maneja el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología) CONACYT. 

En efecto, actualmente el flujo de estudiantes mexicanos becados en el extranjero está aumentando, lo que se ve reflejado en la continua apertura de convocatorias que buscan financiar los estudios de los alumnos de licenciatura, maestría y doctorado en el extranjero.

Según datos que maneja la maestra Dolores Sánchez Soler, directora adjunta de Posgrados y Becas del Conacyt, este año la entrega de becas a estudiantes de posgrado en México y el extranjero crecerá entre 7 y 8 por ciento en comparación con el año 2014.

El hecho de que cada vez más jóvenes mexicanos y coahuilenses, estén interesados en salir a estudiar al extranjero, es sin lugar a dudas un buen referente, pues al salir a estudiar a otros países, los jóvenes además de adquirir los conocimientos académicos del área que fueron a estudiar, tienen la oportunidad de perfeccionar el idioma del país en el cual permanecieron por lo menos dos años.

Desafortunadamente los jóvenes que logran salir de nuestro Estado y de nuestro país, para estudiar en universidades enfrentan los problemas que conlleva regresar a México con un título extranjero que encontrará una larga lista de inconvenientes respecto a sus trámites de revalidación para que se les considere con valor curricular.

En estricto sentido, lo esencial es que una vez concluidos sus estudios, los jóvenes regresen a nuestro Estado para ejercer su profesión y coadyuven en elevar el nivel de competitividad tanto nacional como estatal. 
Lamentablemente, la mayoría de los jóvenes que salieron de México en busca de un panorama más amplio de estudios o investigación encuentra a su regreso, una serie de candados legales que impiden o dificultan que un importante número de posgrados no sean reconocidos en nuestro país bajo el argumento de que no existe un programa equivalente o por no cumplir con un criterio específico de horas clase, por lo que gran parte de los jóvenes que obtiene títulos universitarios en otros países, prefiere continuar sus estudios fuera de México y en lo subsecuente buscar trabajo en los mismos países que los han albergado como estudiantes.

De ahí el interés de presentar el día de hoy esta iniciativa de ley, con el fin de que se modifiquen los criterios de revalidación y validación de los estudios realizados en el extranjero, lo cual permitirá que los jóvenes que salieron a enriquecerse académicamente y culturalmente estén en condiciones de regresar a nuestro Estado y puedan ejercer la profesión que estudiaron en el extranjero y con ello evitar la fuga de cerebros que cada vez es más frecuente, ya que los jóvenes al saber que encontraran muchas y tediosas trabas para que su título sea reconocido en nuestro estado, prefieren optar por quedarse a trabajar en los lugares en donde estudiaron, perjudicando con ello el potencial que pudiéramos obtener de esos jóvenes capacitados.

En virtud de todo lo antes expuesto, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

Iniciativa de Reforma a la Ley Estatal de Educación del Estado de Coahuila de Zaragoza.

El artículo 3 de la Ley Estatal de Educación que textualmente dice:

ARTICULO 3°.- El Estado está obligado a prestar los servicios educativos de calidad para que toda la población pueda cursar la educación preescolar, primaria, secundaria y media superior. Los municipios, en el ámbito de sus atribuciones, podrán ofrecer estos servicios. 

……

Modificándose de la siguiente manera:

ARTICULO 3°.- El Estado está obligado a prestar los servicios educativos de calidad para que toda la población pueda cursar la educación preescolar, primaria, secundaria y media superior. Así como otorgar reconocimiento oficial a los estudios realizados en el extranjero que cuenten con reconocimiento oficial en sus países de origen. Los municipios, en el ámbito de sus atribuciones, podrán ofrecer estos servicios. 

…..

El artículo 84 de la Ley Estatal de Educación que textualmente dice:

ARTICULO 84.- Los estudios realizados fuera del sistema educativo nacional podrán adquirir validez oficial en el estado, mediante su revalidación, siempre y cuando sean equiparables a los realizados dentro del sistema educativo nacional.

La revalidación podrá otorgarse por niveles educativos, por grados escolares, o por asignaturas u otras unidades de aprendizaje, según lo establezca la normatividad respectiva.

Modificándose de la siguiente manera:

ARTICULO 84.- Los estudios realizados fuera del sistema educativo nacional con reconocimiento oficial en su país de origen, adquirirán validez oficial en el estado, mediante su revalidación. 

La revalidación podrá otorgarse por niveles educativos, por grados escolares, o por asignaturas u otras unidades de aprendizaje, adoptándose en cada caso el sistema que más favorezca al interesado.

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- Las presentes modificaciones a la Ley Estatal de Educación, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Saltillo, Coahuila a 09 de Septiembre de 2015

Atentamente

Dip. Sergio Garza Castillo

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

“Hilda Graciela de Pérez Arreola” del

Partido Unidad Democrática de Coahuila.
H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
P R E S E N T E.-

Diputado LEONEL CONTRERAS PAMANES, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”,  por el Partido Primero Coahuila; y con fundamento con los Artículos 59 Fracción I; Artículo 21 Fracción IV; 152 Fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso, comparezco con la finalidad de proponer la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LOS ARTICULOS 386 Y 394  DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
Fundando lo anterior en la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En nuestra comunidad la violencia sexual se activa comúnmente con actos agresivos que tienen en común el uso de fuerza física, psíquica y moral, que reducen a quien la recibe a una condición de inferioridad y sometimiento.

La violación en particular es un delito de carácter sexual encuadrado en el artículo 384 del Código Penal de nuestro Estado que se tipifica  cuando una persona por medio de la violencia física o moral tenga copula con una persona sin su voluntad, cualquiera que sea su sexo.
Es necesario mencionar, que nuestro código penal hace alusión a la violación equiparada, el artículo 386, señala las sanciones y figuras típicas equiparadas a la violación, donde se aplicará prisión de siete a catorce años y multa a quien tenga cópula: 

I. PERSONA SIN CAPACIDAD. Con persona sin capacidad para comprender la naturaleza de la relación sexual o de decidir de acuerdo a esa comprensión; o de resistir la conducta delictuosa. 

II. PERSONA MENOR DE DOCE AÑOS. Con persona de hasta doce años de edad.

La violación,  cuando se materializa en la vida real, trastoca de una manera brutal a las víctimas, pues genera un terrible daño moral, físico y psicológico   y  se puede afirmar que  los daños son irreversibles.

En muchos de los casos  las victimas lamentablemente son  menores de edad, mismos que no tienen ni siquiera la capacidad física para defenderse, más aun ni siquiera poseen, el entendimiento necesario para comprender la naturaleza del daño que se le causa, entonces, es necesario proteger a nuestros grupos vulnerables, a los  niños y personas con capacidades diferentes,  que frecuentemente son  víctimas  de éste delito.

Es conocido por todos que Coahuila tiene un alto índice de niñas embarazadas, donde el desconocimiento de los actos carnales que realizan tienen consecuencias, por esa razón, es necesario elevar el nivel de edad de los menores en cuanto a la violación equiparada, ya que con ello se protegería en un mayor ámbito a la comunidad infantil y adolescente.

Actualmente la edad  referente en la victima en caso de una violación equiparada corresponde hasta doce años, en este concepto se propone ampliar la edad a catorce, protegiendo de ese modo  a un mayor número de niños y adolescentes.

En cuanto a la violación equiparada podemos mencionar el contenido de la siguiente tesis.

VIOLACION EQUIPARADA, ELEMENTOS DE LA. (LEGISLACION DEL ESTADO DE PUEBLA.).

Cuando se trata del delito de violación equiparada que prevé el artículo 272 del Código de Defensa Social del Estado de Puebla, aunque sí se debe acreditar el elemento cópula, no sucede lo mismo en cuanto a la violencia, pues precisamente ésta se equipara a la ausencia de fuerza y condiciones físicas para impedir la cópula, la carencia de uso de razón suficiente para comprender o discernir la conveniencia o no del yacimiento sexual, circunstancias éstas presentes en personas privadas de  razón o de sentido, o menores de doce años y las cuales son las que deben acreditarse. En conclusión tratándose del delito de violación equiparada, los elementos constitutivos del mismo son: la carencia del pasivo de volición consciente para copular y la cópula.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 410/90. Dimas Escobar Hernández. 5 de octubre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Nelson  Loranca Ventura.

Por otro lado y relativo al delito de Estupro, el artículo 394, señala las sanciones y figura típica de Estupro, donde se aplicará prisión de un mes a tres años y multa: A quien por medio de la seducción o el engaño tenga cópula con un menor de dieciséis años de edad y mayor de doce, en este tenor de aplicarse la iniciativa mencionada con anticipación relativa de ampliar la edad en la víctima  de violación equiparada, es necesario consecuentemente el modificar  el rango de edad en  la  victima para el delito de estupro, debiendo quedar entre catorce y dieciséis años de edad.
Por lo anteriormente expuesto, es que someto a la consideración de ésta Asamblea la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 386 Y 394  DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTICULO ÚNICO.  Se reforman los artículos 386 y 394 del Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 386. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS EQUIPARADAS A LA VIOLACIÓN. Se aplicará prisión de siete a catorce años y multa a quien tenga cópula:

I. PERSONA SIN CAPACIDAD. Con persona sin capacidad para comprender la naturaleza de la relación sexual o de decidir de acuerdo a esa comprensión; o de resistir la conducta delictuosa. 

II. PERSONA MENOR DE CATORCE AÑOS. Con persona de hasta catorce años de edad.
ARTÍCULO 394. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE ESTUPRO. Se aplicará prisión de un mes a tres años y multa: A quien por medio de la seducción o el engaño tenga cópula con un menor de dieciséis años de edad y mayor de catorce.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente a su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan o contravengan a la presente Ley.

Saltillo Coahuila a 09 de Septiembre del 2015.
Atentamente

“Servir para poder crecer”

DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES
Diputado Leonel Contreras Pámanes

Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”

inicativa con proyecto de decreto que POR LA CUAL SE ADICONA UN PARRAFO AL ARTÍCULO 8 DE LA LEY PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA JUVENTUD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, que presenta el diputado javier de jesus rodriguez mendoza de LA fracción Parlamentaria "JOSE MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRIQUEZ " del Partido Verde Ecologista de México. 

H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA 

PRESENTE.- 


La cuarta parte de nuestra población está conformada por jóvenes de 15 hasta  los 29 años y debido a esto, cada día aumenta la participación de ellos en los ámbitos económico, político, social y cultural.


Cada día es mayor el apoyo que los jóvenes buscan para poder destacar en el área en donde se sienten más cómodos, algunos es en el estudio, otros en el deporte o en alguna actividad cultural; es por ello que la Secretaría de la Juventud enfrenta un reto constante y cambiante frente a la juventud coahuilense al ser necesario que las políticas públicas destinadas a la juventud tengan que irse adecuando.


Una política pública de calidad es aquella que corresponde a cursos de acción y flujos de información relacionados con un objetivo político definido en forma democrática y deben ser desarrolladas incluyendo orientaciones, contenidos, instrumentos, mecanismos, definiciones o modificaciones de instituciones  y la previsión de resultados.


Es necesario que las instituciones dispongan de los mecanismos suficientes para hacer posible  y efectiva esta participación; pues es necesario que pasemos de la participación posible a la real, generando espacios que permitan la discusión y el análisis de los temas que afectan de mayor manera a los jóvenes para de esta manera fomentar la atención de sus necesidades de una manera integral.


Para ello se debe incluir la perspectiva de derechos humanos, género, perspectiva juvenil, programas y proyectos a nivel municipal, estatal y federal pero sobre todo estructuras de participación activa de los jóvenes; garantizando la participación de los jóvenes en el diseño, implementación pero sobre todo en la evaluación de las políticas públicas y esto solamente lo lograremos dando a conocer los programas que existen para ellos, pues a pesar de los grandes avances que tenemos en materia tecnológica esto aun no llega a todos los jóvenes quienes muchas veces no se enteran de los programas a los que pueden tener acceso para tener una mejor calidad de vida.


Los jóvenes a diferencia de nosotros tienen un mayor conocimiento de las áreas en donde necesitan mayor atención desde planes educativos hasta  la falta o carencias en sus colonias para la práctica de algún deporte o para la expresión de actividades culturales; es por ello que se debe de atender este campo de oportunidad para que ellos no se sientan extraños a un gobierno que se ha preocupado por escuchar a toda la sociedad, dándole los elementos para que se sientan parte de la sociedad.


No debemos olvidar que los jóvenes son el futuro de nuestro Estado, por ello cualquier cosa que hagamos para involucrarlos en el desarrollo será en beneficio de generaciones futuras que podrán darse cuenta de la apertura e inclusión que se está fomentando al escuchar su voz al momento de elaborar y evaluar la eficacia de las políticas públicas dirigidas a ellos.


Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 22 fracción V, 144 fracción I, 147, 153, 154, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA CUAL SE ADICIONA UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 8 DE LA LEY PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA JUVENTUD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA , PARA QUEDAR:
Artículo 8.- ...

El Sistema Estatal de Juventud, además de establecer objetivos, metas, estrategias y lineamientos deberá contar con acciones para la difusión, promoción, fomento, investigación, práctica, supervisión y evaluación de las actividades de atención a la juventud.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila; a 09 de Septiembre de 2015.

ATENTAMENTE
POR LA FRACCION PARLAMENTARIA 

“JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRIQUEZ”

 DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

“AMOR, JUSTICIA Y LIBERTAD”

DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO  INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

La de la voz, Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, Lic. Gilberto Rincón Gallardo del Partido Socialdemócrata de Coahuila en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 21 en su fracción IV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y  Soberano de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTICULO 10 FRACCION V NUMERAL SEIS, DE LA LEY DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

En atención a la siguiente:
Exposición de motivos

Según datos del Censo de Población y Vivienda, en Coahuila de Zaragoza residen más de 233 mil 944 adultos mayores, lo que representa 8.6% de la población total de los cuales el 62.6%  son jefes de hogar y 23.8% son cónyuge y el 11.6% de las personas de 60 años y más viven solas.

Es de conocimiento general  que a pesar de que la Ley lo marca, no es tan fácil para ellos conseguir un empleo digno y además de eso que garanticen su seguridad e integridad física, ya que por motivos de su edad o ya sea porque las empresas no quieren compromisos, no son contratados con las mismas condiciones laborales  que otra persona con menos edad.

La reinserción laboral del Adulto Mayor debe ser considerada de suma importancia y de la misma manera debe tener la finalidad de evitar generar un riesgo para su integridad física y mental es decir, un impacto derivado de posibles lesiones accidentales dentro del centro de trabajo en la población de adultos mayores sus consecuencias son aún más devastadoras, si se considera la vulnerabilidad de este grupo de edad, los procesos fisiológicos propios del envejecimiento, el aumento en el tiempo de reacción, así como la mayor carga de enfermedades asociadas, sin mencionar otros factores de riesgo desde el punto de vista social y ambiental, que intensifican los efectos de una simple lesión y llegan a alcanzar proporciones inesperadas.
Todas las personas adultas mayores, tienen potencialmente derecho a ser contratadas para desempeñar un trabajo remunerado, sin que sea impedimento la edad, siempre que la labor de que se trata, sea acorde con sus condiciones físicas y psíquicas.

Hay muchas personas senectas que conservan aceptables aptitudes en dichos aspectos, y para que continúen desarrollando actividades productivas, sean físicas o intelectuales, debemos de aprovechar de esta manera sus conocimientos, experiencias y habilidades, además de que muchas y muchos tienen una disciplina muy hecha para el trabajo, lo que les permite ser puntuales y rendir para beneficio de sus empleadores.

Aunado a lo anterior, cuando se les da la oportunidad de laborar, la mayoría de las veces las condiciones del lugar de trabajo son un tanto deplorables, además de poner en riesgo su integridad física así como su estabilidad en todos los sentidos.

A pesar de las circunstancias la mayoría de las personas de la tercera edad siempre están con la disposición de mantenerse activos laboralmente y por así decirlo seguir percibiendo una remuneración extra a la que otorgan las pensiones de las instituciones de seguridad social, los que son derechohabientes a ella, claro está.

Creemos que se puede hacer mucho más por este sector de la población, nuestra finalidad con esta iniciativa es garantizar las condiciones en los lugares en los que puedan desarrollar sus habilidades laborales.

Es por eso que hoy acudo ante esta, la más alta plataforma legislativa del Estado para pedir su apoyo, compañeras y compañeros diputados para hacer una realidad en Coahuila la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTICULO 10 FRACCION V NUMERAL SEIS DE LA LEY DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma el artículo 10, fracción V numeral seis, de la Ley de las Personas Adultas Mayores para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Para quedar como sigue: 

Artículo 10. De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley reconoce y garantiza a las personas adultas mayores, los siguientes derechos:

I.  (…)

II. (…)

III. (…)

IV. (…)

V. Al trabajo, por tanto, se reconoce que tienen derecho a:

1. (…)

2. (…)
3. (…)

4., (…)

5. (…)

6. A laborar en condiciones óptimas así como en instalaciones las cuales garanticen su seguridad e integridad física en base a la normatividad vigente.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su Publicación en el Periódico oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Saltillo, Coahuila a 8 de septiembre  del  2015.

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.

H. PLENO DEL CONGRESO 
DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 
Iniciativa que presenta el Dip. José Armando Pruneda Valdez, conjuntamente con los diputados  integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ESTATAL DE  EDUCACIÓN EN MATERIA DE ORIENTACIÓN VOCACIONAL. 
Con base en la siguiente:
Exposición de motivos
La orientación vocacional, curiosamente, es un tema que a pesar de reformas y de las llamadas “leyes de vanguardia”, sigue siendo  omitido por los textos normativos relativos a la educación en México. Y su existencia se verifica de modo fugaz en programas transitorios y de nulo seguimiento que algunas escuelas secundarias y de bachillerato por cuenta propia deciden implementar a veces.
El concepto de orientación vocacional no atiende a una sola definición ni se limita a premisas limitativas o de marco teórico carente aplicación en la vida práctica. Una definición es la que se encuentra inmersa en el artículo Tercero Constitucional, y que se refiere a: a incentivar y enseñar los valores morales, éticos ecológicos y patrios a los educandos.....y; otra definición se refiere a metodologías y técnicas pedagógicas, sicológicas y educativas necesarias para que el alumno de educación media y media superior (secundaria-bachillerato), pueda elegir la carrera técnica o profesional que mejor le acomode a su perfil y talentos; de tal suerte que su acceso al mercado laboral sea  menos accidentado y con mayores posibilidades de éxito. 

Un concepto muy aceptado, es el siguiente: La orientación es la ayuda sistemática y técnica, ofrecida a una persona, para que llegue a un mejor conocimiento y aceptación de sus características y potencialidades, de su propia realidad y del medio en el que ésta se desarrolla y al logro de la capacidad de auto-dirigirse. Todo ello encaminado al desarrollo de su personalidad y a unas contribuciones sociales eficaces....”

Cifras dadas a conocer en el año 2010 por la Secretaría de Educación del Gobierno Federal, revelaban que uno de cada diez jóvenes cambiaba de carrera al año de haber ingresado a alguna escuela de educación superior o universidad. Esto es un universo de 80 mil estudiantes por año (hasta esos días); representaba, al menos en esas fechas, un gasto del erario un público  de una cifra promedio de $4, 312 millones de pesos.

Sin embargo no es el único perjuicio que causa la falta de orientación vocacional en los alumnos, debe anotarse que de igual forma los padres o tutores pierden enormes cantidades de dinero a la hora de que el educando se da cuenta de que la carrera elegida no le satisface. Por otra parte, hay miles de estudiantes que prefieren ocultar su decepción o mala elección y se quedan hasta concluir (a fuerza) sus estudios profesionales, con la natural frustración y probable fracaso profesional y laboral que vendrán luego por haber elegido algo que no era acorde a su perfil. 

Desde luego, las cifras mencionadas no hablan del número de jóvenes que abandonan de forma definitiva sus estudios, y algunas de estas apuntan a que se trata de hasta el 35% de los que cursan la educación superior. 

Un dato proporcionado por la Universidad de las Américas a mediados del año 2011, y registrado por el periódico el Excélsior en su edición digital, reveló lo siguiente:

“…Cambian de carrera tres de cada 10 estudiantes universitarios.

Los indecisos optan por estudiar lo que otros quieren, eligen lo mismo que sus amigos o evaden lo que creen les será difícil.

En México, siete de cada 10 jóvenes manifiestan dudas sobre la elección de su carrera profesional, y se estima que tres de cada 10 estudiantes cambian su licenciatura en su primer año de universidad, debido a una equivocada elección.

Así lo reveló Enrique Montero Clavel, jefe del departamento de Orientación Estudiantil de la Universidad de las Américas Puebla (UDLAP).

Expuso que las cifras anteriores demuestran que la orientación vocacional es una necesidad real y palpable en la República Mexicana. 

En conferencia de prensa, explicó que la orientación vocacional es un proceso que debe ofrecerse desde la secundaria, para que el estudiante tenga el tiempo suficiente para explorar, conocerse a sí mismo, informarse del abanico de carreras que existen y llevar a cabo una buena toma de decisión para su vida profesional.

"Un buen proceso de orientación vocacional permitirá que la persona descubra quién es, qué quiere, cuáles son sus gustos e intereses profesionales y sus habilidades, además de que tomará consciencia de la forma como decide o elige, ya que elegir una carrera es tomar una decisión", destacó.

En tanto, María Eugenia Munguía Osorio, directora de Programas Estudiantiles de la UDLAP dio a conocer que los principales errores que comenten los jóvenes que no saben qué carrera elegir son postergar la decisión, al esperar que se resuelva sola y así no asumir la responsabilidad de la misma o esperar que alguien les dé la respuesta correcta sin riesgo de equivocaciones.

Los indecisos también optan por estudiar la carrera que otros quieren, elegir la licenciatura que algunos de sus amigos escogen,  buscar una carrera que sea fácil y que no represente ninguna dificultad para ellos por miedo a los desafíos….” Fin de la cita textual.

El documento denominado: “La orientación vocacional y la modificación del criterio de pre elección de carrera técnica en alumnos de nivel medio superior del CBTA N° 1, en el norte de México”, publicado en Internet, refiere entre otras cosas, lo siguiente:

“……El problema de la elección vocacional, es una tarea que al estudiante le resulta difícil, ya que debe decidirse en plena crisis de su adolescencia, cuando vive cambios corporales, inseguridad, deseos de independencia, cambios continuos de intereses, etc., que van a complicar la decisión, ya que el sujeto está inmaduro no sólo vocacionalmente sino en el ámbito de toda su personalidad (2).

A pesar de todo, el joven debe decidir, intentando que la elección le permita alcanzar un nivel óptimo de satisfacción individual (autorrealización), de adaptación y de compromiso social. Numerosas teorías han intentado sistematizar los factores que inciden en la elección de la profesión y/o estudios, poniendo los determinantes totalmente fuera del control del individuo (teorías del azar), en el ambiente (teorías sociales), en el individuo (teorías psicológicas) o en la economía (teorías económicas) (2). Por lo que es importante, que la elección vocacional y/o profesional sea un proceso dinámico y continuo que se inicie en la infancia, se delimite en la adolescencia y se configure a lo largo de toda la madurez (14).

En la elección de la carrera debemos atender a las posibilidades reales del sujeto, pues tanto los padres como la sociedad presionan hacia profesiones y estudios para los que el adolescente puede no estar dotado, que no harán sino disminuir su autoestima y sumirlo en un sentimiento de fracaso, con la sensación de estar perdiendo el tiempo. Los jóvenes dejarán de esforzarse, viéndose incapacitados hasta para lo que pueden hacer. Otros padres subestiman a su hijo, impidiéndole hacer estudios para los que está capacitado y motivado. Entre ambas actitudes, el profesional u orientador debe evaluar las capacidades del joven, sus intereses, sus aptitudes, etc., atendiendo no sólo a lo que manifiesta querer y hacer (influencias externas), sino a móviles más profundos como sus motivaciones (2).

Los intereses vocacionales han sido definidos como: “Patrones de gustos, indiferencias y aversiones respecto a actividades relacionadas con carreras y ocupaciones”. La problemática de los intereses ha sido exhaustivamente examinada por los investigadores del comportamiento vocacional. Se estima que un conocimiento adecuado de esta dimensión de la motivación humana permite predecir el monto de satisfacción que una persona experimentará en el desempeño de una ocupación (2).

Los inventarios de intereses son, quizá, los instrumentos más populares en evaluación del comportamiento vocacional, según se desprende de encuestas realizadas en Estados Unidos, donde instrumentos como el Strong Campbell Interest Inventory son empleados por casi el 90 % de los orientadores. Los cuestionarios o inventarios de intereses han sido caracterizados como serie de ítems en los que se solicita a los individuos indicar sus preferencias vocacionales y que poseen un valor numérico que permite obtener una puntuación final que representa un perfil o pauta de intereses. Los inventarios de intereses más populares son las escalas de Holland, el Inventario de Strong-Campbell y el Registro de Preferencias Kuder (5).

Las aptitudes básicas a observar para la elección de estudios y/o profesión serían: El intelecto, para lo cual se considera que sólo una marcada debilidad mental o psíquica puede impedir llevar a cabo la mayor parte de aprendizajes profesionales o académicos. En el intelecto se incluyen la comprensión, la fluidez verbal, y las habilidades numérica, espacial y mecánica. Encontramos que la medición cognitiva es un aspecto clave para predecir éxito en ámbitos educacionales.

Otro elemento importante en la elección de carrera es el auto conocimiento, que le permite al adolescente tomar conciencia de la experiencia personal y de las propias potencialidades de una forma más realista, motivándolo a mejorar sus aptitudes y capacidades en la zona de interés. La motivación y los intereses también se relacionan en el proceso de elección de carrera, mientras que los motivos son los que impulsan la conducta y suelen ser inconscientes, teniendo su raíz en las necesidades de carácter emocional y dinámico (2). De acuerdo a lo anterior, se considera que una conducta depende de la orientación que le dé una estructura cognitiva sobre el espacio vital de la persona, de tal manera que estructurando su percepción a través de conexiones y diferenciaciones, logrará así su mayor orientación, en el caso contrario, la desorientación puede darse por falta de elementos preceptúales, por falta de conexiones precisas y significativas (14).

La Nacional Vocational Guidance Association, define la orientación profesional como el proceso de asistir a un individuo en la elección de una profesión o carrera; de prepararlo para ella, de hacerlo entrar en ella y de hacerlo progresar en ella (3). Por otra parte, la elección ocupacional es un proceso gradual que se va construyendo a lo largo de la vida o se valida a través de la experiencia histórica de un sujeto. Considerándose a la orientación vocacional como una tarea de suma importancia, ya que los jóvenes se enfrentan a una toma de decisiones, que debe ser la más adecuada, por lo que su objetivo es propiciar un proceso de elección en los alumnos desde su ingreso al nivel bachillerato de tal forma que integren los múltiples aspectos de su vida en torno a un proyecto personal–ocupacional (14)….” Fin de la cita textual.

En este orden de ideas, si acudimos a las principales leyes educativas de nuestro país, empezando por la Ley General de Educación, podremos comprobar con enorme tristeza que el concepto no existe, a pesar de la reforma educativa, a pesar de todo, simplemente no está contemplado, quedando la orientación vocacional al arbitrio y voluntad de las escuelas. Dejando a los alumnos sin el apoyo tan necesario ante un hecho decisivo en sus vidas, una decisión que puede afectar positiva o negativamente sus existencias por siempre y para siempre.

Esto sin tomar en cuenta la afectación financiera, moral y sicológica de los padres y tutores, en especial de aquellos que con grandes esfuerzos y sacrificios envían a sus hijos a la universidad.

En la Ley General de Educación, como en la del Estado de Coahuila, y de otras entidades federativas, el concepto no existe, y la palabra orientación sólo aparece en referencia a la orientación que se da a los padres y tutores para cumplir con sus deberes educativos en relación a sus hijos.

Consideramos necesario que las bondades y ventajas de la orientación vocacional sean incluidas en nuestra Ley Estatal de Educación, como parte de la formación que los alumnos de secundarias y bachillerato deben recibir, en aras de evitarles decisiones equivocadas o por las razones incorrectas, garantizándoles así un mejor futuro.

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO: Se recorre el contenido de la fracción VII, a la IX que se crea, del artículo 42 y se adiciona un nuevo contenido a la fracción VIII del mismo. Se adiciona un cuarto párrafo al artículo 50, y se modifica la fracción I del artículo 51 de la Ley Estatal de Educación, para quedar como sigue:
ARTICULO 42.-….

I.- a la VII.-……

VIII.- Apoyar al educando con talleres de orientación vocacional, implementados de modo sistemático, progresivo y permanente para que pueda escoger en el nivel superior la carrera o profesión que mejor se adapte a sus intereses, aptitudes y posibilidades de desarrollo.
 IX.- Fortalecer la conciencia histórica de identidad regional, estatal y nacional mediante el conocimiento y la práctica de la justicia, la democracia y la solidaridad.

……….

ARTICULO 50.-  Párrafos del primero al tercero……

…….

Además se implementaran talleres de orientación vocacional de forma permanente y progresiva para que el educando, llegado el momento, elija la carrera o profesión que sea más adecuada a su perfil, intereses y habilidades.

ARTICULO 51.-  …….

I.-
Desarrollar las habilidades necesarias para adquirir los conocimientos básicos de las ciencias, las humanidades, las tecnologías y para acceder a estudios superiores con  la orientación vocacional previa que le permita elegir la carrera profesional  que mejor le acomode a su perfil, gustos y talentos.

II.-…….

TRANSITORIO
Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.
Saltillo, Coahuila  de Zaragoza, a  09 de septiembre de 2015
A T E N T A M E N T E
“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
       DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

DIP. LARIZA MONTIEL LUIS



DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO







     COORDINADOR
H. Pleno del Congreso del 

Estado de Coahuila de Zaragoza.

El que suscribe, diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con el diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila, con fundamento en el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 159 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, ponemos a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la siguiente iniciativa de reforma al Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:
Exposición de Motivos

Uno de los mayores reclamos de la sociedad en los últimos procesos electorales tanto federales como locales, ha sido la transparencia y legitimidad de los mismos. 
De igual forma, las denuncias más sonadas durante un proceso electoral son la compra de votos por parte de personas que son afines a un partido político, así como el condicionar la entrega de los apoyos sociales a cambio de votar por un determinado candidato o partido.

El sufragio es considerado como la expresión política de la voluntad individual. Su existencia tiene por objeto la participación del ciudadano en la designación de los representantes del pueblo, de determinados funcionarios públicos, o la aprobación o rechazo de ciertos actos de gobierno.

En una democracia representativa como la nuestra, la existencia y vigencia del sistema electoral es una pieza fundamental, ya, que según lo manda la Constitución Nacional: "el pueblo no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes" (art. 2). Es en la elección de esos representantes por medio del voto de la ciudadanía, donde se encuentra uno de los elementos principales del sistema democrático. Se puede decir, que a través del ejercicio del derecho al voto, el ciudadano elige a sus representantes, escoge un programa político y reitera, confirma y actualiza su decisión de que la democracia debe ser la norma básica de gobierno.

Las características del voto son las de ser universal, libre, secreto, directo, personal e intransferible.

Es universal, porque todos los ciudadanos, hombres y mujeres mayores de 18 años que tengan un modo honesto de vivir, tienen derecho a votar en las elecciones federales.

Es libre, porque se ha de emitir de acuerdo con la preferencia que cada ciudadano tenga respecto de un partido político o de un candidato.

Es secreto, porque cada ciudadano tiene el derecho de votar sin ser observado cuando marque la boleta respectiva y la doble para depositarla en la urna correspondiente.

Es directo, porque la elección la hacen los ciudadanos sin intermediarios de ninguna especie.

Es personal, porque el elector debe emitir el voto por sí mismo y sin asesoramiento alguno.

Es intransferible, porque el elector no puede transmitir a otra persona su derecho a votar.

De igual forma, el voto no solo sirve para elegir autoridades, que es en definitiva su consecuencia visible e inmediata, sino también para sostener la democracia. El día de la elección cada votante está cumpliendo con una función pública constitucional.

A efecto de preservar estas decisiones políticas y jurídicas fundamentales, se requiere tipificar como delitos electorales aquellas conductas que atentan contra los principios rectores de la función electoral y específicamente contra las características que debe reunir el voto para su efectividad.

Como les comentaba anteriormente, las denuncias más sonadas durante un proceso electoral son la compra de votos, así como el condicionar la entrega de los apoyos sociales a cambio del votar por un determinado candidato.

Ante este tipo de denuncias muy recurrentes en cada elección, se hace necesario, que se modifique nuestra legislación penal en materia electoral, con el fin de que se sancione a aquellas personas que pretendan condicionar el voto personal a cambio de cualquier tipo de paga, dadiva, promesa de dinero u otra contraprestación, eso en una sociedad moderna no lo podemos permitir

Así mismo, la ciudadanía debe conocer de antemano que va existir algún tipo de sanción para aquellas personas que se sorprendan realizando ese tipo de actos; resultando altamente probable, que este factor pueda contribuir a inhibir la comisión de esa conducta ilícita.

Con la implantación de mecanismos en materia de justicia penal electoral como los que hoy se proponen, para frenar o disminuir el condicionamiento del voto, se está realizando implícitamente una intensa campaña y promoción de participación ciudadana activa en materia electoral; que tienda de forma importante al fomento de una verdadera cultura cívica; para que de esta manera la voluntad popular pueda ser expresada con carácter genuino y transparente.

De aprobarse las modificaciones que hoy se presentan, sin lugar a dudas se estará contribuyendo en gran medida en la inhibición de la comisión de delitos electorales, referentes al condicionamiento del voto.

Pues de modificarse el código penal como se solicita, se podría sancionar no solamente a quien condicione los votos de otras personas en cualquier proceso electoral, sino a quien pretenda condicionarlos para sí mismo o para otra persona o grupo de personas, a cambio de cualquier tipo de paga, dádiva, promesa de dinero u otra recompensa.

Así mismo, con esta reforma se abonaría a generar credibilidad en las instituciones encargadas de realizar los procesos electorales como aquellas que se encargan de sancionar las conductas ilegales en materia electoral.

En resumen, la reforma que hoy se propone tiene, como ya se ha expuesto, el objetivo ineludible de salvaguardar la libertad de emitir el voto por parte de los ciudadanos, sin que exista ningún tipo de coacción, eliminando con ello la impunidad de los actos contra el sufragio efectivo, y en consecuencia, lograr que la manifestación de la voluntad soberana de los gobernados sea real y efectivamente respetada.

Cabe hacer mención que en el año 2014, se reformó a nivel nacional la Ley General en materia de delitos electorales, quedando sancionada la compra de votos de una manera similar a la propuesta que hoy se está sometiendo a consideración de este órgano legislativo y que considero es importante quede tipificada en nuestro Código Penal Estatal, a fin de darle certeza y seguridad a los electores.

En virtud de todo lo antes expuesto, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

Iniciativa de Reforma al Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza.

La fracción IX del Artículo 265 Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza que textualmente dice:

ARTICULO 265. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS  DE AFECTACIÓN A LA CERTEZA DE LA ELECCIÓN. Se impondrá multa de veinte a ciento cincuenta veces el salario mínimo; o prisión de seis meses a tres años; a la persona que: 

I a VIII…..

IX. INDUCCIÓN AL SOBORNO DE VOTOS. Solicite votos por paga. 

Modificándose de la siguiente manera:

IX. INDUCCIÓN AL SOBORNO DE VOTOS. Solicite votos por paga, promesa de dinero u otra contraprestación, o bien mediante violencia o amenaza presione a otro a asistir a eventos proselitista, o a votar o abstenerse de votar por un candidato, partido político o coalición, durante la campaña electoral, el día de la jornada electoral o en los tres días previos a la misma.

Si la conducta especificada en el párrafo anterior es cometida por un integrante de un organismo de seguridad pública, se aumentará hasta un tercio de la pena prevista en el presente artículo.

De igual forma, se sancionará a quien amenace con suspender los beneficios de programas sociales, ya sea por no participar en eventos proselitistas, o bien, para la emisión del sufragio en favor de un candidato, partido político o coalición; o la abstención del ejercicio del derecho de voto o al compromiso de no votar a favor de un candidato, partido político o coalición;

X a XII….

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- Las presentes modificaciones al Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Saltillo, Coahuila a 09 de Septiembre de 2015

Atentamente

Dip. Leonel Contreras Pámanes

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

 “Manuel Muñoz Olivares”

del Partido Primero Coahuila.

Dip. Sergio Garza Castillo

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

 “Hilda Graciela de Pérez Arreola” del

Partido Unidad Democrática de Coahuila.
Fuente.-

http://www.ine.mx/documentos/DECEYEC/dogmatico_capv
http://www.diputados.gob.mx/cronica57/contenido/cont13/anali1.htm

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO  INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

La de la voz, Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 21 en su fracción IV y 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y  Soberano de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN II INCISO G) DEL ARTÍCULO  311 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

En atención a lo siguiente:

Exposición de motivos.

La Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en su artículo 5 reconoce la gran variedad de parentescos y pactos comunitarios en los que crecen los niños. En este sentido, el Comité especifica:

La institución básica de la sociedad para la supervivencia, protección y desarrollo del niño es la familia. 

El Comité de Derechos Humanos de la Naciones Unidas entiende que: El concepto familia puede diferir de un Estado a otro, y aun entre regiones dentro del mismo Estado, de manera que no es posible dar una definición uniforme del concepto, sin embargo todos llegan a una sola conclusión la familia debe procurar en todo momento el bienestar físico y mental de las y los niños, así como proveer las condiciones necesarias para suplir sus necesidades alimentarias entre otras.

La desigual distribución de responsabilidades es un hecho común cuando los padres se separan. Es frecuente que las madres se hagan cargo en su totalidad de la crianza y los padres pierdan el trato cotidiano con sus hijos, a lo que se suma un extendido incumplimiento de las obligaciones financieras de éstos para con sus hijos. 

Volviendo a la Convención Internacional sobre los Derechos de los Niños sus artículos 9  y 27  respectivamente se contiene la obligación de parte de los padres auxiliados por el Estado dentro de la esfera de sus facultades a velar por que los y las niñas al momento de enfrentar un caso de divorcio de sus padres y el mismo estado debe adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño así como definir que a los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño. 

De igual forma el Estado tiene la obligación de tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado como si viven en el extranjero. 

En este contexto, los Estados Parte, deberán tomar las medidas apropiadas para garantizar que los padres asuman la responsabilidad financiera sobre los niños. De modo, que el derecho a visitas y el aporte de una cuota alimentaria que cubra las necesidades básicas de los niños de padres separados, son derechos que le asisten a los niños contemplados en la Convención Internacional de los Derechos del Niño, ratificada en nuestro país.  

En este sentido, debemos proveer a nuestros niños y garantizar el ejercicio de este derecho. 

La estadística en el Estado de Coahuila, nos arroja cifras  entre 7 mil 658 y 8 mil 946 solicitudes de disolución de matrimonio al año.

Sin embargo es importante considerar que  dentro de la presentación de la demanda y el procedimiento en general, no todos llegan al termino de las pretensiones planteadas en un primer momento,  obtienen el divorcio,  y la mayoría de las personas consideran que el proceso termina ahí, pero no es así, pues si existe un conflicto de intereses en relación a los menores, se procede conforme a lo que la ley marca, hasta resolverlo,  pero… ¿Qué sucede, cuando los padres pierden el interés en el juicio  y  dan por terminado un proceso en el cual aún están pendientes los puntos que tiene que ver con los menores?, es aquí donde surge el problema,  ya que, dentro de la figura de Divorcio Incausado, se plantean medidas provisionales, a fin de salvaguardar los derechos de los menores de edad, nacidos dentro del matrimonio que se disuelve, también lo es que, dentro de las reglas de caducidad establecidas por el artículo 311, del Código Procesal  Civil, no existe salvedad para el divorcio dentro de la figura de caducidad de instancia, entendiéndose por esta, la institución jurídica por el cual un acto o el ejercicio de un derecho potestativo se sujeta a un plazo prefijado y de perentoria  observancia, que para el caso de no ser ejecutado determina la extinción del derecho, en el caso de Coahuila, la caducidad de instancia aplica una vez transcurridos 120 días sin  realizar una acción o diligencia tendiente a dar impulso procesal al juicio, y  las medidas provisionales decretadas en favor de los menores se extinguen , por lo que es pertinente realizar una modificación al articulado en cita a fin de salvaguardar la integridad de nuestras niñas y niños. 

Nuestra obligación como legisladores es proveer a los ciudadanos de normas que beneficien y protejan los derechos humanos,  pero en el caso concreto, ocuparnos de la integridad de nuestros niños y niñas,  tal y como se desprende de los Tratados Internacionales suscritos por nuestro Estado Mexicano, somos responsables de procurar medidas que garanticen los derechos de nuestros niños, realizando las modificaciones pertinentes a la legislación para tal efecto. 

Es por ello que solicito que se sumen a esta iniciativa que tiene por objeto garantizar que nuestras niñas y niños gocen y ejerzan sus derechos en plenitud, y en caso de divorcio de sus padres, tengan las medidas pertinentes que salvaguarden su integridad.

Es por ello que traigo a Ustedes esta: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA  LA FRACCIÓN II INCISO G) DEL ARTÍCULO  311 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL VIGENTE EN EL ESTADO. 
ARTICULO ÚNICO.- Se reforma la fracción II, inciso  g) del artículo  311 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Para quedar como sigue:

ARTÍCULO. 311.

Extinción de la instancia.

La instancia se extinguirá:

…

II. Por caducidad de la instancia.  En este caso se aplicarán las reglas siguientes:

…..

g) No tendrá lugar la declaración de caducidad en los juicios universales de concursos y sucesorios, pero si en los juicios con ellos relacionados que se tramiten independientemente, los que de ellos surjan o los que por ellos se motiven; tampoco tendrá lugar en los juicios de alimentos, en las medidas provisionales decretadas dentro de los juicios de divorcio incausado, tendientes a proteger a los menores,  y en los juicios seguidos ante los jueces letrados y de conciliación.

….. 

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su Publicación en el Periódico oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de

Zaragoza

 Saltillo, Coahuila a 8  de septiembre del 2015.

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN I Y SE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO A LA MISMA, DEL ARTÍCULO 124, DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTA EL DIPUTADO MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

El que suscribe, Diputado Melchor Sánchez de la Fuente, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma la fracción I y se adiciona un segundo párrafo a la misma, del Artículo 124, de la Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Tanto en las más pequeñas ciudades como en las grandes metrópolis del mundo la movilidad urbana constituye un gran reto. A lo largo de la República Mexicana, tanto en el norte como en el sur las ciudades están confrontadas a diversas problemáticas que deterioran los desplazamientos cotidianos de sus habitantes. 

No obstante, una de ellas es la consistente  en materia de movilidad  es una constante que se repite a los largo del país: ciudades, municipios, localidades que a pesar de poseer un nivel muy elevado de viajes en transporte público y un reducido índice de motorización (número de vehículos por habitantes), ven mermadas las condiciones de desplazamientos  de sus habitantes, las cuales se vuelven cada día  más caóticas en la más congestionada y contaminada ciudades, pero también en las más alejadas comunidades.

En nuestro país la problemática de la movilidad se vuelve cada día más compleja y esta relacionada con la mala calidad del transporte público, el alto nivel de congestionamiento en las grandes ciudades, contaminación, accidentalidad, falta de transporte en comunidades alejadas de las urbes, entre otras, lo cual se traduce en inversiones muy altas, tanto en tiempo como en dinero o en la pérdida de muchas vidas o en discapacidad para una parte significativa de la población. 

La excesiva inversión económica que realizan muchas personas lleva muy frecuentemente a sacrificar algunos gastos indispensables para las familias o una reducción de movilidad. Por una parte, los desplazamientos en transporte público, a pie, en bicicleta o en motocicleta que generan grandes beneficios a los individuos y a la colectividad, se encuentran en un franco descenso en la mayor parte de las ciudades. Por otra, los autos particulares nuevos y viejos están saturando cada vez más las ciudades, a través de sus vialidades en calles, carreteras y autopistas, ya sean locales o federales.

Ante este panorama muchos gobiernos están reaccionando y tratando de crear o mejorar formas alternativas de movilidad que se traduzca en economía de los habitantes tanto monetaria, como de temporalidad y eficiencia de sus recorridos.

Tomando en cuenta lo anterior, en las grandes metrópolis mundiales se ha tomado en cuenta el uso de un medio de transporte ágil, eficiente, menos dañino con el medio ambiente, económico que ha sido la solución a la movilidad de las grandes urbes, la motocicleta se ha convertido en la forma de transportación de muchos individuos que encontraron en ella un medio de transporte primario.

En el documento elaborado por el Banco de Desarrollo para América Latina, titulado “La motocicleta en América Latina: situación actual y recomendaciones para mitigar sus externalidades negativas”, arroja datos interesantes que nos permite visualizar a nivel mundial el contexto del incremento del uso de motocicletas, estableciendo lo siguiente:

· En París el uso de automóviles decreció un 24%, el de bus un 20%, mientras que el de motocicletas incrementó un 36% (2000-2007). 53% eran antes usuarios de transporte público

· Un motociclista en París se puede ahorrar 36 minutos por hacer su viaje en moto en vez de hacerlo en transporte público 

· En Taipéi, el 32% de la población viaja en motocicleta, el 30% usa transporte público, el 29% viaja en automóvil 

· La ciudad de Paris introdujo un esquema de subsidios para la compra de motocicletas eléctricas y está construyendo terminales para recargar gratis estos vehículos 

· La ciudad de Londres decidió no cobrar peaje a las motocicletas que ingresan al área metropolitana de tal modo que se aumenta su uso 

· En Brasil la motocicleta se incremento 14 veces entre 1990 y 2008

· En Sincelejo, Colombia, un 38% de nuevos compradores de moto utiliza la motocicleta como herramienta para aumentar sus ingresos –mensajería o taxi

Cada vez más la sociedad contemporánea está descubriendo y afrontando problemas más complejos con respecto a la movilidad. Las necesidades de moverse son cada día más grandes a pesar del mejoramiento e individualización de los sistemas de información, telecomunicación e informática. 

México no se ha mantenido al margen de los cambios mundiales en materia de movilidad y fue la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados Federal, que dio respuesta a una demanda justa por parte de los motociclistas que circulan en las carreteras y vías federales de nuestro país. La suma de esfuerzos de legisladores federales que propusieron la disminución del peaje al 50% de las motocicletas en las casetas de Caminos y Puentes Federales, dio como resultado que se publicará en el Diario Oficial de la Federación el 18 de mayo del 2012, el Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo a la fracción VIII del artículo 5o. de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, que a la letra dice lo siguiente:

Artículo Único.- Se adiciona un segundo párrafo a la fracción VIII del artículo 5o. de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, para quedar como sigue:

Artículo 5o.- ...

...

I. a VII. ...

VIII. Establecer las bases generales de regulación tarifaria.

Las motocicletas deberán pagar el 50 por ciento del peaje que paguen los automóviles…

Fueron los siguientes argumentos los que consolidaron el debate que permitió que en las comisiones dictaminadoras y posteriormente en el Pleno de la Cámara de Diputados y el Senado de la República se lograra la aprobación de tan importante reforma:

· Se destacó la importancia de que en los últimos años las autopistas y puentes de cuota han contribuido de forma considerable en el desarrollo económico del país, participando en el proceso de integración nacional. A partir de la década de 1990, en México se aceleró la construcción de infraestructura carretera considerada de altas especificaciones técnicas, mediante el otorgamiento de concesiones por parte del gobierno federal para la construcción, operación, explotación y conservación del sistema carretero.

· Se  señaló que la infraestructura carretera posibilita el traslado de las personas y mercancías, fomentando así el comercio y el turismo tanto nacional como internacional. En México el sistema carretero se encuentra conformado por autopistas operadas por Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos (Capufe), por el Fideicomiso de Apoyo para el Rescate de Autopistas (Farac) y por otros concesionarios.

· Se informó de los costos de mantenimiento y de modernización de las autopistas,y de la forma de asignación por el factor de daño que los vehículos ocasionan a la carpeta asfáltica de las autopistas. Sin embargo, aunque en la mayoría de los casos el desgaste de las carreteras es proporcional al número de ejes por la relación de éstos con el peso de los vehículos, este argumento no aplica para el caso de las motocicletas, pues éstas cuentan con 2 ejes al igual que los automóviles, camionetas pickups y vagonetas, en cuyo caso todos pagan una misma tarifa de peaje.

· Se destacó que desde 1996 la Asociación Mexicana de Motociclistas AC (AMMAC), apoyada por la Federación Mexicana de Motociclismo AC (FMM), presentaron ante la Secretaría de Comunicaciones y Transportes un estudio técnico en el que demostraban bajo una serie de argumentos, que las motocicletas desgastan proporcionalmente menos las carreteras, en comparación con los automóviles y las vagonetas y por lo tanto, el que las motos paguen el mismo peaje que los otros vehículos de 2 ejes, resulta injusto e inequitativo. El estudio citado concluyó que a pesar de que las motocicletas tienen el mismo número de ejes que los autos, pickups y vagonetas, éstas desgastan menos las autopistas, debido a que tienen un peso menor; porque el material de los neumáticos de las motos, al ser más blando, desgasta menos que los neumáticos del resto de los vehículos y porque el área de contacto entre la superficie de las carreteras y los neumáticos de las motos es menor que el área de éstas con los neumáticos de los automóviles o vagonetas. 

· Por último se demostró que era necesario considerar que las motocicletas circulan en dos ruedas, lo que reduce en 70 por ciento el área de contacto contra el pavimento, con un peso promedio de 300 kilogramos, mientras que el de un automóvil es de mil 500 kilogramos. Esto significa que la motocicleta provoca mucho menor deterioro a la carpeta asfáltica que cualquier otro medio de transporte y por sus dimensiones representa menores asentamientos de tránsito.

Si bien, la legislación federal ya contempla las reformas necesarias que ya están siendo implementadas en las carreteras federales en cuanto al pago de peaje, por parte de los motociclistas que circulan en ellas, hoy se vuelve necesario que a nivel local se tomen las consideraciones necesarias que permitan que los motociclistas que transitan en las carreteras o autopista de cuota estatales, reciban beneficios que les permitan circular sin un pago de peaje a fin de incentivar el uso de motocicletas como un medio de transporte primario, reducir las emisiones contaminantes, beneficiar a las familias que cuentan con este medio de transporte, fomentar el motociclismo-turístico en nuestra entidad y apoyar a quienes ven en este medio de transporte su fuente de trabajo.

El uso de motocicletas en una realidad en el país, la compra de este medio de transporte por lo mexicanos por muchos de los motivos ya comentados en el cuerpo de esta iniciativa va en incremento, se encontraran opiniones a favor y en contra de la motorización y tal vez más a favor del uso del transporte público y de bicicletas. Lo cierto es que ante la venta de 274,915 unidades ofertadas, tan solo en el primer semestre del 2014, en el mercado mexicano de motocicletas, con datos de la Asociación Mexicana de la Industria Automotriz, es una realidad que no podemos evadir y por el contrario tenemos que ver como una oportunidad de un beneficio mayor.

Con la propuesta que hoy presento ante el Honorable Congreso de Coahuila de Zaragoza,  pretendo dar pauta a la elaboración de políticas públicas en beneficio de un sector de la sociedad que ha encontrado en el uso de la motocicleta como medio de transporte, fuente de empleo, turismo y ahorro en la economía familiar. También se deberá implementar todas las acciones necesarias que permitan al motociclista ser beneficiario de seguridad vial y responsable de la seguridad de los demás.

Hoy presento esta propuesta que es una de las muchas necesarias para sensibilizar y fomentar una cultura de respeto hacia el motociclismo en México y del cual Coahuila de Zaragoza puede ser pionero, como lo ha sido ya en otros temas, que para muchas otros gobierno de otras entidades federativas no tiene la importancia requerida o no tienen la visión para ver el nicho de oportunidad. Por algo somos la Cuarta entidad con el mayor avance económico del país.

Por los argumentos antes vertidos, hago de la consideración del honorable cuerpo de legisladores en turno la propuesta de modificación de ley.

Por lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la Fracción I y se adiciona un segundo párrafo a la misma, del Artículo 124, de la Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:  

ARTÍCULO 124.- ….. 

…..

I.
Automóvil, pick up, panel con o sin remolque $ 90.00 (NOVENTA PESOS 00/100 M.N.)

Las motocicletas estarán exentas del pago de peaje.

II. a VI. …

….

ARTÍCULOS TRANSITORIOS
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor a los 90 días naturales siguientes a su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 7 de septiembre de 2015

Por el Grupo Parlamentario
“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”
Del Partido Revolucionario Institucional
Dip. Melchor Sánchez De La Fuente.
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE QUE SE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO A LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 124, DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO
DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 
Iniciativa que presenta el diputado  Jesús de León Tello conjuntamente con los diputados   integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para  modificar el   contenido del artículo 16; así como la fracción X del artículo 21 y la fracción IV del artículo 28; y modificar también el contenido de los artículos 73, 75 y 76 de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, en base a la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:
En ocasión de la presentación de una proposición con punto de acuerdo presentada ante esta Tribuna en fecha 04 de marzo del presente año, referente a la constitucionalidad de las tarifas de agua de ciertos municipios, consideramos oportuno citar algunos de los enunciados de aquella exposición de motivos por su muy directa relación con el objeto de la presente iniciativa:

“….

Son varios los municipios: Allende, Arteaga, Cuatro Ciénegas, General Cepeda, Frontera y otros, que en los textos de sus leyes de Ingresos para el año 2015 contienen fórmulas para el cobro de las tarifas de agua que más que fijar criterios ciertos, progresivos y proporcionales, se limitan a redacciones escuetas que dicen que serán los organismos de agua los encargados de fijar las mismas. Sin establecer bases, porcentajes y progresividad en el cobro, ni otros elementos que cumplan con los extremos  y principios del artículo 31 fracción IV de la Constitución General.

Por citar ejemplos, mencionamos los siguientes:

Ley de Ingresos de Arteaga:

ARTÍCULO 12.- Es objeto de este derecho la prestación de los servicios de agua potable y alcantarillado a los habitantes del Municipio, en los términos de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Los servicios de saneamiento y sus tarifas de normatividad, se cobrarán con lo dispuesto en la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, y/o a los establecidos en la modificación al acuerdo por el que se aprueban por el Consejo Directivo del Organismo Público Descentralizado “Comisión Estatal de Agua y Saneamiento de Coahuila”, las tarifas de normatividad actualizada de las descargas residuales a los sistemas de alcantarillados en la entidad generada por establecimientos.

Ley de Ingresos de General Cepeda:

ARTÍCULO 10.- Es objeto de este derecho la prestación de los servicios de agua potable y alcantarillado a los habitantes del Municipio, en los términos de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Los servicios de saneamiento  y sus tarifas  de normatividad se cobraran conforme a lo dispuesto en la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza y a los acuerdos que se aprueben por el Consejo Directivo del Organismo Público Descentralizado “Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de General Cepeda, Coahuila de Zaragoza”.

Este tipo de redacciones  no cumplen con el principio de anualidad en las leyes fiscales, ni con el principio de legalidad fiscal, toda vez que en lugar de plasmarse una base progresiva, proporcional, clara y equitativa para cobrar por los servicios de agua potable, el legislador dejó todo a la discrecionalidad y criterio de los organismos del agua.
Ilustran y robustecen lo antes señalado, los siguientes criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

………

Novena Época; Registro: 185843;  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
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AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO. LOS ARTÍCULOS 72, 73, 74 Y 75 DE LA LEY RESPECTIVA, VIOLAN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TAMAULIPAS).
Los referidos artículos otorgan facultades a los organismos operadores para establecer las tarifas correspondientes a los servicios públicos administrativos a su cargo, con base en los estudios socioeconómicos que realicen y con apoyo, además, en un estudio tarifario, para el cual deben ponderar los siguientes aspectos: a) los costos de operación, administración y conservación, b) el pago de pasivos, c) la constitución de un fondo de reserva para ampliaciones y mejoramiento de los sistemas, d) los demás gastos inherentes a la prestación de los servicios, y e) todo ello, en función del desarrollo urbano, turístico o industrial de los centros de población; sin embargo, la mencionada ley no precisa la naturaleza y límites de los conceptos que deben tomarse en consideración para fijar las tarifas, ni los lineamientos para la elaboración del estudio socioeconómico o la influencia que éste puede ejercer en la determinación de las cargas fiscales y, por tanto, infringen la garantía de legalidad tributaria prevista en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto que dejan al arbitrio de la autoridad administrativa la determinación de uno de los elementos del tributo, como lo es la tarifa o cuota del servicio público prestado, lo que permite la arbitrariedad en el cobro de la contribución de mérito y, al mismo tiempo, produce incertidumbre en los gobernados de los factores que inciden en sus obligaciones tributarias.
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AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO. LOS ARTÍCULOS 72, 73, 74 Y 75 DE LA LEY RESPECTIVA, VIOLAN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TAMAULIPAS).
Los referidos artículos otorgan facultades a los organismos operadores para establecer las tarifas correspondientes a los servicios públicos administrativos a su cargo, con base en los estudios socioeconómicos que realicen y con apoyo, además, en un estudio tarifario, para el cual deben ponderar los siguientes aspectos: a) los costos de operación, administración y conservación, b) el pago de pasivos, c) la constitución de un fondo de reserva para ampliaciones y mejoramiento de los sistemas, d) los demás gastos inherentes a la prestación de los servicios, y e) todo ello, en función del desarrollo urbano, turístico o industrial de los centros de población; sin embargo, la mencionada ley no precisa la naturaleza y límites de los conceptos que deben tomarse en consideración para fijar las tarifas, ni los lineamientos para la elaboración del estudio socioeconómico o la influencia que éste puede ejercer en la determinación de las cargas fiscales y, por tanto, infringen la garantía de legalidad tributaria prevista en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto que dejan al arbitrio de la autoridad administrativa la determinación de uno de los elementos del tributo, como lo es la tarifa o cuota del servicio público prestado, lo que permite la arbitrariedad en el cobro de la contribución de mérito y, al mismo tiempo, produce incertidumbre en los gobernados de los factores que inciden en sus obligaciones tributarias….”
Es el caso, que tenemos información de que diversos municipios de la entidad quieren o van a repetir esta fórmula en sus respectivos proyectos de leyes de ingresos para el ejercicio fiscal 2016, es decir, a dejar que sean los organismos del agua los encargados de fijar las tarifas y además, ha iniciado ya el ejercicio fiscal, lo que atenta con el principio de anualidad en las leyes fiscales.
Como legisladores todos sabemos que lo que le da certeza y seguridad jurídica a los gobernados en materia tributaria es saber qué impuestos, derechos y contribuciones pagarán durante un año completo, y de ninguna manera pueden ser sorprendidos con impuestos o derechos repentinos e innovadores a medio ejercicio fiscal, pues esto rompe con todos los principios y bases de la fracción IV del Artículo 31 Constitucional, incluyendo la legalidad tributaria, la certeza en materia fiscal y la anualidad en el establecimiento y pago de los tributos.

En este orden de ideas, la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila, establece:

ARTÍCULO 16.- La construcción, rehabilitación, ampliación, administración, operación, conservación y mantenimiento de los sistemas de agua potable, agua desalada, drenaje, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales y reuso; así como la fijación y el cobro de las tarifas correspondientes en cada municipio, estarán a cargo de los organismos públicos descentralizados de los Municipios del Estado, los cuales tendrán personalidad jurídica y patrimonio propios, y se denominarán "Sistemas Municipales de Aguas y Saneamiento".  

ARTÍCULO 21.- Para el cumplimiento de su objeto, los Sistemas Municipales de Aguas y Saneamiento, tendrán las siguientes atribuciones: 

………

X.- 
Revisar y establecer modificaciones a las tarifas de consumo de agua potable, drenaje y alcantarillado.
ARTÍCULO 28.- El Consejo Directivo tendrá las facultades y obligaciones que le asigne el decreto constitutivo, pero en ningún caso dejará de tener las siguientes: 

……

IV.-
Estudiar y aprobar, en su caso, los proyectos de tarifas por concepto de los servicios prestados por el Sistema, así como sus modificaciones.
ARTÍCULO 73.- Los servicios de agua potable, drenaje y alcantarillado se cobrarán a los usuarios con base en las cuotas o tarifas que fije el organismo correspondiente, las que deberán ser progresivamente diferenciales de acuerdo con el consumo efectuado y adecuadas al uso que se hubiere autorizado, favoreciendo los consumos más bajos a efecto de estimular el ahorro del agua. 
ARTÍCULO 75.- Las cuotas o tarifas se fijarán de conformidad a lo dispuesto en los artículos 16 y 22 de esta ley y con base en los estudios económicos, que formularán anualmente los organismos operadores, pudiendo apoyarse en su caso en empresas especializadas, en los que deberán considerarse el costo global de las obras e instalaciones necesarias para la prestación de los servicios, su mantenimiento, el mejoramiento y ampliación de los sistemas, las condiciones socio-económicas de la población, así como el volumen de agua que se consuma, el uso a que se destine y la estimación de los recursos hidráulicos potenciales y disponibles.
ARTÍCULO 76.- Determinadas las tarifas respectivas, se publicarán para su vigencia y obligatoriedad en las Gacetas Municipales, páginas de Internet de los municipios y de los organismos operadores, y a falta de éstas, en lugar visible de las oficinas del Palacio Municipal y en las que ocupen los organismos operadores. El área de cultura del agua, como parte de sus funciones, dará a conocer también dichas tarifas. 
Atentos a lo señalado, no podemos permitir, como lo dice la Suprema Corte, que sean las autoridades administrativas quienes se arroguen facultades para la creación de impuestos y derechos que son propias de los municipios representados en sus cabildos, y que deben ser aprobadas por el Poder Legislativo vía las leyes de ingresos respectivas, y que además, son discrecionales, fuera de tiempos fiscales oportunos y fuera de las leyes de ingresos aplicables.
En este orden de ideas, proponemos la modificación y adecuación de todos los artículos de la Ley de Aguas de nuestra entidad que ya hemos citado en párrafos anteriores.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esta H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto
ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el contenido del artículo 16, así como la fracción X del artículo 21 y la fracción IV del artículo 28; y se  modifica también el contenido de los artículos 73, 75 y 76 de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:
ARTÍCULO 16.- La construcción, rehabilitación, ampliación, administración, operación, conservación y mantenimiento de los sistemas de agua potable, agua desalada, drenaje, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales y reuso; así como el cobro de las tarifas correspondientes en cada municipio, estarán a cargo de los organismos públicos descentralizados de los Municipios del Estado, los cuales tendrán personalidad jurídica y patrimonio propios, y se denominarán "Sistemas Municipales de Aguas y Saneamiento".  …….

ARTÍCULO 21.-  

I.- a la IX.- ……

X.- 
Revisar y proponer a los cabildos las modificaciones a las tarifas de consumo de agua potable, drenaje y alcantarillado para que sean incluidas en las leyes de ingresos  correspondientes al ejercicio fiscal  siguiente;

XI.-…….

ARTÍCULO 28.-  …….

I.- a la III.-……

IV.-
Estudiar y aprobar los proyectos de tarifas por concepto de los servicios prestados por el Sistema, así como sus modificaciones, para turnarlas al cabildo respectivo para su análisis, discusión, y en su caso, aprobación o modificación y posterior inclusión en la ley de ingresos del ejercicio fiscal siguiente;

V.-……

ARTÍCULO 73.- Los servicios de agua potable, drenaje y alcantarillado se cobrarán a los usuarios con base en las cuotas o tarifas que fije  el municipio correspondiente, las que deberán ser progresivamente diferenciales de acuerdo con el consumo efectuado y adecuadas al uso que se hubiere autorizado, favoreciendo los consumos más bajos a efecto de estimular el ahorro del agua……
ARTÍCULO 75.- Las cuotas o tarifas se fijarán de conformidad a lo dispuesto en los artículos 6, fracción III, 21, fracción X,  22, fracción II, 73, 75 y 76 de esta ley y con base en los estudios económicos, que formularán anualmente los organismos operadores, pudiendo apoyarse en su caso en empresas especializadas, en los que deberán considerarse el costo global de las obras e instalaciones necesarias para la prestación de los servicios, su mantenimiento, el mejoramiento y ampliación de los sistemas, las condiciones socio-económicas de la población, así como el volumen de agua que se consuma, el uso a que se destine y la estimación de los recursos hidráulicos potenciales y disponibles, debiendo observar los principios de proporcionalidad, legalidad y equidad tributaria de acuerdo a lo dispuesto por la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  turnando al cabildo o cabildos de los municipios a los que pertenecen las propuestas correspondientes para su aprobación o modificación  anual.
ARTÍCULO 76.- Establecidas por parte de los cabildos las tarifas,   y aprobadas por el Congreso del Estado de acuerdo a lo plasmado en la ley de ingresos de cada municipio, se publicarán para conocimiento de los usuarios en las oficinas de los organismos operadores y de las presidencias municipales, en los sitios de Internet de ambos y en la gaceta municipal respectiva……
TRANSITORIOS
PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
SALTILLO, COAHUILA A 09 DEL MES DE SEPTRIEMBRE DE 2015

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA 

Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO



DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS

DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto por el cual se modifican y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de Contabilidad Gubernamental, planteada por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública,  les fue turnado el expediente, conteniendo diversos oficios mediante los cuales el Oficial Mayor del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, hizo del conocimiento de los 38 Presidentes Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante oficio de fecha 28 de agosto del año en curso Proyecto de Decreto  por el cual se modifican y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de Contabilidad Gubernamental; a fin de cumplir con lo dispuesto por los artículos 196, fracción VI, y 197 del referido ordenamiento y en los artículos 159 y 160 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

En esa tesitura, es pertinente mencionar que se comunicó a los 38 Ayuntamientos del Estado sobre la reforma en comento, a fin de dar cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 196, fracción IV, y 197 de la Constitución Política del Estado y en los artículos 159 y 160 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado; recibiéndose la opinión de los Ayuntamientos de Abasolo, Arteaga, Candela, Castaños, Escobedo, Francisco I. Madero,  General Cepeda, Guerrero, Jiménez, Juárez, Lamadrid, Matamoros, Muzquiz, Nava, Ocampo,  Piedras Negras, Progreso, Sacramento, San Buenaventura, San Juan de Sabinas, San Pedro, Torreón y Viesca, quienes emitieron su voto a favor de la reforma dentro de dicho plazo. Consecuentemente atendiendo a lo dispuesto por el artículo 196 fracción V de la Constitución Local, debe procederse a la declaración del Congreso con el sentir  afirmativo de la mayoría absoluta de los Ayuntamientos.
SEGUNDO.- Que dichos oficios fueron turnados a estas comisiones Dictaminadoras, para que emitieran el dictamen respecto a la declaratoria de aprobación de la citada reforma, analizado el expediente de referencia y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que el texto del artículo 196 de la Constitución Política local, que da el sustento al procedimiento de reforma constitucional, es del tenor literal siguiente:

“Artículo 196. La Ley Suprema Coahuilense puede ser adicionada o reformada por el Congreso del Estado. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte del bloque de la constitucionalidad local, deben observarse los requisitos siguientes:

       I. Iniciativa suscrita por el Gobernador o por uno o varios Diputados, a la que se le darán dos lecturas con un intervalo de diez días.

II. Dictamen de la Comisión respectiva al que se darán dos lecturas con un intervalo de seis días.

III. Discusión del  dictamen y aprobación del mismo, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes.

IV. Publicación del expediente por la prensa.

V. Que la adición o reforma sea aprobada por la mayoría  absoluta de los ayuntamientos del Estado.

VI. Discusión del nuevo dictamen, que se formará con vista del sentir de los ayuntamientos, la Comisión que conoció de la iniciativa, pronunciándose en sentido afirmativo o negativo, según el sentir de la mayoría absoluta de los respectivos ayuntamientos.

VII. Declaración del Congreso, con vista y discusión del dictamen de la comisión.”
SEGUNDO.-Que en la sesión celebrada el día 20 de agosto del 2015, el Pleno del Congreso aprobó la reforma  para modificar diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza en materia de Contabilidad Gubernamental, al tenor literal siguiente:          
DICTAMEN

ARTÍCULO ÚNICO. Se modifican los artículos 67 en la fracción XXXIII y la fracción XXIX del 82; se adiciona la fracción XXX al 82, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 67. …

I a XXXII…

XXXIII. Examinar, discutir y aprobar anualmente la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Estado, los cuales deben estar armonizados con la Ley General de Contabilidad Gubernamental, discutiendo primero los ingresos que deben decretarse para cubrir el ejercicio presupuestal, tomando en cuenta, entre otros elementos, los informes de la entidad de fiscalización superior.

…

…

…

…

XXXIV a LI…

Artículo 82. Son facultades del Gobernador:

I a XXVIII…

XXIX. Emitir lineamientos y normatividad aplicable a la contabilidad gubernamental.

XXX. Las demás que expresamente le concedan las Leyes.

TRANSITORIOS

PRIMERO. La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez,  Dip. Sonia Villarreal Pérez (Coordinadora), Dip, Antonio Nerio Maltos (Secretario), Dip. Lariza Montiel Luis, Dip. Martha Carolina Morales Iribarren, Dip. Sergio Garza Castillo.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 07 de septiembre de 2015.

POR LA COMISION DE GOBERNACIÓN, PUNTOS COSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA


	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCION
	SI
	CUALES 

	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)
	
	
	
	
	

	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA
	
	
	
	
	

	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER
	
	
	
	
	

	DIP. JESUS DE LEON TELLO
	
	
	
	
	

	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ
	
	
	
	
	


POR LA COMISION DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA
	NOMBRE Y FIRMA


	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCION
	SI
	CUALES 

	DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ 

(COORDINADORA)
	
	
	
	
	

	DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

(SECRETARIO)
	
	
	
	
	

	DIP. LARIZA MONTIEL LUIS
	
	
	
	
	

	DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN 
	
	
	
	
	

	DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
	
	
	
	
	

	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO
	
	
	
	
	


DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de decreto para modificar el segundo párrafo al Art. 1º y adicionar dos párrafos a la fracción III del Art. 19 de la Ley de Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Dip. Jesús de León Tello del grupo parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazabal” del partido Acción Nacional; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que con fecha 13 de mayo del presente año, se acordó en la sesión celebrada por el Pleno del Congreso se turnara a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa con proyecto de decreto para modificar el segundo párrafo al Art. 1º y adicionar dos párrafos a la fracción III del Art. 19 de la Ley de Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Dip. Jesús de León Tello; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 120 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de decreto para modificar el segundo párrafo al Art. 1º y adicionar dos párrafos a la fracción III del Art. 19 de la Ley de Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Dip. Jesús de León Tello, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La Ley de Justicia Constitucional Local de la entidad desarrolla y regula de forma principal dos recursos constitucionales que son de todos conocidos: la  Controversia Constitucional y la Acción de Inconstitucionalidad. Para conocer y resolver estos medios de defensa está el Tribunal Constitucional, conformado por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

En forma abreviada y de acuerdo al texto normativo en cita, las controversias constitucionales tienen por finalidad dirimir los conflictos entre los poderes del estado, entre éstos y los ayuntamientos; así como los suscitados entre organismos públicos autónomos, paraestatales, paramunicipales y descentralizados; o entre cualquiera de todos los entes ya mencionados por invasión (de unos a otros) de sus respectivas esferas de competencia y atribuciones.

La acción de inconstitucionalidad tiene por objeto plantear y dirimir la contradicción entre una norma y la Constitución Política del Estado en atención al Principio de Supremacía Constitucional.

Si bien para ambos recursos hay un procedimiento que el Tribunal Constitucional debe seguir minuciosamente y que derivaría en una sentencia emitida en cierto tiempo, la verdad es que el Tribunal suele exceder por mucho cualquier plazo que se estime pronto  o razonable para resolver, especialmente con las acciones de inconstitucionalidad; y sobre todo, cuando versan sobre combatir leyes o reformas locales que son evidentemente inconstitucionales. Existen casos documentados de acciones de inconstitucionalidad que se “resolvieron” hasta varios años después de presentada la demanda original. El objetivo es simple y evidente: no resolver para que el afectado no pueda acudir a una segunda instancia federal, donde, probablemente, y, en muchos casos, le asistiría la razón, y la justicia de la unión le ampararía y protegería.

El artículo 17 Constitucional establece que todos en México tenemos derecho a recibir de parte de los tribunales justicia pronta y expedita, y, el legislador, debe cuidar que dicha condición quede plasmada en las leyes cuando se trata de impartición de justicia y resolución de recursos legales (administrativos y judiciales). De ese modo, las autoridades no sólo cumplirán con esta garantía constitucional por esta considerada en nuestra Carta Magna; además se verán obligadas a cumplir con la norma secundaria que les imponga un plazo cierto y evidente para concluir con un proceso legal determinado según cada ordenamiento.

La siguiente tesis de la Corte, del año 2011, establece de modo claro los derechos del ciudadano en este rubro:

Novena Época

Registro: 162163

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXXIII, Mayo de 2011

Materia(s): Constitucional

Tesis: XXXI.4 K

Página:  1105

DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. SE RESPETA EN LA MEDIDA EN QUE SE ATIENDEN LOS ASPECTOS FORMAL Y MATERIAL EN QUE SE MANIFIESTA.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 42/2007, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, abril de 2007, página 124, de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES.",  definió la garantía a la tutela como "... el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión ...". Por otra parte, el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José, Costa Rica 1969), relativo a la protección judicial, señala que "toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido. ... que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención.", asimismo, establece el compromiso de los Estados Partes a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga el recurso; a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso. De lo anterior se advierte que el Estado Mexicano ha reconocido el acceso a la justicia como un derecho fundamental; sin embargo, para que éste realmente se concrete en la esfera jurídica de los gobernados, es necesario precisar que se manifiesta en dos aspectos complementarios: uno formal y otro material. El aspecto formal del acceso a la justicia se refiere a la obligación de las autoridades de dar respuesta de manera pronta, completa, imparcial y gratuita a las solicitudes de los particulares (partes en un procedimiento) respetando las formalidades del procedimiento......

En este orden de ideas, ninguna autoridad puede ni debe negarle al ciudadano o a la persona moral privada o pública, el derecho de acceder a procesos que sean resueltos en tiempo razonable y le permitan seguir adelante con sus medios de defensa hasta agotar la última instancia que las leyes le permitan. Como legisladores nos toca hacer la parte que nos corresponde, subsanando  y corrigiendo desde el ámbito legislativo esta clase de vacíos o lagunas, cuando son “aprovechadas” por las autoridades para obstaculizar la garantía de acceso a justicia pronta y expedita a las personas.
TERCERO.- Efectivamente como señala el ponente, la Ley de Justicia Constitucional Local regula los recursos constitucionales como los son la controversia constitucional y la acción de inconstitucionalidad, y corresponde resolver estos medios de defensa al Tribunal Constitucional.

En esta materia, Coahuila junto con los Estados de Campeche, Chiapas, Chihuahua, Colima, Durango, Estado de México, Guanajuato, son los Estados que van a la vanguardia en la materia de Justicia Constitucional.

Por lo que quienes aquí dictaminamos, los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y justicia, consideramos procedente la reforma al Art. 1º y el Art. 19 de la Ley de Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahuila de Zaragoza, con la finalidad de establecer un plazo para la resolución de las acciones de inconstitucionalidad y evitar con ello que se retarden sin motivo alguno las resoluciones sobre estas acciones en el Estado.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO: SE MODIFICA EL SEGUNDO PARRAFO DEL ARTÍCULO 1º Y SE ADICIONAN DOS PARRAFOS A LA FRACCIÓN III DEL ARTICULO 19 DE LA LEY DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; PARA QUEDAR COMO SIGUE:

Artículo 1…….
Su objeto es dirimir de manera definitiva, pronta e inatacable los conflictos constitucionales que surjan dentro del ámbito interno de la entidad, conforme al artículo 158 de su Constitución y esta Ley, sin perjuicio de lo previsto en los artículos 41, 99, 103, 105 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

…………….

Artículo 19.  …………….

I a la II….

III……..

Las acciones de inconstitucionalidad y las controversias constitucionales serán resueltas en un plazo máximo de seis meses contados a partir del día siguiente a la fecha de recepción de la demanda original.

El Tribunal Constitucional, de oficio, analizará los recursos señalados en el párrafo anterior que, por sus características, deban resolverse con urgencia y en breve tiempo a fin de evitar la consumación de actos irremediablemente consumados en perjuicio de las partes o generarles daños de imposible reparación.

……………

T R A N S I T O R I O S

Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Segundo.-  Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 01 de septiembre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a una Iniciativa de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, y el Consejero Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, Jesús Homero Flores Mier.

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, el día 19 de agosto del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, la referida Iniciativa de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, y el Consejero Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, Jesús Homero Flores Mier..

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, por conducto de la Oficialía Mayor del Congreso, la citada Iniciativa de Decreto se turnó a esta Comisión Legislativa, para efectos de estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los Artículos 82, 83 111, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa en la siguiente:
E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

“El 7 de febrero de 2014, entró en vigor la reforma a la Constitución Federal, principalmente del artículo 6 apartado A, denominada “Reforma en Materia de Transparencia”, misma que  representó un progreso en la unificación y homologación nacional de criterios, principios y bases en materia de derecho a la información, transparencia y acceso a la información, de protección de datos personales y archivos.

A partir de dicha fecha, el derecho a la información ha sido uno de los temas más destacados, se ha impulsado la inclusión de nuevos sujetos obligados a transparentar en todo el país, se incluyó a sindicatos, partidos políticos y en general a toda persona que realice actos de autoridad, entre muchos otros avances significativos.

Es para resaltar, no obstante este gran paso que se dio en México, que en Coahuila la legislación que se encontraba vigente en ese momento ya incluía muchas de las nuevas figuras jurídicas y sujetos obligados que se insertaban en el marco normativo por primera vez en la Constitución Federal. Pero el impulso que permitió que Coahuila tuviera en ese momento un marco que ya cumplía con las expectativas y determinaciones, ahora nacionales, es el mismo que llevó al Ejecutivo del Estado y al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, a centrarse en conquistar las nuevas fronteras que la evolución del derecho a la información exigía por sí mismo.

En un proceso ejemplar, el Ejecutivo del Estado, el ICAI y diversas organizaciones especializadas en la materia, presentaron en mayo del 2014, una nueva ley de transparencia, un ordenamiento que no sólo perseguía cumplir con la reforma constitucional que se había aprobado, también buscaba consolidar las características evolutivas y trascendentes del derecho a la información, impulsando aún más el tema en todo el país, hecho que ocurrió y que no sólo permeó en el territorio nacional, dicha iniciativa, que a la postre se transformó en el marco normativo vigente en el Estado, trascendió fronteras y pronto se estaba hablando de ella en diferentes partes del mundo.

Este marco normativo de avanzada, como lo calificaron diferentes organizaciones y representantes de los sectores públicos y privados, sirvió como derrotero en muchos de los supuestos jurídicos que enmarcan la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, legislación secundaria y reglamentaria de la señalada reforma en materia de transparencia, es el marco dentro del cual todos los Estados y el Distrito Federal nos debemos de regir. Por ello, y a pesar de que los ajustes y acondicionamientos son mínimos por el mayor grado de detalle que tiene la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, es preciso acondicionar términos y algunas determinaciones que permitirán a las personas ejercer el derecho a la información en igualdad de circunstancias en todo el país.

El trabajo de adecuación se centró en acondicionar aquellos detalles en los que la Ley General determina un mecanismo diferente dentro de los procedimientos de acceso a la información, y en homologar terminología jurídica y legal que en la práctica del derecho a la información se necesitaba, sin dejar pasar la oportunidad de seguir innovando en algunos aspectos. Es por ello, que por claridad es pertinente señalar los ajustes que forman parte de esta iniciativa.

CONTENIDO DE LA INCIATIVA

Se realizaron modificaciones a la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, de entre las cuales destacan, la inclusión de la Ley General como concepto y en su marco referencial de cumplimiento e interpretación para el ejercicio de los derechos que regula la Ley de Acceso a la Información en el Estado. Asimismo, a pesar de ser modificaciones en la técnica legislativa, se adicionaron otros conceptos, de entre los cuales se definió “Persona que realiza actos de autoridad”.
Este concepto se hace de vital referencia en el nuevo marco normativo, debido a que son sujetos obligados todas las personas que realicen actos de autoridad, sin embargo no existía en la ley la claridad que se requería. Como base para el concepto se acudió a la determinación que hace la Ley de Amparo, misma que es un instrumento legal que por su naturaleza es mecanismo protector de derechos humanos y control constitucional. Por ello, y entendiendo que el derecho a la información y la protección de los datos personales son derecho humanos, es que se acudió a la definición legal que dicho ordenamiento facilita.

En la propuesta de reforma, el artículo 8 determina que es una de las obligaciones de los sujetos obligados conformar lo que se denomina como “Comité de Transparencia”, órgano que establece la Ley General. Este comité no es nuevo para la ley en el Estado, en Coahuila existía ya un “Comité Interno de Revisión” con facultades muy similares a las que se otorga al Comité de Transparencia, pero es preciso unificar términos y funciones, con el objeto de garantizar claridad y certeza jurídica a toda persona en cualquier parte del país.

Bajo la misma premisa, se prevé que en los sitios electrónicos de los sujetos obligados, se cuente con un vínculo a los sistemas que integran la Plataforma Nacional y a la Plataforma Estatal de información pública de oficio. La Plataforma Nacional, constituida por la Ley General, contendrá la información relativa a las obligaciones de transparencia, sin embargo, como en la ley del Estado se considera más información, también se deberá de tener un enlace con la plataforma estatal que a la fecha cuenta con la información pública que se debe de difundir por ley. Esta obligación permite a las personas, estar en contacto con las obligaciones generales y distinguir las particularidades de la legislación estatal.

En cada uno de los artículos que precisa la información pública de oficio de acuerdo a los distintos sujetos obligados, se agregó al primer párrafo, la referencia exacta de que se deberá de difundir, además de la información ya establecida en los artículos correspondientes, las obligaciones de transparencia a que refiere la Ley General, con el objeto de incrementar el contenido de la información que se puede localizar en las distintas plataformas, sin eliminar información de la Plataforma Estatal que pueda contener la nacional, a fin de facilitar a las personas la búsqueda en los sitios de su elección.

Una de las fracciones que tuvo modificaciones de forma importante, impulsando la transparencia parlamentaria
, es la fracción I del artículo 26. Si bien ya se contaba con la obligación de difundir cierta información por Diputado, se incluyen ahora datos nuevos y en un formato que se define como ficha técnica, facilitando la relación de información, principio fundamental de un gobierno abierto, que impulsa la participación ciudadana. En este mismo artículo, pero en su fracción IX se incluyó ahora a los centros de estudio como parte de los órganos internos que deben de informar cuánto dinero se les entrega para su funcionamiento, y así poder determinar los logros y beneficios de su trabajo, en materia legislativa y todas aquéllas que formen parte de sus investigaciones. La importancia radica en la transformación o evolución de un Congreso transparente, a un Congreso que se rige por los principios de un Parlamento Abierto
.

Los partidos políticos y las agrupaciones políticas en el Estado ya son desde hace mucho tiempo sujetos obligados de la ley, en la normatividad vigente poseen sus propias obligaciones de transparencia, sin embargo, en el ámbito nacional no se consideraba a estas instituciones como entes obligados a informar. La inclusión de estos órganos de interés para todas las personas, es un logro en el país del que Coahuila fue pionero desde hace ya varios años. No obstante, se precisa reformar el artículo 35 que regula las obligaciones de transparencia de los partidos políticos, para unificar la información que se difunde en todo el territorio nacional, considerando que existen agrupaciones con presencia nacional y otros sólo con participación en los Estados. Sin embargo, hay que señalar que existen obligaciones que la Ley General no considera, por lo que la Ley de Acceso en el Estado se debe de adaptar a la nueva cultura nacional, pero sin perder el grado de apertura que se ha conseguido en Coahuila.

Las leyes en general se han ido adaptando a los tiempos en que vivimos, precisando cada vez más los supuestos jurídicos evitando las interpretaciones abiertas, las que algunas veces se hacen de forma sesgada y atendiendo a intereses poco transparentes, por esta razón y en afán de conseguir mayor claridad en la protección de los derechos humanos, en esta reforma se establece que no se podrá reservar información relacionada con actos de corrupción, pues se debe de entender que la corrupción por su naturaleza aniquila los lazos del tejido social y eso es un ataque a los derechos humanos finalmente. Con la intención de evitar conceptos técnicos en los que se pudiera perder la publicidad de este tipo de ataques a los derechos humanos, se insertó textualmente que tampoco se podrá reservar la información relacionada con actos de corrupción, de acuerdo con las leyes aplicables.

En este punto, es importante señalar que dentro de la reforma se encontrará la modificación de todo un capítulo, iniciando por su denominación y cada uno de los artículos que lo integran. Su principal razón, es la adaptación de los términos jurídicos de cada artículo a la lexicología jurídica que determina la Ley General, pero es necesario destacar que no sólo se hizo un trabajo de precisar las palabras e igualar conceptos. El artículo 125 que forma parte de este capítulo se modificó de tal forma que los “Comités de Transparencia”, anteriormente “Comités Internos de Revisión”, deberán ser integrados con reglas claras ya establecidas desde la ley y no por lineamientos secundarios, debido a la importancia que se les da en la Ley General y en esta reforma. Su participación en los diferentes procedimientos de acceso a la información, se vuelve relevante, por ello la trascendencia de que sus funciones y características básicas queden reguladas desde un principio en el marco normativo legal y no en un ordenamiento secundario como reglamento o lineamiento.

Dos de las adaptaciones más importantes con las que cuenta esta reforma son las referentes a los artículos 132 y 133. En el primero de los señalados, se homologa el procedimiento de la declaración de incompetencia en todo el país. Después de haberlo trabajado en diferentes formas en distintos Estados, incluyendo al Distrito Federal, se consiguió un consenso en el procedimiento. El procedimiento que se acondicionó en la Ley General, privilegió la claridad y certeza jurídica de quien solicita y por tal motivo, en un plazo de tan sólo tres días, el sujeto obligado deberá de declarar la incompetencia y notificarlo al solicitante, para que éste pueda atender a la brevedad que desee dicha declaración, e interponer ante el sujeto obligado competente su solicitud y que la información le pueda ser proporcionada en los plazos de ley, sin que se pierda en un infinito trámite de burocracia interna; en el segundo de los artículos mencionados, se homologó uno de los plazos después de identificar la diversidad que existía, se privilegió la ampliación del plazo con el que cuentan los solicitantes para aclarar las solicitudes cuando les haya sido requerido por los sujetos obligados. El plazo que se tenía anteriormente para aclarar una solicitud era de tres días y con el trabajo que se hizo de identificar las necesidades de la ciudadanía en estos casos, se determinó que sea de diez días, aumentando considerablemente dicho plazo.

Asimismo, el artículo 135 también reforma el procedimiento de declaración de inexistencia de la información. Se restringe a etapas concretas y bien definidas para crear certeza jurídica en el solicitante y con la participación del Comité de Transparencia. Esto permite, además de crear certeza jurídica, identificar problemas de falta de información que debe existir y que por diversos factores pudiera no encontrarse en los archivos de los sujetos obligados, puesto que previo a que se informe que no existe, se valorará si se debe y puede generar o reponer. Si esto es viable se hará según lo determine el “Comité de Transparencia”.

Otro plazo que se modifica en beneficio de los solicitantes, es aquél que se refiere a la entrega de la respuesta cuando la información se encuentra ya disponible en medios electrónicos o físicos. La Ley General, valora que si es posible acceder a ellos en el mismo momento en que se solicitó, no requiere de mayores plazos en su respuesta, así que reduce el tiempo a tan sólo cinco días. Concretamente en el Estado, el plazo de respuesta es de nueve días por lo que no se acorta el plazo con gran diferencia, pero como el plazo máximo que considera la Ley General es de veinte, es un punto importante a resaltar.

Dentro del procedimiento de acceso a la información existen diferentes conceptos, plazos, términos y condiciones que se adaptan y homologan a la Ley General, pero no es sólo este procedimiento el que se considera en la presente reforma, también se incorporan a estas modificaciones elementos unificadores en los medios de impugnación, el recurso de revisión y el de queja.
Particularmente de estos procedimientos, son tres adaptaciones las que resaltan: precisión para las responsabilidades de los comisionados ponentes, que antes se encontraban sujetas al instituto, sin que se definiera responsable particular; el plazo para que los sujetos obligados den vista al instituto del cumplimiento de las resoluciones; y la homologación nacional de medidas de apremio.
La precisión de las responsabilidades facilita y simplifica la substanciación de los procedimientos de recursos de revisión, puesto que elimina la burocrática gestión documental que antes existía para tener acceso a la información reservada o confidencial, lo que permitirá desahogar más rápido los trámites de estudio de los medios de impugnación. En el mismo sentido, en la rapidez en el estudio, se podrá analizar el debido cumplimiento de las resoluciones, puesto que la Ley General acota a tres días el plazo para dar vista al instituto por parte de los sujetos obligados, lo que agilizará, en su caso, el cierre de los expedientes y el acceso a la información en términos de ley, o bien de resultar necesario, la imposición de medidas de apremio en un tiempo más corto.

Como se señaló, las medidas de apremio son otra de las modificaciones importantes. Coahuila ya cuenta con la posibilidad de emitir medidas de apremio para el cumplimiento de las resoluciones o de las recomendaciones aceptadas por los sujetos obligados, sin embargo, no en todo el país se contaba con esta posibilidad, de hecho es un gran avance para muchos estados que requerían de esta importante figura jurídica. Con la intención de homologar y unificar estas medidas de apremio, se reforma el artículo 167, dejando como únicas medidas la amonestación pública y la multa, subiendo el monto mínimo y máximo, y precisando que la ejecución de los recursos del “Fondo para el Mejoramiento de la Cultura de la Transparencia y el Acceso a la Información Pública” se hará por parte del instituto de acuerdo a su programación presupuestal.

Uno de los procedimientos en los que innovó la legislación en el Estado, fue que se consideró un procedimiento especial de queja, con la intención de que no sólo por conducto de fallidas respuestas, el instituto pudiera auxiliar a las personas a ejercer el derecho a la información. La transparencia es la obligación del sujeto obligado correlativa al derecho humano a la información, pero que no tenía un procedimiento especial en el que los organismos garantes pudieran servir de auxilio de las personas, cuando los sujetos obligados no cumplían su parte, sólo se tenía regulada la intervención de los organismos garantes a través del derecho de acceso a la información, por ello se estableció el recurso de queja en materia de transparencia. Este principio se acogió por la Ley General y se desarrolló con mayor detalle, por lo que en Coahuila celebramos esta decisión legislativa del Congreso de la Unión y nos sujetamos al procedimiento establecido en la Ley General.

Dentro del artículo 169 se precisa que el procedimiento de queja en materia de transparencia de la Ley General es el que se deberá de seguir, con la intención de favorecer y facilitar a las personas no sólo que detecten anomalías en la difusión de información, también sirve como una herramienta probada de participación social comunitaria que lleva a la mejora continua, pues las quejas sirven también para que los organismos garantes de la transparencia encuentren áreas de oportunidad o defectos en la calidad de la información, sobre todo aquélla que es técnica, como informes en materia de salud, agua, seguridad, etc.

Finalmente, respecto de las modificaciones realizadas en relación con la Ley General, el instituto sancionará las causales de responsabilidad establecidas en el artículo 173 de nuestro ordenamiento y dará vista al órgano de control interno de cada sujeto obligado, o en su caso a la autoridad competente, para que éste imponga o ejecute la sanción determinada, en términos de las disposiciones aplicables.

Esto a pesar de ser una de las modificaciones, es realmente una adición importante a la ley, puesto que es el órgano garante el experto en determinar el cumplimiento de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así como se describieron algunas de las modificaciones realizadas, ahora se exponen  las adiciones a la ley, de las cuales muchas son aportes de la Ley General, pero también muchas otras son producto de las mejores prácticas que se han obtenido de distintos estudios de medición que se realizan en el país y en otras naciones, de las cuales se han tomado nota y que en muchos casos ya se cumplían, pero no formaban parte de un marco normativo vigente y por tal motivo, no permitían homologar los trabajos con los diferentes sujetos obligados, y permitir a las personas contar con la certeza jurídica de que no existirían cambios en el flujo de información dependiendo de los cambios que se dieran por cualquier motivo en las estructuras de los sujetos obligados.

Una de las adiciones que se incluyen en las obligaciones comunes a todos los sujetos obligados, es la de difundir el “Catálogo de Información Adicional”. Este catálogo lo describe la Ley General, como un listado que se conformará por cada sujeto obligado en coordinación con el instituto, para que se difunda en la Plataforma Nacional, información que en lo particular se considere de interés público, pero con la claridad de que se deberá de encuadrar en conceptos concretos, lo que permitirá a las personas hacer los comparativos mediante índices conceptuales en los diferentes sujetos obligados en todo el país.

Acorde no sólo con la Ley General, sino con diversos ordenamientos nacionales e internacionales, se adicionó una obligación de vanguardia para todos los sujetos obligados: deben de generar la información que pondrán a disposición de la población mediante datos abiertos
, los cuales tienen sus características particulares, definidas en la Ley General, pero también en instrumentos jurídicos internacionales. Esta nueva obligación tiene por finalidad facilitar a las personas el acceso, uso, reutilización y redistribución de la información, para que su flujo sea constante y permita que sea una herramienta de productividad, que mejore la calidad y el nivel de vida de las personas, no sólo en una comunidad en específico, sino en todo el país.

Como parte de la adopción del concepto de Parlamento Abierto, a la que ya se hizo referencia anteriormente, se adicionan al artículo 26, dos fracciones que impulsan el conocimiento de las personas que nos representan y el seguimiento de los trabajos que cada uno de ellos realiza, en beneficio de sus representados en concreto. Esto permite a los ciudadanos la toma de decisiones en relación con el desempeño de cada Diputado y la voluntad comunitaria.

Entre estas adiciones se encuentra en primer plano la obligación del Congreso de publicar un mapa en que se identifique el distrito que cada Diputado representa. Esto es importante, porque en muchos de los casos, los distritos electorales están diseñados de acuerdo a un balance en la relación de cartografía del lugar y el número de habitantes. Por ello, no es extraño encontrar distritos electorales que se separan tan sólo por una cuadra, pues de un lado es una colonia y del otro es una diferente. Cuando las poblaciones crecen no atienden al diseño de distritos electorales, sino a necesidades cotidianas de los pobladores, y son los distritos los que se deben de adaptar. Derivado de esto, y en función de que identifiquemos claramente primero quién es nuestro representante, se adicionó la obligación de difundir este mapa con especificaciones particulares.

Ya que se nos brindó la posibilidad de identificar con claridad el distrito electoral al que pertenece cada ciudadano y el Diputado que lo representa, es cuando podemos identificar las necesidades del lugar y la relación de beneficio que pudiera constituir el trabajo del representante ciudadano. Pero más de una vez, hemos podido identificar el trabajo de los legisladores sin comprender los procedimientos legales que conllevan algunas de sus funciones, por ello, se adicionó también la fracción XVII, la cual exige una descripción del proceso legislativo, con la visión de que todos puedan conocer cada una de las etapas que toman estos procesos de reforma o de creación de leyes.

Identificados los representantes, los trabajos legislativos y de gestión que cada uno de los Diputados realizan, se pueden comparar los resultados y obtener datos útiles para identificar la productividad real y tomar decisiones informadas en los subsecuentes procesos electorales.

Nuestra legislación ya contempla que cada vez que se reserve información, se  debe de considerar la prueba del daño, y se le brinda una definición legal en la materia, para facilitar al sujeto obligado lo que debe de entender por tal concepto técnico para brindar certeza jurídica a la reserva de la información. No obstante, se determinó en esta reforma, que no basta con definirla y que se deba de considerar al momento de la reserva, sino que debe de encontrarse claramente explicada en el acta de reserva, para que se sepa y se relacione públicamente cuál es ese posible daño mayor a un derecho que se ocasionaría con la publicidad de la información. Se agregó la fracción VII al artículo 62, que exige a los sujetos obligados, utilizando las condiciones de la Ley General y la definición de nuestra ley, a explicar en el acta de reserva, la cual será pública, la prueba del daño.

Aunado a que las áreas deberán de justificar la prueba del daño como parte de la reserva, no sólo en su consideración, sino que deberán de documentarla en el acta, también se adiciona un párrafo y fraccionado al artículo 64, en el que se obliga a que toda acta de reserva pase por el “Comité de Transparencia”, mismo que como órgano colegiado al interior de la estructura del sujeto obligado, podrá valorar objetivamente la reserva de la información, y en su caso, ratificarla o bien modificarla y exigir que se entreguen versiones públicas de los documentos.

De las últimas adiciones que se presentan en esta reforma, está la inclusión de nuevas causales de responsabilidad administrativa en relación con la Ley General, más precisas y claras. Dentro de éstas se encuentran tales como no documentar las funciones que se realizan en ejercicio de facultades o bien declarar la inexistencia de información cuando exista total o parcialmente. Esto se debe a que una de las malas costumbres que se detectaron en los comparativos nacionales, es que muchos funcionarios giran instrucciones o realizan actos dentro del marco de sus competencias sin documentarlo, y aunque no siempre éstas eran malas u opuestas a derecho, si dejaban ver una falta de conciencia con el derecho de la personas de informarse de la actuación de los sujetos obligados. Además, la ley regula el deber de documentar todo acto pero no se precisaba la sanción si esto no se llevaba a cabo.

Finalmente, la adición más importante es el Capítulo Décimo Quinto, del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública. 

Se adhieren a la Ley de Acceso del Estado, los preceptos que regulan la actividad del organismo garante en la entidad en las materias de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales. En primer lugar, porque se unifica y homogeniza con los ordenamientos que existen en los demás Estados y el Distrito Federal y en la propia normatividad general.

A diferencia de muchos organismos garantes en el país, incluyendo el federal, el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, desde el 2004 es un organismo dotado de autonomía constitucional, la cual ha venido desempeñando y desarrollando con debido ahínco cada día desde su creación. Sin embargo, como todo organismo debe de adaptarse a las nuevas realidades y estructuras.

Manteniendo el alma de la legislación que constituyó el instituto, se adicionan los artículos de la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública que son necesarios para el desarrollo del organismo, relacionándolos con las normas sustantivas y adjetivas en la materia, estructurándolas de una manera moderna, eficaz y eficiente de acuerdo a los requerimientos actuales de la sociedad, la cual no se restringe a las diferentes comunidades locales, sino que integran un todo con el ámbito nacional e internacional.

Estos artículos, los cuales van del 183 al 228, agrupan las normas que rigen su estructura, orden, organización y funcionamiento. Comienzan con la precisión de autonomía constitucional en términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 116 fracción VIII y el artículo 7 fracción VII de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, adentrándose poco a poco en la autonomía presupuestal y de gestión con la que debe contar de acuerdo a los máximos ordenamientos en el Estado.

Se determina su rol Constitucional como organismo garante rector en las materias de transparencia, acceso a la información y protección de datos personales, señalando sus principios rectores: constitucionalidad, legalidad, certeza, eficiencia, independencia, imparcialidad, transparencia,  máxima publicidad, profesionalismo y objetividad.

Se define su estructura orgánica básica, en tres niveles: órganos directivos, técnicos y de vigilancia, precisando en cada uno de ellos sus funciones y competencias. Se determina que sus organismos directivos son el Consejo General y la Presidencia del consejo, con sus respectivas facultades y competencias que permitan el desempeño del instituto de acuerdo a sus funciones estratégicas. Asimismo se regulan los órganos técnicos de auxilio a los directivos; estructuras técnicas especializadas en las materias de las cuales es rector el instituto, que sirven de soporte para la realización de un trabajo continúo que sea eficaz y eficiente.

Como todo ente público colegiado, debe de contar con una estructura definida mínima de control. Para esto, define que serán las Comisiones del Consejo General las que servirán de control y evaluación del trabajo de los órganos directivos y técnicos del instituto. Se constituyen las Comisiones: de Administración, de Asuntos Jurídicos, de Datos Personales y de Cultura de la Transparencia. Además deja abierta la posibilidad de constituir todas aquéllas que el órgano máximo determine para apoyo de las labores institucionales. No podría dejarse de lado una comisión que vigilara el desempeño de las funciones y los funcionarios del instituto, para ello se conforma la Comisión de Vigilancia, Evaluación y Disciplina.
Cada órgano del instituto se integra por personas que tengan experiencia en la materia, pero para el órgano máximo, se fija un procedimiento incluyente que propicie el cumplimiento de los objetivos institucionales. Para ello, y sin modificar el procedimiento que a la fecha existe, se adiciona a la ley el artículo 199, que recoge con mínimas variaciones el procedimiento de selección incluyente que ya existe. De entre las variaciones que se insertan, es que ahora el instituto no participa en la selección de sus candidatos, es el Honorable Congreso del Estado, a través de su Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, la que deberá de emitir la convocatoria y evaluar que los aspirantes cumplan con los requisitos de inscripción.

Se mantiene la apertura a toda aquella persona que desea formar parte del instituto, precisando que la aplicación del examen de conocimientos y la evaluación la hace un organismo académico público, con el objeto de garantizar que se evaluará el conocimiento teórico de las materias. El resto del proceso de selección queda intacto, una vez que se acredite el examen de conocimientos, teórico y práctico, los resultados se remiten a la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Honorable Congreso del Estado, para que ésta, llame a comparecer a los aspirantes que acreditaron el examen, y puedan los Diputados conocerlos directamente, quienes finalmente serán los responsables de seleccionar, como representantes del pueblo, a los ciudadanos que deberán ocupar el encargo de Comisionado por un periodo máximo de 7 años sin posibilidad de ratificación.

La última adición que se hace en el Capítulo Décimo Quinto, del instituto, es la integración de un Consejo Consultivo, compuesto por miembros honoríficos, de forma colegiada y en un número impar, con el objeto de que sirvan de apoyo al Consejo General, con sus opiniones y observaciones objetivas externas a la organización y mejoren el desempeño del instituto. Este organismo se consideraba ya en la ley vigente, como un órgano ciudadano, pero no se especificaba su integración, participación o funcionamiento, y menos su selección de miembros, lo que hace de este Consejo Consultivo una adición importante para el debido mejoramiento de las prácticas del instituto y de todo sujeto obligado en relación con las materias. Será un faro de luz en los procedimientos de mejora continua que debe de tener toda organización pública o privada.

Debido a la gran similitud de conceptos y supuestos que hay entre la Ley General y la ley del Estado, y considerando que la legislación estatal fungió como derrotero para los legisladores federales y quienes fungieron como su apoyo técnico, son muy pocos los preceptos jurídicos que se derogan, sin mencionar la gran cantidad de precisiones que se hacen mediante fraccionado por cada artículo.

Estos preceptos que se derogan atienden principalmente a la unificación de procedimientos y de terminología legal en todo el país. Dentro de estos preceptos, encontramos conceptos que se transforman como el de “Unidad de Transparencia” en lugar de “Unidad de Atención”, o bien, el cambio de denominación de “Unidad Administrativa” por “Área”.

Pero no sólo se derogan preceptos por su unificación, también en aras de mejorar, simplificar y acrecentar el flujo de información entre los sujetos obligados y las personas, se eliminan tres supuestos jurídicos por los cuales se podía reservar información pública. Esta decisión fue resultado de entender que a mayor flujo de información, mayor es el desarrollo del Estado, causales como reservar información porque ponía en riesgo la gobernabilidad del Estado, que en su concepto podía abarcar un sinnúmero de presupuestos que no tendrían nunca una clara definición, dejaban en estado de indefensión a las personas. También se elimina la reserva de estudios y proyectos que pongan en riesgo el interés del Estado, puesto que el mismo, es el bienestar de la comunidad y una comunidad informada es una comunidad en camino de desarrollo, por lo que los estudios y proyectos que tiene una administración deben de conocerse, aquello que ponga en riesgo el bienestar, tiene causas detalladas con claridad que brindan certeza jurídica a las personas.

También se consideraron preceptos que dejaban en estado de indefensión al solicitante, al desechar las solicitudes cuando se tratara de un trámite. En estos supuestos, al desecharse la solicitud, no se podría interponer el recurso de revisión, puesto que por presupuesto básico para un recurso de revisión en la materia, se requería que existiera una solicitud inicial. Por ello, se elimina la posibilidad de desechar una solicitud por esta causa y se adiciona, como se señaló anteriormente, la causal por la que se puede interponer el recurso de revisión cuando se trate de respuesta que implica un trámite.

El presupuesto inicial que llevó a realizar la anterior reforma, es el mismo que se utilizó al derogar el último párrafo del artículo 161, porque en el apartado de causales por las cuales se puede interponer el recurso de revisión, se favorece el principio pro persona y se dejan a salvo los derechos en varios supuestos para que se pueda presentar de nueva cuenta medio de impugnación. El caso en concreto del último párrafo del artículo 161, sólo preveía dos supuestos en los que se dejaban a salvo los derechos, si al responder como consecuencia de una resolución, la información era clasificada como reservada o confidencial. Sin embargo se debía de ampliar el marco normativo, toda vez que la respuesta que el sujeto obligado dé como cumplimiento a una resolución del instituto, se entiende como la primera información que recibe y es un deber de todo organismo conocer de nueva cuenta si es que la respuesta encuadra en otro de los supuestos del recurso de revisión.
No sólo la entrada en vigor de la Ley General, sino también el espíritu de mejorar siempre, es lo que nos obliga a realizar todas las anteriores modificaciones, adiciones, precisiones y adecuaciones, es importante considerar estos factores en la presente reforma.”
TERCERO.- Al analizarse la iniciativa planteada por el titular del Ejecutivo del Estado y el Consejero Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, por parte de la Comisión Dictaminadora se pudo confirmar que tiene por objeto adecuar diversas disposiciones del vigente ordenamiento estatal en materia de acceso a la información y la protección de datos personales, conforme a lo dispuesto en la reciente reforma a la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos en materia de transparencia y en la nueva Ley General Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que es reglamentaria de la mencionada reforma constitucional y que establece un marco legal que deben observar todos los Estados y el Distrito Federal. 

CUARTO.- Sin duda alguna la mencionada reforma constitucional federal y la nueva Ley General Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, constituyen un paso trascendente para la unificación y homologación nacional de criterios, principios y bases en materia del derecho a la información, transparencia, protección de datos personales y archivos; y en lo relativo a la observancia de lo que ha quedado dispuesto conforme a las mismas, una vez analizada la iniciativa objeto del presente dictamen, los integrantes de la Comisión Dictaminadora, hemos podido constatar que en el caso de Coahuila, las adecuaciones que se harán a la legislación estatal en esta materia, en virtud del alto grado de avance que tiene la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado, solamente acondicionan algunos términos y determinaciones, para que los coahuilenses podamos ejercer el derecho a la información en iguales circunstancias que todas las personas del resto del país.

QUINTO.- En forma general, se puede decir que las adecuaciones planteadas están centradas en acondicionar aquellos detalles en los que la Ley General, determina un mecanismo diferente dentro del procedimiento de acceso a la información, así como en homologar terminología; en tanto que, por otra parte, se aprovecha la oportunidad de seguir innovando en algunos aspectos relacionados con Parlamento Abierto, Rendición de Cuentas, Protección Civil, Gobierno y Datos Abiertos, Fortalecimiento Institucional, Información Pública para Municipios, Recursos de Revisión, Responsabilidades Administrativas y Protección de Datos, en este caso sobre la vida privada y datos personales de menores de edad, que obren en los archivos de sujetos obligados.
SEXTO.- Como resultado del trabajo de revisión y análisis realizado por los integrantes de la Comisión Dictaminadora, hemos coincidido en el reconocimiento de la necesidad de llevar a cabo las propuestas de reforma a diversas disposiciones de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para adecuar la legislación estatal en concordancia con las disposiciones federales en materia de transparencia. 

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a consideración y, en su caso, aprobación del Pleno de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman, el Artículo 1, las fracciones I y VII del Artículo 2, el primer párrafo y las fracciones XX, XXIII y XXVI del Artículo 3, el Artículo 4, el primer párrafo del Artículo 5, el Artículo 8, el Artículo 17, la fracción I del Artículo 18, el segundo párrafo del Artículo 20, el primer párrafo, las fracciones III, VI, VII, XI, XV, XXII, XXIV, XXVIII, el inciso e del numeral 1 y el inciso d del numeral 2 de la XXX, XXXV, XLIII y XLIV del Artículo 21, el primer párrafo, el numeral 8 de la fracción IV, los numerales 3 y 4 de la fracción VII y el numeral 9 de la fracción XIII del Artículo 25, el primer párrafo y las fracciones I, IX, XV y XVI del Artículo 26, el primer párrafo, las fracciones II, XXII y XXIII y el último párrafo del Artículo 27, el primer párrafo y las fracciones IV, XI, XIX y XX del Artículo 28, el primer párrafo y las fracciones I, VII, IX del Artículo 31, el primer y último párrafo del Artículo 32, el primer párrafo del Artículo 33, el primer párrafo y la fracción III del Artículo 34, el Artículo 35, el Artículo 36, el primer párrafo y la fracción IX del Artículo 37, la fracción VII del Artículo 38, el Artículo 42, el Artículo 54, el primer párrafo del Artículo 60, el Artículo 61, el primer párrafo y las fracciones V y VI del Artículo 62, el Artículo 63, el Artículo 64, la fracción III del Artículo 65, el Artículo 67, el Artículo 72, la fracción VI del Artículo 75, el segundo párrafo del Artículo 76, el Artículo 95, el primer párrafo del Artículo 97,el Artículo 98, el Artículo 99, el Artículo 100, el Artículo 111, las fracciones II y IV del Artículo 115, el Artículo 117, se cambia las denominaciones del Capítulo Noveno y de su Sección Única, el Artículo 122, el Artículo 123, el Artículo 124, el Artículo 125, el Artículo 129, el Artículo 130, la fracción III del Artículo 131, el Artículo 132, el Artículo 133, el Artículo 134, el Artículo 135, el segundo párrafo del Artículo 137,  el Artículo 138, el segundo y tercer párrafo del Artículo 139, el Artículo 140, el primer y último  párrafo del Artículo 141, el Artículo 142, el Artículo 143, el Artículo 144, el Artículo 145, el Artículo 146, el Artículo 147, el primer párrafo del Artículo 148, las fracciones IV, V, VI y VII del Artículo 149,  el Artículo 150, el Artículo 151, las fracciones I, V, VI, VIII del Artículo 152, el Artículo 153, las fracciones IV y V del Artículo 154, el Artículo 155, el Artículo 157, el Artículo 158, el Artículo 161, el Artículo 162,  el primer párrafo del Artículo 163, el Artículo 164, el último párrafo del Artículo 166,  el Artículo 167, el Artículo 168, el Artículo 169, las fracciones III, IV, VIII, XIV y XV del Artículo 173, el Artículo 174, el Artículo 175, el Artículo 176, el Artículo 179 y el Artículo 182; se adicionan, las fracciones XXXV, XXXVI y XXXVII del Artículo 3, el segundo párrafo del Artículo 19, las fracciones XLV, XLVI, XLVII, XLVIII, XLIX, L y LI del Artículo 21, los numerales 10, 11, 12, 13, 14 y 15 de la fracción IV y el numeral 5 de la fracción VII del Artículo 25, las fracciones XVII, XVIII,  XIX y XX del Artículo 26, la fracción XXIV del Artículo 27, las fracciones XXI, XXII y XXIII del Artículo 28, la fracción VII del Artículo 62, las fracciones XVI, XVII, XVIII, XIX,  XX, XXI y XXII del Artículo 173 y el Capítulo Décimo Quinto y sus Artículos del 183 al 228; se derogan, la fracción XXVII del Artículo 3, los numerales 2 y 5 de la fracción V y la fracción VII del Artículo 58, de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente ley es de orden público y tiene por objeto establecer las bases para garantizar el derecho de cualquier persona al acceso a la información pública y la protección de datos personales, contenidos en el artículo 6, apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 7 y 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como promover, mejorar, ampliar y consolidar la participación ciudadana en los asuntos públicos y de gobierno.  

El derecho fundamental a la información pública, comprende la facultad de las personas para solicitar, difundir, investigar y recabar información pública, así como la obligación de los sujetos obligados de difundir, de manera proactiva, la información pública de oficio, las obligaciones de transparencia y en general toda aquella información que se considere de interés público. 

Artículo 2. … 

I. Proveerá lo necesario para garantizar que toda persona tenga acceso a la información pública;

II. a VI. …

VII. Deberá de interpretarse conforme al principio pro persona y las bases y principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y los instrumentos jurídicos internacionales ratificados por nuestro país.

Artículo 3. Además de las definiciones contenidas en el artículo 3 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, para efectos de esta ley, se entenderá por: 

I. a XIX. …

XX. Sistema de Solicitudes de Acceso a la Información: Aquél que forma parte de la Plataforma Nacional de Transparencia, de conformidad con el artículo 50 fracción I de la Ley General. 

XXI. y XXII. …
XXIII. Entidad Pública: Los sujetos obligados a proporcionar información en los términos de la Ley General, esta ley y demás disposiciones aplicables, contenidos en el artículo 6 de esta ley, con excepción de las organizaciones de la sociedad civil que reciban y/o ejerzan recursos públicos en el ámbito estatal y municipal, a partir de 16,000 salarios mínimos generales vigentes en el Estado o aquellos que reciban un ingreso estatal, que sea propuesto dentro de su presupuesto y las instituciones de beneficencia.
XXIV. y XXV. …

XXVI. Estado: El Estado de Coahuila de Zaragoza.
XXVII. Se deroga.
XXVIII. a XXXIV. …

XXXV. Ley General: Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

XXXVI. Organismo Garante Nacional: Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales.

XXXVII. Persona que realiza actos de autoridad: Es toda aquella que, con independencia de su naturaleza formal, dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, modifique o extinga situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria; u omita el acto que de realizarse crearía, modificaría o extinguiría dichas situaciones jurídicas.

Artículo 4. Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de cualquier sujeto obligado o autoridad, es pública, en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley General y la presente ley, excepto aquella que sea considerada como confidencial. 

Artículo 5. Los servidores públicos responsables de la aplicación de esta ley, deberán de interpretarla bajo el principio de máxima publicidad, conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, los Tratados Internacionales y la interpretación que de los mismos hayan realizado los órganos internacionales respectivos. 

…

…
Artículo 8. Son obligaciones de los sujetos obligados en materia de acceso a la información, las siguientes:
I. Constituir y mantener actualizados sus sistemas de archivo y gestión documental;

II. Publicar, actualizar y mantener disponible, de manera proactiva, a través de los medios electrónicos con que cuenten, la información a que se refiere la Ley  General y el capítulo tercero de esta ley y en general toda aquella que sea de interés público; 

III. Asegurar la protección de los datos personales en su posesión, en términos de esta ley;

IV. Dar acceso a la información pública que le sea requerida, en los términos de la Ley General, esta ley y demás disposiciones aplicables;

V. Elaborar, con auxilio del instituto, un programa de capacitación para los servidores públicos o sus integrantes, en temas de transparencia, acceso a la información, rendición de cuentas, datos personales y archivos; 

VI. Cumplir cabalmente los acuerdos y las resoluciones del instituto y colaborar con éste en el desempeño de sus funciones; 

VII. Atender los requerimientos, observaciones, recomendaciones y criterios que en materia de transparencia y acceso a la información pública realice el instituto; 

VIII. Procurar condiciones de accesibilidad para que personas con algún tipo de discapacidad ejerzan los derechos regulados en esta ley; 

IX. Crear y hacer uso de sistemas de tecnología sistematizados y avanzados, y adoptar las nuevas herramientas para que los ciudadanos consulten información de manera directa, sencilla y rápida; 

X. Contar con el material y equipo de cómputo adecuado, así como la asistencia técnica necesaria, a disposición del público para facilitar las solicitudes de acceso a la información, así como la interposición de los recursos de revisión en términos de la presente ley; 

XI. Contar con la infraestructura y los medios tecnológicos necesarios para garantizar el efectivo acceso a la información de las personas con algún tipo de discapacidad, para lo cual podrá valerse de las diversas tecnologías disponibles para la difusión de la información pública; 

XII. Elaborar y publicar un informe anual de las acciones realizadas en la materia y de implementación de las bases y principios de la presente ley;
XIII. Responder substancialmente las solicitudes de información que le sean presentadas;

XIV. Fomentar la cultura de la transparencia y el respeto del derecho a la información pública y de acceso a la información pública; 

XV. Establecer un programa de formación y capacitación en materia de transparencia para los servidores públicos que laboran en él;
XVI. Contar con una página web con diseño adaptable a dispositivos móviles, que tenga cuando menos un buscador temático y un respaldo con todos los registros electrónico para cualquier persona que lo solicite;
XVII. Contar con un  área  de documentación, debiendo el titular estar certificado y éste será evaluado semestralmente por el instituto;

XVIII. Generar la información que se pondrá a disposición de la población como datos abiertos, con el propósito de facilitar su acceso, uso, reutilización y redistribución para cualquier fin, conforme a los ordenamientos jurídicos aplicables;

XIX. Constituir el Comité de Transparencia, las Unidades de Transparencia, dando vista al instituto de su integración, y vigilar su correcto funcionamiento de acuerdo a su normatividad interna;
XX. Designar a los titulares de las Unidades de Transparencia, quien dependerá directamente del titular del sujeto obligado; y 

XXI. Las demás que determinan esta ley y otras disposiciones aplicables.

Artículo 17. Con excepción de la información reservada o confidencial prevista en la Ley General y en esta ley, los sujetos obligados deberán difundir, actualizar y poner a disposición del público de manera proactiva, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social según corresponda, además de la establecida en la Ley General, la información pública a que se refiere este capítulo. 

Artículo 18. …  

I. La página de inicio tendrá un vínculo de acceso, fácilmente identificable y accesible que cumpla con los requerimientos de sistematización, comprensión y organización, directo a la Plataforma Nacional de Transparencia y a la información pública a la que se refiere este capítulo;
II. a V. …

…

Artículo 19. …

La información publicada por los sujetos obligados en términos del presente ordenamiento no constituye propaganda gubernamental, por lo que deberá mantenerse accesible, incluso dentro de los procesos electorales.

Artículo 20. …

Para la publicación de la información pública de oficio, los sujetos obligados utilizarán formatos de fácil comprensión. Se procurará, en la medida de lo posible, la traducción a lenguas indígenas.
Artículo 21. Los sujetos obligados, deberán mantener impresa para consulta directa y difundir, además de la contenida en el artículo 70 de la Ley General, a través de los sitios de internet y de la Plataforma Nacional de Transparencia, la siguiente información adicional de interés público: 

I. y II. …

III. El directorio de los servidores públicos, con nombre, cargo o nombramiento asignado, nivel tabular, fecha de alta en el cargo, fotografía, domicilio oficial, números telefónicos, y en su caso, dirección electrónica y redes sociales oficiales, con excepción de los miembros de las corporaciones policiacas;  

IV. y V. …
VI. Versión pública de la declaración patrimonial de los servidores públicos, que contenga: nombre, cargo, tipo de declaración, sueldo y bienes inmuebles, ubicados en territorio nacional y extranjero; así como el listado de servidores públicos que no hayan rendido la declaración patrimonial;

VII. El importe por concepto de viáticos a partir del jefe de departamento y, en su caso, de gastos de representación;
VIII. a X. …

XI. Los planes, programas o proyectos con los indicadores de gestión, de resultados  y sus metas, que permitan evaluar su desempeño por área; 

XII. a XIV. …

XV. Los programas de subsidio, estímulo y apoyos que ofrece, incluyendo el diseño, ejecución, montos asignados, criterios y requisitos para acceder a éstos, en su caso, las reglas de operación, así como el área responsable de la entrega;

XVI. a XXI. … 

XXII. Nombre, nombramiento, fotografía, domicilio y correo electrónico oficiales de los servidores públicos que integren la Unidad de Transparencia y el Comité de Transparencia; 

XXIII. …

XXIV. Las solicitudes de acceso a la información pública, las quejas presentadas y las respuestas que se les dé, incluyendo, en su caso, la información entregada, a través del sistema de solicitudes de acceso a la información;
XXV. a XXVII. …
XXVIII. El padrón de proveedores y contratistas, identificando el nombre de la persona física o moral, el número de identificación, el domicilio fiscal, el inicio de operaciones, la fecha de registro y de vigencia, así como la copia del acta constitutiva y sus posteriores modificaciones; 

XXIX. …

XXX. …

1. …

a. a d. …

e. El área solicitante y la responsable de su ejecución;

f. a i. …

2. …

a. a c. …

d. El área solicitante y la responsable de su ejecución;

e. a g. …

XXXI. a XXXIV. …

XXXV. Una guía simple de los archivos y su organización, que contenga la descripción de los fondos documentales vinculados a sus áreas, así como datos del responsable del archivo;

XXXVI. a XLII. …

XLIII. Las preguntas más frecuentes y sus respectivas respuestas; 

XLIV. El Catálogo de Información Adicional;

XLV. Los sujetos obligados que participen o coadyuven en el auxilio de comunidades en emergencia o desastre, deberán de difundir un informe de acciones realizadas durante la contingencia, en un plazo no mayor a 30 días;

XLVI. La aportación en dinero o en especie que reciban de las diversas personas físicas o morales, nacionales o internacionales, a través de los centros de acopio o en las instituciones de crédito, para ayudar a los municipios o comunidades en emergencia o desastre; 
XLVII. El listado de servidores públicos con sanciones definitivas, especificando la causa de sanción, la disposición y la sanción;

XLVIII. El listado del parque vehicular donde se identifique el modelo, año y número de placa; 

XLIX. La información catastral, consistente en cartografía catastral por sector, manzana y lote, y las tablas de valores por sección, calles y avenidas, con inclusión de deméritos eventuales;

L. El proceso catastral de valuación de los predios; y
LI. Cualquier otra información que sea de utilidad o resulte relevante para el conocimiento y evaluación de las funciones responsabilidad del sujeto obligado.
Artículo 25. Además de lo señalado en el artículo 71 fracción I de la Ley General y el artículo 21 del presente ordenamiento, el Poder Ejecutivo del Estado y la Administración Pública Estatal, deberán publicar la siguiente información:

I. a III. …
IV. …

1. a 7. …

8. Las sanciones aplicadas a los notarios y a quienes se aplicaron; 

9. …
10. El domicilio y la ubicación de los albergues y refugios, así como las rutas de evacuación. Durante la contingencia, esta información se deberá de difundir físicamente en lugares públicos de fácil acceso a la población afectada y por redes sociales;

11. Publicar el Plan Estatal y Programa Estatal de Protección Civil y demás programas específicos, sectoriales, regionales, de contingencias o acciones que de éstos se deriven;

12. Publicar un directorio internacional, nacional, estatal y municipal, de organismos públicos y privados, especialmente dedicados a la atención de la protección civil en caso de emergencias o desastres; 

13.  Informar y orientar oportunamente a la población sobre los riesgos y la implementación de medidas que deban adoptarse en caso de emergencias o desastres; 

14. Difundir a través de infografías la información relativa a las medidas de protección civil en caso de emergencias o desastres; y

15. Publicar un listado de las constancias de factibilidad en materia de protección civil para la instalación de los establecimientos que, por su funcionamiento o naturaleza, representen riesgos para la población;
V. y VI. …
VII. …
1. y 2. …

3. La estadística de las averiguaciones previas consignadas; 

4. Las estadísticas de personas desaparecidas o no localizadas; y
5. Publicar los lineamientos y criterios para la implementación de los planes de contingencia de disturbios dentro de centros educativos y de salud.
VIII. a XII. …

XIII. …

1. a 8. …

9. Las actas de las visitas de inspección o revisión por parte del área competente para ello;

10. y 11. …

Artículo 26. Además de lo señalado en el artículo 72 de la Ley General y el artículo 21 del presente ordenamiento, el Poder Legislativo del Estado, deberá publicar la siguiente información: 

I. Una ficha técnica por cada Diputado, que contenga: los nombres, fotografía y currículum, nombres del suplente, así como, en su caso, las comisiones o comités a los que pertenece y las funciones que realice en los órganos legislativos; iniciativa y productos legislativos presentados; asistencia al Pleno y a comisiones; y asuntos recusados y excusados;

II. a VIII. …

IX. Los montos de: las dietas, las partidas presupuestales y cualquier recurso asignado y ejercido a los Diputados, Grupos Parlamentarios, las comisiones o comités, la Mesa Directiva, la Junta de Gobierno, los centros de investigación y estudio, y los demás órganos del Congreso del Estado;  

X. a XIV. …

XV. El monto asignado y ejercido de los recursos que reciben cada uno de los Diputados para realizar su informe anual de actividades; 

XVI. Un mapa interactivo en el que se identifique el distrito que representa cada Diputado, señalando los límites de su circunscripción, incluyendo los municipios y colonias que represente; 

XVII. Descripción del Proceso Legislativo;

XVIII. Listado de integración de las comisiones y comités;

XIX. Un registro de los juicios políticos y de responsabilidad penal señalando: el número de expediente, fecha de ingreso, nombre y cargo del denunciado, estado procesal y en su caso, resolución final; y

XX. Los demás informes que deban presentarse conforme a su ley orgánica.  

Artículo 27. Además de lo señalado en el artículo 73 de la Ley General y el artículo 21 del presente ordenamiento, el Poder Judicial del Estado, deberá publicar la siguiente información: 

I. …

II. Las funciones de las unidades jurisdiccionales, así como de las áreas administrativas;

III. a XXI. …

XXII. El estado que guarda el sistema pensionario del Poder Judicial del Estado; 
XXIII. Cualquier otra información que se considere relevante a juicio del Pleno del Tribunal Superior de Justicia o del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado; y

XXIV. El proceso de selección de jueces y magistrados.
El Consejo de la Judicatura emitirá criterios y procedimientos institucionales, para proporcionar a los particulares acceso a la información, para la supresión de datos personales y protección de la privacidad e intimidad, de conformidad con lo previsto por la Ley General y la presente ley y en los demás  acuerdos, lineamientos, y disposiciones en la materia.

Artículo 28. Además de lo señalado en el artículo 71 de la Ley General y el artículo 21 del presente ordenamiento, los municipios, deberán publicar la siguiente información: 

I. a III. …
IV. El catálogo de falta o infracciones que contengan los ordenamientos municipales, con las sanciones a que se pueden hacer acreedores quienes incurran en el supuesto, así como el monto mínimo y máximo de las multas que pudieran ser aplicadas en su caso. Las cantidades recabadas por concepto de multas, así como, en su caso, el uso o aplicación que se les da; 
V. a X. …

XI. Los empréstitos, deudas contraídas a corto, mediano y largo plazo, así como la enajenación de bienes;

XII. a XVIII. …

XIX. Listados de personas a quien se les aplicó multa o infracción; 

XX. Listado de personas que adeudan un crédito fiscal;

XXI. Un listado con el nombre de las personas físicas o morales y la ubicación del predio que cuenten con constancia de uso de suelo o licencia de funcionamiento donde se desarrollen actividades del sector energético y de exploración, explotación y beneficio de minerales o sustancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos;

XXII. El atlas municipal de riesgos; y

XXIII. El análisis mensual del ejercicio presupuestal de los ingresos y egresos.

Artículo 31. Además de lo señalado en el artículo 74 fracción I de la Ley General y el artículo 21 del presente ordenamiento, el organismo electoral en el Estado, deberá publicar la siguiente información: 
I. Los informes que presenten los partidos políticos, asociaciones, agrupaciones políticas y los ciudadanos registrados ante la autoridad electoral, así como los anexos, los comprobantes fiscales y en general, los documentos que den soporte a dichos informes;
II. a VI. …

VII. Los listados de partidos políticos, asociaciones, agrupaciones políticas y, en su caso los ciudadanos registrados ante la autoridad electoral;

VIII. …

IX. Los montos de financiamiento público por actividades ordinarias, de campaña y específicas otorgados a los partidos, asociaciones, agrupaciones políticas y, en su caso a los ciudadanos, así como el monto autorizado de financiamiento privado para campañas electorales;

X. a XII. … 
Artículo 32. Además de lo señalado en el artículo 74 fracción II de la Ley General y el artículo 21 del presente ordenamiento, el organismo protector  de los derechos humanos en el Estado, deberá publicar la siguiente información: 

I. a V. … 
El organismo protector de los derechos humanos en el Estado deberá en todo momento cuidar estrictamente por no revelar, información confidencial o reservada contenida dentro de las obligaciones anteriores.

Artículo 33. Además de lo señalado en el artículo 75 de la Ley General y el artículo 21 del presente ordenamiento, las universidades públicas e instituciones de educación superior pública, deberán publicar la siguiente información: 

I. a VIII. …  

Artículo 34. Además de lo señalado en el artículo 74 fracción III de la Ley General y el artículo 21 del presente ordenamiento, el instituto, deberá hacer pública la siguiente información: 

I. y II. …

III. En su caso, los amparos, las contoversias constitucionales, acciones de inconstitucionalidad y los recursos de inconformidad, que existan en contra de sus resoluciones;

IV. a VIII. … 

Artículo 35. Además de lo señalado en el artículo 76 de la Ley General, la Ley General de Partidos Políticos y el artículo 21 del presente ordenamiento, los partidos políticos y las agrupaciones políticas, deberán hacer pública la siguiente información:  

I. Las convocatorias que emitan para la elección de sus dirigentes o la postulación de sus candidatos a cargos de elección popular, y en su caso, el registro correspondiente;

II. Los informes, anuales o parciales, de ingresos y gastos, tanto ordinarios como de precampaña y campaña que se presentan ante la autoridad electoral; 

III. Plantilla de personal y tipo de seguridad social que se ofrece a sus trabajadores; y

IV. Las demás que señalen las disposiciones en materia electoral.

Artículo 36. Además de lo señalado en el artículo 77 de la Ley General y el artículo 21 del presente ordenamiento, los fideicomisos y fondos públicos, deberán hacer pública la siguiente información:  

I. Monto total de remanentes de un ejercicio fiscal a otro;

II. Las reglas de operación que los regulan; y

III. Las demás que señalen las disposiciones en la materia.

Artículo 37. Los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos en el ámbito estatal o municipal, además de lo señalado en el artículo 79 de la Ley General,  deberán difundir, a través de medios electrónicos, la siguiente información:
I. a VIII. … 

IX. Nombre, domicilio laboral y, en su caso, dirección electrónica del responsable de la Unidad de Transparencia;

X. a XVIII. …

Artículo 38. …

I. a VI. …

VII. Nombre, domicilio laboral y, en su caso, dirección electrónica del responsable de la Unidad de Transparencia;

VIII. a XII. …

Artículo 42. Los sujetos obligados o autoridades que realicen obra púbica, deberán difundir físicamente en el lugar de la obra, una placa o inscripción que señale que fue hecha por el pueblo y el gobierno, así como el costo de la misma.

Artículo 54. Se integrará un secretariado técnico de gobierno abierto en el Estado, que proponga mejores prácticas de participación ciudadana y colaboración  en la implementación y evaluación de la política digital del Estado en materia de datos abiertos y la realización de indicadores específicos sobre temas relevantes, el cual creará un programa de promoción de gobierno abierto.
Artículo 58. …  

I. a IV. … 

V. … 

1. … 

2. Se deroga;

3. y 4. …

5. Se deroga;

VI. …

VII. Se deroga.

Artículo 60. La información clasificada como reservada en los términos de la Ley General o de la presente ley, podrá permanecer con tal carácter hasta por un periodo de dos años.  

… 

Artículo 61. No podrá clasificarse como información reservada aquella relacionada con la investigación de violaciones graves de derechos fundamentales o delitos de lesa humanidad, o aquella que se trate de información relacionada con actos de corrupción, de acuerdo con las leyes aplicables.

Artículo 62. El acta de clasificación de la información como reservada, que emita el titular del área deberá indicar: 

I. a IV. …

V. El área responsable de su custodia;

VI. La firma digital o autógrafa de quien clasifica; y

VII. La justificación de la prueba del daño.

Artículo 63. La clasificación de la información deberá estar debidamente fundada y motivada y deberá demostrar la existencia de elementos objetivos a partir de los cuales se infiera que con el acceso a la información existe probabilidad de dañar el interés público.
Artículo 64. La información deberá ser clasificada por el titular del área en el momento en el que se reciba una solicitud de acceso a la información, en cuyo caso, deberá tomarse en consideración la fecha en que se generó el documento o expediente para efectos del periodo de su clasificación. 

La reserva de información no necesariamente abarca la totalidad de un registro público; la información, contenida en un documento, que no esté expresamente reservada, se considerará pública para efectos de generar una versión pública.  

Previo a que se entregue el acta de clasificación a la Unidad de Transparencia como respuesta a una solicitud de acceso a la información, el titular del área deberá de remitirla al Comité de Transparencia, mismo que deberá de resolver, dentro del plazo para dar respuesta, a fin de:

I. Confirmar la clasificación; o

II. Revocar o modificar la clasificación, para que se conceda el acceso a la información.

Artículo 65. … 

I. y II. …

III. Por resolución del Comité de Transparencia de cada sujeto obligado; y/o

IV. … 
Artículo 67. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales mantendrá el carácter de confidencial de manera indefinida y sólo podrán tener acceso a ellas los titulares de la misma, o sus representantes legales, y los servidores públicos que requieran conocerla para el debido ejercicio de sus funciones.

Los sujetos obligados deberán tomar las medidas pertinentes para proteger la información que refiere a la vida privada y los datos personales de menores de edad que obren en sus archivos.
Artículo 72. La información confidencial a que se refiere este capítulo, podrá divulgarse cuando, ante la presentación de un recurso de revisión y a juicio del instituto, o en su caso el organismo garante nacional, existan razones de interés público relacionado con los objetivos de esta ley debidamente acreditadas. Para este efecto, el recurrente aportará los elementos de prueba que considere pertinentes, que justifiquen la divulgación de la información confidencial. 
Artículo 75. …

I. a V. …

VI. Responsable: El servidor público titular del área responsable de las decisiones sobre el tratamiento físico o automatizado de datos personales, así como el contenido y finalidad de los sistemas de datos personales.

VII. a X. …

Artículo 76. …

Al efecto, la Unidad de Transparencia contará con los formatos necesarios para recabar dicho consentimiento, pudiendo utilizarse, en su caso, medios electrónicos.
Artículo 95. Sin perjuicio de lo que dispongan otras leyes, sólo los titulares o sus representantes legales podrán solicitar a la Unidad de Transparencia que les otorgue acceso, rectifique, cancele o haga efectivo su derecho de oposición, respecto de los datos personales que le conciernen y que obren en un sistema de datos personales en posesión de los sujetos obligados.

Artículo 97. La Unidad de Transparencia deberá notificar al solicitante en un plazo de veinte días contados desde la presentación de la solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición, la determinación adoptada en relación a su solicitud. 

...

…

Artículo 98. Si los detalles proporcionados por el solicitante no bastan o son erróneos, la Unidad de Transparencia podrá requerir, por una vez y dentro de los cinco días siguientes a la presentación de la solicitud de acceso, o diez días siguientes en el caso de solicitudes de rectificación, cancelación u oposición, que el titular indique otros elementos o corrija los datos. Este requerimiento interrumpirá los plazos establecidos en el artículo anterior.

Artículo 99. En el supuesto que los datos personales a que se refiere la solicitud obren en los sistemas de datos personales de los sujetos obligados y éstos consideren improcedente la solicitud de acceso, rectificación, cancelación u oposición, emitirán una respuesta fundada y motivada al respecto, la cual deberán notificar al solicitante a través de la Unidad de Transparencia en los términos de lo previsto en este capítulo.

Artículo 100. Si los sistemas de datos personales con que cuente el sujeto obligado no contienen la información solicitada, se hará del conocimiento del solicitante por conducto de la Unidad de Transparencia.

Artículo 111. A efecto de facilitar el ejercicio de los derechos previstos en el presente capítulo, los sujetos obligados deberán notificar al instituto los sistemas de datos personales que posean, la categoría de datos de que se componen, su finalidad, la normatividad que les resulte aplicable; así como el responsable y las áreas en la que se encuentran dichos datos.
Artículo 115. …

I. … 

II. Tratándose del Poder Judicial del Estado, contará con un área como responsable de la organización y regulación de su archivo administrativo; 

III. …
IV. Tratándose de los Ayuntamientos, corresponderá al archivo municipal de cada uno o el área que designe como responsable de la organización y regulación de sus archivos administrativos, de conformidad con las disposiciones aplicables. La regulación en materia de archivos deberá tomar en consideración las normas archivísticas internacionalmente reconocidas así como las disposiciones vigentes en la materia.
…

Artículo 117. Los sujetos obligados deberán elaborar y poner a disposición del público una guía simple de los archivos y su organización, que contenga la descripción de los fondos documentales vinculados a sus áreas, así como datos del responsable del archivo.
CAPÍTULO NOVENO

DE LAS UNIDADES DE TRANSPARENCIA
SECCIÓN ÚNICA

FUNCIONAMIENTO Y OBLIGACIONES DE LAS 
UNIDADES DE TRANSPARENCIA
Artículo 122. Los sujetos obligados deberán de contar con Unidades de Transparencia, en oficinas visibles y accesibles al público, en los siguientes términos: 

I. El Poder Judicial del Estado: Contará con una Unidad de Transparencia. En caso de que se estime pertinente se podrá habilitar a servidores públicos para que reciban solicitudes en cada uno de los distritos judiciales;

II. En el caso del Poder Legislativo del Estado: El Congreso del Estado contará con una Unidad de Transparencia. Por su parte, la Auditoría Superior del Estado contará con su propia Unidad de Transparencia;

III. El Poder Ejecutivo del Estado y las entidades de la Administración Pública Estatal: Cada dependencia y entidad contará con su propia Unidad de Transparencia, sin perjuicio de que se instalen Unidades de Transparencia para los organismos descentralizados y desconcentrados que, por su tamaño, así lo ameriten. En caso de que se estime pertinente se podrá habilitar a servidores públicos para que reciban solicitudes en cada una de las oficinas que se encuentran en los municipios del Estado;

IV. Los Ayuntamientos y las entidades de la Administración Pública Municipal: Cada dependencia y entidad contará con su propia Unidad de Transparencia;

V. Los sistemas operadores de agua y saneamiento contarán con su propia Unidad de Transparencia;

VI. Las universidades públicas e instituciones de educación superior, contarán con su propia Unidad de Trasparencia;

VII. Los órganos constitucionales autónomos contarán con su propia Unidad de Transparencia. En caso de que se estime pertinente se podrá  habilitar a servidores públicos para que reciban solicitudes en cada una de las oficinas que se encuentran en los municipios del Estado;

VIII. Los partidos políticos y agrupaciones políticas contarán con su propia Unidad de Transparencia;

IX. Los sindicatos contarán con su propia Unidad de Transparencia;

X. Los fideicomisos y fondos públicos atenderán sus solicitudes de información a través de la Unidad de Transparencia de los sujetos obligados a quien estén sectorizados;

XI. Las organizaciones de la sociedad civil que reciban y/o ejerzan recursos públicos en el ámbito estatal y municipal, a partir de 16,000 salarios mínimos generales vigentes en el Estado, contarán con su propia Unidad de Transparencia; y

XII. Las instituciones de beneficencia que sean constituidas conforme a la ley de la materia, contarán con su propia Unidad de Transparencia.

Artículo 123. Las Unidades de Transparencia dependerán del titular del sujeto obligado y estarán integradas por un responsable y por el personal que para el efecto se designe. Los sujetos obligados harán del conocimiento del instituto la integración de las Unidades de Transparencia.

El responsable de la Unidad de Transparencia de cada sujeto obligado deberá de cumplir, cuando menos, los siguientes requisitos para su nombramiento:

I. Contar con título profesional a nivel de licenciatura o superior; y

II. Contar con experiencia mínima de un año en materias de transparencia, acceso a la información, archivos, protección de datos personales y gobierno abierto.

Artículo 124. Además de las funciones que refiere el artículo 45 de la Ley General, son competencia de la Unidad de Transparencia, las siguientes:

I. Recabar, publicar y actualizar la información pública de oficio y las obligaciones de transparencia a las que refiere la Ley General;

II. Administrar, sistematizar, archivar y resguardar la información pública, así como los datos personales de los cuales dispongan; 

III. Auxiliar a las personas en la elaboración de solicitudes de información o para la protección de datos personales y, en su caso, orientarlos sobre los sujetos obligados a quien deban de dirigirlas; 

IV. Formular un programa de capacitación en materia de acceso a la información, protección de datos personales y gobierno abierto, que deberá de ser instrumentado por la propia unidad;

V. Fomentar la cultura de la transparencia, el acceso a la información y la protección de los datos personales, así como promover políticas de transparencia proactiva, procurando su accesibilidad;

VI. Establecer los procedimientos internos que contribuyan a la mayor eficiencia en la atención de las solicitudes de acceso a la información;

VII. Recibir, dar trámite y seguimiento hasta su conclusión, a las solicitudes de acceso a la información o para la protección de datos personales, cumpliendo con las formalidades y plazos señalados en esta ley y demás disposiciones aplicables;

VIII. Operar, dentro del sujeto obligado correspondiente, los sistemas que integran la Plataforma Nacional de Transparencia; 

IX. Registrar las solicitudes de acceso a la información o de protección de datos personales que sean presentadas de manera escrita, dentro del sistema de solicitudes de acceso a la información; 

X. Efectuar las notificaciones que sean necesarias para el cumplimiento de sus obligaciones y recibir las notificaciones del instituto; 

XI. Realizar los trámites internos de cada sujeto obligado, necesarios para entregar la información solicitada, o requerida por el instituto, y dar satisfacción a la acción para la protección de datos personales;

XII. Llevar un registro actualizado de las solicitudes de acceso a la información y de protección de datos personales y sus resultados;

XIII. Establecer los procedimientos para asegurarse que, en el caso de datos personales, éstos se entreguen sólo a su titular o su representante;

XIV. Hacer del conocimiento del instituto y de los órganos de control interno, la probable responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley General y la presente ley; y

XV. Las demás previstas en la Ley General y en esta ley. 

Artículo 125. Los sujetos obligados deberán de contar con un Comité de Transparencia, integrado de manera colegiada y por un número impar, nombrados por quien el titular del propio sujeto obligado determine, sin que sus integrantes dependan jerárquicamente entre sí. No podrán reunirse dos o más de estos integrantes en una sola persona.

El Comité de Transparencia adoptará sus resoluciones por mayoría de votos. En los casos de empate, el presidente tendrá voto de calidad. A sus sesiones podrán asistir como invitados aquellos que sus integrantes consideren necesarios, quienes tendrán voz pero no voto.

El Comité de Transparencia tendrá acceso a la información reservada para confirmar, modificar o revocar su clasificación, conforme a la normatividad previamente establecida por los sujetos obligados para el resguardo o salvaguarda de la información.

El Comité de Transparencia tendrá las siguientes funciones:

I. Instituir, coordinar y supervisar, en términos de las disposiciones aplicables, las acciones y procedimientos para asegurar la mayor eficacia en la gestión de las solicitudes en materia de acceso a la información;

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información o declaración de inexistencia o incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados;

III. Ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, expongan, de forma fundada y motivada las razones por las cuales en el caso particular no ejercieron dichas facultades, competencias o funciones;

IV. Establecer políticas para facilitar la obtención de información y el ejercicio del derecho de acceso a la información;

V. Promover la capacitación y actualización de los servidores públicos o integrantes de las Unidades de Transparencia;

VI. Establecer programas de capacitación en materia de transparencia, acceso a la información, protección de datos personales, archivos, accesibilidad y gobierno abierto para todos los servidores públicos o integrantes del sujeto obligado;

VII. Recabar y enviar al instituto, de conformidad con los lineamientos que estos expidan, los datos necesarios para la elaboración del informe anual;

VIII. Solicitar y autorizar la ampliación del plazo de reserva de la información; y

IX. Las demás que se desprendan de la normatividad aplicable.

Artículo 129. Para presentar una solicitud de acceso a la información o para iniciar otro de los procedimientos previstos en esta ley, las personas tienen el derecho de que el sujeto obligado le preste servicios de orientación y asesoría. Las Unidades de Transparencia auxiliarán a los particulares en la elaboración de solicitudes, especialmente cuando el solicitante no sepa leer ni escribir, hable una lengua indígena, o se trate de una persona que pertenezca a un grupo vulnerable.

Artículo 130. La solicitud de información podrá formularse:

I. De manera verbal, ya sea presencial con la Unidad de Transparencia o vía telefónica;

II. Mediante escrito libre o en los formatos que para el efecto apruebe el instituto, presentado en las oficinas del sujeto obligado o por correo electrónico oficial de la Unidad de Transparencia, por fax, por correo postal o telégrafo; o

III. A través de la Plataforma Nacional de Transparencia, por medio de su sistema de solicitudes de acceso a la información.

Cuando la solicitud se realice verbalmente, el encargado de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado que se trate, registrará en un acta o formato la solicitud de información, que deberá cumplir con los requisitos del artículo siguiente, y entregará una copia de la misma al interesado. Cuando la solicitud se realice en escrito libre o mediante formatos, la Unidad de Transparencia registrará en el sistema de solicitudes de acceso a la información la solicitud y le entregará al interesado el acuse de recibo.  

Artículo 131. … 

I. y II. … 

III. El lugar o medio para recibir la información y las notificaciones. En el caso de que el solicitante no señale lugar o medio para recibir la información y las notificaciones, éstas se realizarán por lista que se fije en los estrados de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado que corresponda; y 

IV. …

Artículo 132. Cuando las Unidades de Transparencia determinen la notoria incompetencia por parte de los sujetos obligados dentro del ámbito de su aplicación, para atender la solicitud de acceso a la información, deberán de comunicarlo al solicitante, dentro de los tres días posteriores a la recepción de la solicitud y, en caso de poder determinarlo, señalarán al solicitante el o los sujetos obligados competentes.

Si los sujetos obligados son competentes para atender parcialmente la solicitud de acceso a la información, deberá de dar respuesta respecto de dicha parte. Respecto de la información sobre la cual es incompetente se procederá conforme a lo señalado en el párrafo anterior.

Artículo 133. Cuando la solicitud presentada no fuese clara en cuanto a la información requerida o no cumpla con todos los requisitos señalados en la presente ley, el sujeto obligado mandará requerir dentro de los tres días, por escrito o vía electrónica, al solicitante, para que en un plazo de diez días contados a partir del día siguiente en que se efectuó la notificación, aclare y precise o complemente su solicitud de información. En caso de que el solicitante no cumpla con dicha prevención, la solicitud de información se tendrá como no presentada. Este requerimiento interrumpirá el plazo establecido en el artículo 136 de esta ley. Ninguna solicitud de información podrá desecharse si el sujeto obligado omite requerir al solicitante para que subsane su solicitud. 

Artículo 134. Admitida la solicitud de información por el sujeto obligado, la Unidad de Transparencia gestionará al interior la entrega de la información y la turnará al área competente. 

Artículo 135. Cuando la información solicitada no se encuentre en los archivos del área del sujeto obligado, se turnará al Comité de Transparencia, el cual:

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información;

II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento;

III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que esta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones; o bien, previa acreditación de la imposibilidad de su generación o reposición, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia; y

IV. Notificará al órgano de control interno o equivalente del sujeto obligado quien, en su caso, deberá iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa que corresponda.

Artículo 137. … 

En caso de que el instituto determine la publicidad de la información motivo de dicho recurso,  la autoridad queda obligada a otorgarle la información corriendo a costa del sujeto obligado los gastos correspondientes. 

Artículo 138. En caso de que sea necesario cubrir costos para obtener la información en alguna modalidad de entrega, la Unidad de Transparencia contará con un plazo que no excederá de cinco días para poner a disposición del solicitante la documentación requerida, a partir de la fecha en que el solicitante acredite, haber cubierto el pago de los derechos correspondientes.

La Unidad de Transparencia tendrá disponible la información solicitada durante un plazo mínimo de sesenta días, contados a partir de que el solicitante hubiere realizado el pago respectivo.

Artículo 139. … 

En el caso de que la información ya esté disponible en medios electrónicos, la Unidad de Transparencia se lo indicará al solicitante, precisando la dirección electrónica completa del sitio donde se encuentra la información requerida, y en la medida de sus posibilidades, podrá proporcionarle una impresión de la misma. 
En el caso de que la información solicitada ya esté disponible al público en medios impresos, tales como libros, compendios, informes, trípticos o en cualquier otro medio, se le hará saber al solicitante por escrito la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información en un plazo no mayor a cinco días. 

Artículo 140. Los sujetos obligados entregarán documentos que se encuentren en sus archivos. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés particular del solicitante. Sin perjuicio de lo anterior, los sujetos obligados deberán sistematizar la información. 

Artículo 141. El acceso a la información pública será gratuito. No obstante lo anterior, en caso de que la reproducción de la información exceda de 20 fojas, el sujeto obligado podrá cobrar, en términos de las disposiciones aplicables, los siguientes conceptos:

I. y II. …

…

En aquellos casos en que el solicitante señale que le es imposible materialmente cubrir con los costos de los insumos y los materiales, el sujeto obligado entregará la información en la medida de sus posibilidades presupuestales y en el menor tiempo posible o la pondrán a su disposición en la Unidad de Transparencia. 
Artículo 142. Los solicitantes tendrán un plazo de treinta días a partir de que se les notifique la respuesta de acceso a la información para realizar el pago a que se refiere el artículo 138 de esta ley y, en caso de no hacerlo, deberán realizar una nueva solicitud de información sin responsabilidad para el sujeto obligado. 

Artículo 143. La certificación de documentos conforme a esta ley tiene por objeto establecer que en los archivos del sujeto obligado existe un documento en original, copia simple, digitalizada u otro medio electrónico, igual al que se entrega. En caso de que no hubiera un servidor público facultado para realizar las certificaciones, éstas podrán ser realizadas por el titular del área en donde se encuentren los documentos o, en su defecto, por el titular de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado correspondiente. 

Artículo 144. Cuando la información solicitada pueda obtenerse a través de un trámite, la Unidad de Transparencia del sujeto obligado orientará al solicitante sobre el procedimiento que corresponda, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 

I. El fundamento del trámite se encuentre establecido en una ley o reglamento; 

II. El acceso suponga el pago de una contraprestación en los términos de los ordenamientos jurídicos aplicables; y 

III. No se requiera acreditar interés alguno. 
Artículo 145. La Unidad de Transparencia no estará obligada a dar trámite a solicitudes de acceso ofensivas, en estos casos, la Unidad de Transparencia deberá indicar al solicitante que su solicitud es ofensiva. 

Excepcionalmente, cuando de forma fundada y motivada, así lo determine el sujeto obligado, en aquellos casos en que la información solicitada que ya se encuentre en su posesión implique análisis, estudio o procesamiento de documentos cuya entrega o reproducción sobrepase las capacidades técnicas del sujeto obligado para cumplir con la solicitud en los plazos establecidos para dichos efectos, se podrán poner a disposición del solicitante los documentos en consulta directa, salvo la información clasificada.

En todo caso se facilitará su copia simple o certificada, así como su reproducción por cualquier medio disponible en las instalaciones del sujeto obligado, que en su caso aporte el solicitante. 

Artículo 146. El recurso de revisión procede por cualquiera de las siguientes causas:  

I. Por tratarse de información clasificada como: 

1. Información confidencial; o

2. Información reservada; 

II. La declaración de inexistencia de información;

III. La declaración de incompetencia del sujeto obligado; 

IV. La entrega de información incompleta; 

V. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado; 

VI. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información o de datos personales dentro de los plazos establecidos;

VII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado;  

VIII.  La entrega  o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante;

IX. Los costos o tiempos de entrega de la información; 

X. La falta de trámite a una solicitud;

XI. La negativa a permitir la consulta directa de la información;

XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta;

XIII. La orientación a un trámite específico;

XIV. La inconformidad con las razones que motivan una prórroga;

XV. La negativa de acceso, rectificación, cancelación u oposición de datos personales; y

XVI. El tratamiento inadecuado de los datos personales.

La respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso de revisión que proceda por las causales señaladas en las fracciones  III, VI, VIII, IX, X y XI, es susceptible de ser impugnada de nueva cuenta mediante recurso de revisión ante el instituto.

Artículo 147. El recurso de revisión podrá interponerse, de manera directa, por correo certificado o por medios electrónicos, ante el instituto, o ante la Unidad de Transparencia del sujeto obligado que haya dado respuesta a la solicitud de acceso a la información. Para este efecto, la Unidad de Transparencia al momento de dar respuesta a una solicitud de acceso a la información o de datos personales, orientará al particular sobre su derecho de interponer el recurso de revisión y el modo de hacerlo. 

En el caso de que se interponga ante la Unidad de Transparencia, esta deberá de remitir el recurso de revisión al instituto a más tardar al día siguiente de haberlo recibido.

Cuando el recurso de revisión se presente ante la Unidad de Transparencia o por correo certificado, para el cómputo de los plazos de presentación, se tomará la fecha en que el instituto lo reciba.

Artículo 148. Toda persona podrá interponer, por sí o a través de su representante legal, el recurso de revisión, mediante escrito libre o a través de los formatos establecidos por el instituto para tal efecto o por medio del sistema de gestión de medios de impugnación habilitado para tal fin, dentro de los veinte días siguientes contados a partir de:

I. y II. …
Artículo 149. …
I. a III. … 

IV. El acto o resolución que recurre y, en su caso, el número de folio de respuesta de solicitud de acceso, o el documento con el que acredite la existencia de la solicitud o los datos que permitan su identificación en el sistema de solicitudes de acceso a la información; 

V. La fecha en que se le notificó la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de presentación de la solicitud en caso de falta de respuesta; 

VI. Las razones o motivos de inconformidad; y 

VII. La copia de la respuesta que se impugna, salvo en caso de falta de respuesta de solicitud. 

…  

Artículo 150. En el caso de que se omita alguno de los requisitos previstos en las fracciones I, IV y V del artículo anterior, el instituto tendrá un plazo de tres días para prevenir al recurrente, a fin de que subsane las deficiencias del recurso de revisión. Para lo anterior, el recurrente tendrá un plazo de cinco días contados a partir del requerimiento por parte del instituto. Transcurrido este último plazo, sin que se hubiese cumplido la prevención, el recurso se desechará en términos de la presente ley. La prevención suspende los plazos previstos en este capítulo.

Artículo 151. El comisionado ponente deberá suplir las deficiencias que presente el  recurso de revisión, cuando se omita el cumplimiento de los requisitos previstos en las fracciones II, III, VI y VII del artículo 149 de esta ley, siempre y cuando no altere el contenido original de la solicitud de acceso o de datos personales.  

Artículo 152. … 

I. El Comisionado Presidente del instituto, turnará el recurso de revisión a uno de los comisionados, para que funja como ponente y encargado de llevar a cabo el estudio del mismo, quien determinará la admisión o la improcedencia del recurso; 

II. a IV. … 

V. Si alguna de las partes ofrece medios de prueba que requieran de desahogo o de algún trámite para su perfeccionamiento, el comisionado ponente determinará las medidas necesarias dentro de los tres días hábiles siguientes a que se recibieron. Una vez desahogadas las pruebas, se declarará cerrada la instrucción y el expediente pasará a resolución; 

VI. Excepcionalmente, el comisionado ponente podrá ampliar los plazos hasta por cinco días más, cuando la importancia y trascendencia del asunto así lo amerite; 

VII. … 

VIII. El comisionado ponente podrá determinar, cuando así lo considere necesario, audiencias con las partes en cualquier momento; y

IX. … 

Artículo 153. Las resoluciones del instituto podrán:
I. Desechar o sobreseer;

II. Confirmar la  respuesta del sujeto obligado; o

III. Revocar o modificar la respuesta del sujeto obligado.

Artículo 154. … 

I. a III. …

IV. El plazo otorgado para su cumplimiento, que no podrá ser mayor a diez días, a partir de que surta efectos la notificación. Excepcionalmente, previa fundamentación y motivación, se podrá ampliar este plazo cuando el asunto así lo requiera;

V. En su caso, la indicación de la existencia de una probable responsabilidad de los servidores públicos a los órganos de control interno de los sujetos obligados, para que éste, en su caso, imponga o ejecute la sanción determinada, en términos de las disposiciones aplicables; y

VI. … 

… 

Artículo 155. El recurso será desechado por improcedente cuando:
I. Sea extemporáneo;

II. Se esté tramitando, ante los  tribunales competentes, algún recurso o medio de defensa interpuesta por el recurrente;

III. No se actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 146 de la presente ley;

IV. No se haya desahogado la prevención en los términos establecidos en la presente ley;
V. Se impugne la veracidad de la información proporcionada; o
VI. El recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, únicamente respecto de los nuevos contenidos.

Artículo 157. El comisionado ponente podrá en cualquier momento del procedimiento buscar una conciliación entre el recurrente y el sujeto obligado. De llegarse a un acuerdo de conciliación entre ambos, ésta se hará constar por escrito y tendrá efectos vinculantes. El recurso quedará sin materia y el instituto verificará el cumplimiento del acuerdo respectivo. 

Artículo 158. El comisionado ponente podrá tener acceso a la información confidencial o reservada, siempre que sea indispensable para resolver el asunto. El instituto y el comisionado ponente serán responsables de mantener con ese carácter dicha información en los términos de las disposiciones aplicables. 

Artículo 161. Interpuesto el recurso por la causal prevista en la fracción VI del artículo 146 de esta ley, el instituto dará vista, a más tardar al día siguiente de que se recibió la solicitud, al sujeto obligado para que alegue lo que a su derecho convenga en un plazo no mayor a cinco días. Recibida su contestación, el instituto deberá emitir su resolución en un plazo no mayor a cinco días, requiriéndole al sujeto obligado que entregue la información solicitada, siempre y cuando la información no sea reservada o confidencial, en un plazo no mayor a diez días cubriendo, en su caso, los costos de reproducción del material. 

Artículo 162. Las actuaciones y resoluciones del instituto se notificarán, en el domicilio que al efecto señalen las partes o a través del sistema de gestión de medios de impugnación, o en su defecto en los estrados. Las resoluciones deberán ser notificadas dentro de los dos días siguientes a que se dicten y surtirán efectos al día siguiente de que se efectúen.

Artículo 163. Los sujetos obligados, en su caso, deberán informar al instituto del cumplimiento de sus resoluciones, en un plazo no mayor a tres días a partir de que sean cumplimentadas.  

… 

…  

…  

Artículo 164. Cuando el instituto determine en una resolución derivada de la interposición de un recurso de revisión, que algún servidor público pudo haber incurrido en responsabilidad por violaciones a esta ley, deberá hacerlo del conocimiento del órgano de control interno de los sujetos obligados, para que éste imponga o ejecute la sanción determinada, en términos de las disposiciones aplicables. 
Artículo 166. … 
…

Tratándose de resoluciones de los recursos de revisión del instituto, los particulares podrán interponer el recurso de inconformidad ante el organismo garante nacional o ante el Poder Judicial de la Federación, cuando la resolución:

I. Confirme o modifique la clasificación de la información; o

II. Confirme la inexistencia o negativa de la información.

Artículo 167. El instituto podrá imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos, agrupaciones políticas, persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones:  

I. Amonestación pública; y

II. Multa de 150 a 1500 veces el salario mínimo general vigente en el Estado.  

Las multas se harán efectivas por conducto de la Secretaría de Finanzas y el monto recaudado se destinará a un fondo para el mejoramiento de la cultura de la transparencia y el acceso a la información pública, ejecutado por el instituto, de acuerdo a su planeación presupuestal. 

Si la falta de cumplimiento llegare a implicar la comisión de un delito, se denunciarán los hechos a la autoridad competente. 

Artículo 168. Cualquier persona podrá presentar por escrito, personalmente o por correo electrónico y en formato libre, la queja en contra de los servidores públicos o sujetos obligados que incumplan con las obligaciones establecidas en la Ley General, la presente ley y demás ordenamientos aplicables en la materia.

Artículo 169. Para el trámite de las quejas por incumplimiento en la difusión de la información pública de oficio y las obligaciones de transparencia presentadas ante el instituto, se estará a los dispuesto por el procedimiento de la denuncia por incumplimiento a las obligaciones de transparencia determinado por la Ley General.
Artículo 173. … 

I. y II. … 

III. Actuar con negligencia, dolo o mala fe en la substanciación de las solicitudes de acceso a la información o de datos personales, o bien, en la difusión de la información pública de oficio a que están obligados conforme a esta ley y las obligaciones de transparencia a que refiere la Ley General; 

IV. Declarar dolosamente la inexistencia de información o datos personales, cuando esta exista total o parcialmente en los archivos del área;

V. a VII. …

VIII. Entregar información incomprensible, incompleta, en un formato no accesible, una modalidad de entrega diferente a la solicitada previamente por el usuario en su solicitud de acceso a la información o de datos personales, al responder sin la debida motivación y fundamentación establecidas en esta ley;

IX. a XIII. … 

XIV. No acatar por dolo o negligencia las resoluciones emitidas por el instituto; 

XV. Omitir el cumplimiento de los acuerdos dictados durante la substanciación del procedimiento del recurso de revisión;

XVI. No documentar con dolo o negligencia el ejercicio de sus facultades, competencia, funciones o actos de autoridad de conformidad con la normatividad aplicable;

XVII. No desclasificar la información como reservada cuando los motivos que le dieron origen ya no existan o haya fenecido el plazo, cuando el instituto determine que existe una causa de interés público, que persiste la causa de reserva o no se solicite la prórroga al Comité de Transparencia;

XVIII. Incumplir los plazos de atención de la presente ley;

XIX. No actualizar la información correspondiente a las obligaciones de transparencia en los plazos previstos en la presente ley;

XX. Declarar con dolo o negligencia la inexistencia de información cuando el sujeto obligado deba generarla, derivado del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones;

XXI. No atender los requerimientos establecidos en la presente ley, emitidos por el instituto; y/o

XXII. Ejecutar, autorizar o instruir que se lleven a cabo uno o más de los actos prohibidos por el artículo 9 de la presente ley.

Artículo 174. Las causas de responsabilidad previstas en las fracciones I, II, III, X, XVII, XVIII y XIX del artículo 173, serán sancionadas con apercibimiento público y, en caso de reincidencia, con suspensión del cargo de tres días a tres meses sin goce de sueldo. 

Artículo 175. Las causas de responsabilidad previstas en las fracciones IV, VI, VIII, IX, XV, XVI, XX, XXI y XXII del artículo 173, serán sancionadas con suspensión del cargo de tres días a tres meses sin goce de sueldo y, en caso de reincidencia, con la destitución del o los responsables. 

Artículo 176. Las causas de responsabilidad prevista en las fracciones V, VII, XI, XII, XIII y XIV del artículo 173, serán sancionadas con destitución del cargo y, atendiendo a la gravedad de la falta, podrá decretarse la inhabilitación del servidor público responsable. 

Artículo 179. El instituto sancionará las causales de responsabilidad a que se refiere el artículo 173 de esta ley y dará vista al órgano de control interno de cada sujeto obligado, o en su caso a la autoridad competente, para que éste imponga o ejecute la sanción determinada, en términos de las disposiciones aplicables. Para lo anterior, el instituto deberá de acompañar el expediente que contenga todos los elementos que sustenten la presunta responsabilidad administrativa.

En el caso de dirigentes o funcionarios de partidos políticos, asociaciones y agrupaciones políticas, el instituto dará vista a la autoridad electoral en el Estado, para que determine lo que en derecho corresponda.

Artículo 182. La Ley General, la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones relacionadas con la materia, se aplicarán de manera supletoria en todo lo no previsto por esta ley. 

CAPÍTULO DÉCIMO QUINTO

DEL INSTITUTO COAHUILENSE DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

SECCIÓN PRIMERA
BASES GENERALES

Artículo 183. El presente capítulo tiene por objeto establecer las bases, estructura, organización y funciones del instituto, como organismo autónomo rector y responsable de las materias de:

I. Transparencia;

II. Acceso a la información pública; y

III. Protección de datos personales.

Artículo 184. El instituto es un organismo público dotado de autonomía constitucional, especializado, independiente en sus decisiones y funcionamiento, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, de gestión, con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar el ejercicio de los derechos de acceso a la información y la protección de datos personales, en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley General y esta ley. 

Artículo 185. El instituto podrá en todo momento, presentar iniciativas de leyes o decretos al Congreso del Estado en las materias de las cuales es autoridad rectora y responsable en el Estado.

La facultad de los sujetos obligados de reglamentar en el ámbito de su competencia la materia que corresponda conforme a la ley, no limita ni restringe la facultad reglamentaria del instituto que vinculará a dichos sujetos.

Artículo 186. El patrimonio del instituto estará constituido por:

I.
Los ingresos que perciba conforme a la partida que establezca su presupuesto anual de egresos, así como los que perciba por los servicios que preste en cumplimiento de su objeto o que le correspondan por cualquier otro título legal;

II.
Los bienes muebles e inmuebles y demás ingresos que los gobiernos federal, estatal y municipal, le aporten para la realización de su objeto;

III.
Los subsidios y aportaciones permanentes, periódicas o eventuales, que reciba de los gobiernos federal, estatal y municipal y, en general, los que obtenga de instituciones públicas, privadas o de particulares; 

IV.
Las donaciones, herencias y legados que se hicieren a su favor; y

V.
Todos los demás bienes o ingresos que adquiera por cualquier otro medio legal.

Artículo 187. El instituto tiene la facultad de establecer la estructura, forma y modalidades de su organización y funcionamiento interno, en los términos que establece esta ley, bajo el principio de disponibilidad presupuestal.

Artículo 188. El instituto administrará su patrimonio conforme a las bases siguientes:

I.
Los recursos que integran su patrimonio, serán ejercidos en forma directa por los órganos del instituto; o bien, por quien ellos autoricen, conforme a esta ley y su reglamento;

II.
El Congreso del Estado revisará y fiscalizará la cuenta pública del instituto, en los términos de las disposiciones aplicables;

III.
El ejercicio presupuestal del instituto deberá ajustarse a los principios de honestidad, legalidad, optimización de recursos, racionalidad e interés público y social;

IV.
El instituto manejará su patrimonio prudentemente conforme a las disposiciones aplicables. En todo caso, el instituto requerirá el acuerdo del Consejo General, para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario o para celebrar actos o convenios que comprometan al instituto por un plazo mayor al período de su encargo, por lo que el instituto deberá observar las disposiciones aplicables a los órganos de gobierno de las entidades de la Administración Pública Estatal. El convenio siempre será por un tiempo determinado y con un objeto preciso;

V.
El instituto podrá celebrar acuerdos con las dependencias de los poderes ejecutivo o legislativo que correspondan, para que coadyuven, total o parcialmente, en las funciones relacionadas con la administración, control y fiscalización de su patrimonio; y

VI.
En todo lo relativo a la administración, control y fiscalización de su patrimonio, el instituto deberá observar las disposiciones aplicables a los órganos de gobierno de las entidades de la Administración Pública Estatal, según la materia de que se trate. 

Artículo 189. El instituto elaborará su propio proyecto de presupuesto de egresos y lo remitirá al Poder Ejecutivo del Estado, a fin de que éste lo envíe en su oportunidad al Congreso del Estado, para su estudio, discusión y, en su caso, aprobación. El proyecto de presupuesto de egresos del instituto no podrá ser modificado por el Poder Ejecutivo del Estado.

El proyecto de presupuesto de egresos del instituto, contemplará las partidas presupuestales necesarias para el cumplimiento de su objeto.

Artículo 190. El instituto contará con los recursos humanos, financieros y materiales que autorice el presupuesto de egresos correspondiente.
Artículo 191. El instituto gozará, respecto de su patrimonio, de las franquicias, exenciones y demás prerrogativas concedidas a los fondos y bienes del Estado.

Artículo 192. Todas las funciones y actividades del instituto, se regirán por los principios de constitucionalidad, legalidad, certeza, eficiencia, independencia, imparcialidad, transparencia, máxima publicidad, profesionalismo y objetividad.

Artículo 193. El instituto, a través de su Comisionado Presidente, deberá presentar, a más tardar el quince de diciembre de cada año, un informe por escrito ante el Congreso del Estado sobre los trabajos realizados.

SECCIÓN SEGUNDA

DE SU CONFORMACIÓN Y ATRIBUCIONES

Artículo 194. Para el ejercicio de sus funciones, el instituto contará con órganos directivos, técnicos y de vigilancia, en los términos que establece esta ley y su reglamento.

Artículo 195. El Consejo General es el órgano superior del instituto y tiene por objeto:

I.
Vigilar el cumplimiento de las disposiciones en la materia, e interpretar y aplicar las mismas; y

II.
Garantizar que todo sujeto obligado por la presente ley, cumpla con los principios de constitucionalidad, legalidad, certeza, independencia, imparcialidad y objetividad.

Artículo 196. Los órganos directivos del instituto son:

I.
El Consejo General; y

II.
La Presidencia del Consejo General.

Artículo 197. Los órganos técnicos del instituto son:

I.
La Dirección General; y

II.
La Secretaría Técnica.

Artículo 198.  Los órganos de vigilancia del instituto son:

I.
La Comisión de Vigilancia, Evaluación y Disciplina;

II. 
La Comisión de Administración;

III.
La Comisión de Asuntos Jurídicos;

IV.
La Comisión de Datos Personales;

V.
La Comisión de Promoción de la Cultura de la Transparencia; y

VI.
Las demás comisiones que constituya el Consejo General de conformidad con la presente ley y demás leyes aplicables.

Artículo 199. El Consejo General del instituto estará integrado por cinco comisionados, los cuales serán designados por el Congreso del Estado, en los términos de la presente ley y demás disposiciones aplicables. En su integración se procurará la equidad de género.

Los comisionados durarán en su encargo hasta siete años de manera escalonada, para asegurar la autonomía del instituto y no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción de los no remunerados, en instituciones docentes, científicas o de beneficencia. 

Sólo podrán ser removidos de su cargo en los términos del Título Séptimo de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 200. La designación de los comisionados del instituto, se realizará bajo el siguiente procedimiento:

I.
El Congreso del Estado, por conducto de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, emitirá una convocatoria pública para que cualquier ciudadano que aspire al cargo de comisionado, pueda registrarse dentro del plazo de diez días naturales posteriores a la expedición de la misma;
II.
Concluido el plazo para el registro de los aspirantes al cargo de comisionado, el Congreso del Estado, por conducto de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, dentro de los cinco días naturales siguientes, emitirá un dictamen en el que señale el número de aspirantes registrados y determine quiénes cumplieron con los requisitos exigidos en la presente ley, mismos que continuarán con el procedimiento de selección;

III.
Los aspirantes que hayan acreditado los requisitos, deberán someterse a un examen escrito, teórico y práctico de conocimientos en la materia, el cual será aplicado por una universidad pública del Estado, la cual evaluará cada examen y remitirá los resultados a la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado.

El examen se efectuará dentro de los diez días naturales siguientes a la fecha en que haya sido emitido el dictamen señalado en la fracción anterior. Una vez presentado el examen por los aspirantes, la universidad pública del Estado encargada de aplicar los mismos, los calificará y enviará a la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado para la publicación de los resultados en su página de internet oficial, junto con la versión pública del currículum de cada uno de los aspirantes;

IV.
Los aspirantes que hubieren aprobado el examen serán convocados a comparecer en audiencia pública ante la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, dentro de los siguientes diez días naturales;

V.
Concluido el periodo de comparecencias, la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información realizará la propuesta de aquellos aspirantes que cumplan con el perfil necesario para ser designados como comisionados, mediante el dictamen correspondiente, y lo presentará al Pleno del Congreso del Estado, para su discusión y, en su caso, aprobación; y

VI.
Las dos terceras partes de los diputados presentes, aprobarán o rechazarán el dictamen que se les presente, en caso de no obtener la votación requerida, la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso del Estado, presentará otra propuesta hasta obtener la aprobación correspondiente.

Artículo 201. Para ser designado comisionado del instituto, se deberán cumplir los requisitos siguientes:

I.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

II.
Contar por lo menos con treinta años al día de la designación;

III.
Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, se inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena;

IV.
Contar con título profesional a nivel de licenciatura;

V.
Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de la designación;

VI.
Tener conocimientos en materia de transparencia, acceso a la información, protección de datos personales o cualquier materia afín;

VII.
No haber desempeñado un cargo de elección popular federal, estatal o municipal, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación;

VIII.
No haber desempeñado el cargo de Secretario o Subsecretario de la Administración Pública Estatal, de Procurador o Subprocurador, o de Director General de una entidad paraestatal o paramunicipal durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación;

IX.
No haber sido dirigente de un comité directivo, ejecutivo o equivalente de un partido político, en el ámbito nacional, estatal o municipal, ni ministro de ningún culto religioso, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación;

X.
No tener antecedentes de una militancia activa o pública y notoria en algún partido político, cuando menos cinco años antes de su designación; y

XI.
No haber desempeñado el cargo de Magistrado del Poder Judicial del Estado ni el de Director General del Instituto de Especialización Judicial durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación.

Artículo  202. Los comisionados del instituto en funciones recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su cargo, la cual no podrá ser disminuida durante su encargo.

Artículo 203.  El Consejo General y el instituto serán presididos por un comisionado, quien tendrá la representación legal del mismo. Durará en su encargo un periodo de tres años, renovable por un período igual. En caso de que el periodo que le reste al comisionado sea menor de tres años, podrá ser elegido o ratificado, y durará como Presidente el tiempo que le reste como comisionado. 

El Comisionado Presidente será elegido mediante sistema de voto secreto y por mayoría de los integrantes del Consejo General presentes en la sesión de elección.

En caso de ausencia definitiva del Comisionado Presidente, la Secretaría Técnica deberá de convocar a sesión extraordinaria de inmediato y el Consejo General deberá de elegir de entre sus miembros presentes a quien fungirá como Presidente del Consejo General y del instituto, para lo que se estará a lo dispuesto por el párrafo anterior.

La designación del Comisionado Presidente, se comunicará de inmediato para su conocimiento a los Poderes del Estado y a los organismos públicos autónomos. 

Artículo 204. El Consejo General celebrará sesiones públicas ordinarias por lo menos una vez al mes, sin perjuicio de celebrar, en cualquier tiempo, las sesiones extraordinarias que sean necesarias para la eficaz marcha del instituto, previa convocatoria del Comisionado Presidente o de al menos dos de los comisionados.
Artículo 205. Las sesiones del Consejo General se sujetarán a las reglas siguientes:

I.
Serán públicas, salvo aquellas en las que se ventilen asuntos que involucren la protección de datos personales, en cuyo caso, sólo deberán hacerse públicos los asuntos tratados cuando no contravengan las disposiciones en la materia;

II.
Serán válidas cuando se integre el quórum con la mayoría de los comisionados;

III.
Deberán de asistir, con voz pero sin voto, el Director General y el Secretario Técnico;

IV.
De toda sesión, se levantará el acta respectiva a través del Secretario Técnico. Las actas deberán contener una síntesis del asunto a tratar y el punto acordado y se resguardarán en el archivo del instituto, por conducto de la Secretaría Técnica;

V.
El Secretario Técnico, al inicio de cada sesión, leerá el acta de la sesión anterior para su aprobación. Una vez aprobada, deberá ser autorizada con las firmas del Comisionado Presidente o de quien legalmente deba suplirlo y del propio Secretario Técnico. El Consejo General podrá dispensar la lectura del acta, cuando ésta haya sido turnada previamente a los comisionados para su lectura;

VI.
Se dará curso a los asuntos listados en el orden del día o de aquellos que requieran la intervención del Consejo General;

VII.
El Comisionado Presidente o quien legalmente deba suplirlo, presidirá la sesión, dirigirá los debates, declarará cerrada la discusión cuando así lo estime y, finalmente, someterá a votación los asuntos correspondientes;

VIII.
Las votaciones del Consejo General se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes. En caso de empate, el Comisionado Presidente o quien legalmente deba suplirlo, tendrá voto de calidad;

IX.
El Comisionado Presidente por sí o a través del Secretario Técnico, deberá ejecutar los acuerdos sin demora. El Consejo General podrá corregir, subsanar o modificar el acuerdo ejecutado, cuando advierta un error esencial en el acta que se somete a su aprobación; y

X.
Se podrá invitar hasta tres expertos en la materia, profesores, investigadores o cualquier sector de la sociedad, para discutir en forma pública los temas de la agenda del instituto, los cuales tendrán derecho a voz en la sesión.

Artículo 206. Las atribuciones concedidas al instituto en esta u otras leyes, residen originalmente en el Consejo General. Los demás órganos del instituto creados por esta ley o su reglamento, podrán ejercer esas u otras facultades en los casos siguientes:

I.
Cuando la Ley General, esta ley u otras leyes y/o el reglamento de la ley, les otorguen expresamente las atribuciones; y

II.
Cuando por acuerdo del Consejo General se deleguen las atribuciones para el mejor funcionamiento del instituto.

Artículo 207. El Consejo General tendrá las atribuciones siguientes:

I.
En materia de administración y gobierno interno:

1. Dictar las medidas de administración y gobierno interno que resulten necesarias para la debida organización y funcionamiento del instituto;

2. Establecer la estructura administrativa de los órganos del instituto y su jerarquización;

3. Establecer la integración, organización, funcionamiento y atribuciones de las comisiones del instituto que establezca esta ley o que cree el Consejo General, para el debido funcionamiento del instituto;

4. Aprobar el informe anual que deberá presentar por escrito el Comisionado Presidente ante el Congreso del Estado;
5. Establecer un sistema interno de rendición de cuentas claras, transparentes y oportunas, así como garantizar el acceso a la información pública dentro del instituto en los términos de la ley;

6. Requerir, recibir, analizar y sistematizar los informes que deberán enviarle los sujetos obligados sobre la materia;

7. Dirimir cualquier tipo de conflicto competencial entre los órganos del instituto, resolviendo en definitiva;

8. Aprobar el proyecto de presupuesto anual de egresos del instituto, a efecto de que el Comisionado Presidente lo envíe al Poder Ejecutivo del Estado para los efectos correspondientes;

9. Instruir al Secretario Técnico para que remita al Periódico Oficial del Gobierno del Estado, los reglamentos, acuerdos y demás actos que de acuerdo a la ley o por su importancia requieran su publicación; y

10. Las demás que resulten necesarias para la administración y gobierno interno del instituto.

II.
En materia normativa:

1. Interpretar en el ámbito de sus atribuciones esta ley; 

2. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales en la materia, así como dictar las normas y previsiones destinadas a hacer efectivas tales disposiciones;

3. Aprobar, a propuesta del Presidente del Consejo General, de una Comisión, del Director General o del Secretario Técnico, los reglamentos, lineamientos, manuales de procedimiento, políticas y demás normas que resulten necesarias para el funcionamiento del instituto y que sean de su competencia en términos de la presente ley;

4. Interponer  acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter estatal y municipal, que vulnere el derecho de acceso a la información y la transparencia;

5. Vigilar y evaluar el cumplimiento de la garantía de la información pública mínima y demás obligaciones de transparencia, así como emitir las recomendaciones en la materia;

6. Establecer las garantías necesarias para el acceso a la información pública, la protección de los datos personales y demás atribuciones en la materia;

7. Definir los grupos vulnerables para la protección de los datos personales especialmente protegidos;

8. Aprobar las iniciativas de leyes o decretos en la materia, para después presentarlas al Congreso del Estado, por conducto de su Comisionado Presidente;

9. Promover controversias y acciones constitucionales locales en la materia; y

10. Establecer políticas de transparencia proactiva atendiendo las condiciones económicas sociales y culturales.

III.
En materia de relaciones intergubernamentales:

1. Celebrar convenios de apoyo y colaboración con autoridades federales, estatales o municipales;

2. Cooperar con el organismo garante nacional en el cumplimiento de las funciones de ambas entidades;
3. Celebrar convenios de colaboración con los sujetos obligados, que propicien la publicación de información en marco de las políticas de la transparencia proactiva;

4. Suscribir convenios de colaboración con particulares o sectores de la sociedad cuando sus actividades o productos resulten de interés público o relevancia social;

5. Promover la rendición de cuentas de los poderes públicos entre sí, y la transparencia y rendición de cuentas hacia los ciudadanos y la sociedad;

6. Promover la colaboración interinstitucional en la materia bajo los principios de fidelidad estatal y municipal;

7. Coordinarse con las autoridades competentes para que en los procedimientos de acceso a la información, así como los medios de impugnación, se contemple contar con la información necesaria en lenguas indígenas y formatos accesibles, para que sean sustanciados y atendidos en la misma lengua, y en su caso, se promuevan los ajustes razonables necesarios si se tratara de personas con discapacidad; y

8. Remitir al órgano garante nacional los recursos de revisión que a juicio del Consejo General, puedan ser del conocimiento de dicho órgano, para que éste, en su caso, ejerza la facultad de atracción.

IV.
En materia de acceso a la información pública y transparencia:

1. Dictar las providencias y medidas necesarias para salvaguardar el derecho de acceso a la información pública;

2. Promover la regulación e instrumentación del principio de publicidad de los actos y decisiones, así como el libre acceso a las reuniones de los poderes públicos estatales, municipales y organismos públicos autónomos;

3. Cumplir y hacer cumplir los principios en la materia;

4. Conocer y resolver los recursos de revisión interpuestos por las personas en contra de los sujetos obligados;

5. Excusar a los comisionados del estudio, o votación en la resolución, de los recursos de revisión, cuando alguna de las partes lo haya solicitado y acreditado el conflicto de interés;

6. Establecer y ejecutar las medidas de apremio y/o sanciones, según corresponda conforme a lo establecido en la Ley General y esta ley;
7. Emitir las recomendaciones a los sujetos obligados para diseñar, implementar y evaluar acciones de apertura gubernamental que permitan orientar las políticas internas en la materia;

8. Conocer y resolver las quejas, denuncias y procedimiento de verificación que marca esta ley;

9. Elaborar los formatos utilizados para el ejercicio del derecho de acceso a la información;

10. Determinar y hacer del conocimiento de la instancia competente la probable responsabilidad por incumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley General, esta ley y demás disposiciones aplicables;

11. Garantizar condiciones de accesibilidad para que los grupos vulnerables puedan ejercer, en igualdad de circunstancias, su derecho de acceso a la información; y

12. Ejercer las demás facultades previstas en la Ley General y esta ley, para salvaguardar el acceso a la información pública y la transparencia.

V.
En materia de protección de datos personales:

1. Establecer las normas y políticas para la administración, seguridad y resguardo de los datos personales en posesión de los sujetos obligados;

2. Cumplir y hacer cumplir los principios y normas en la materia;

3. Elaborar los formatos utilizados para el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición;
4. Emitir las reglas, criterios o lineamientos necesarios para el adecuado tratamiento de los datos personales;

5. Resolver los recursos de revisión en materia de protección de datos personales; y

6. Ejercer las demás facultades previstas en la ley de la materia, para la protección de los datos personales.

VI.
En materia de cultura de la transparencia, acceso a la información, protección de datos personales y gobierno abierto:

1. Promover de manera permanente la cultura de la transparencia, el acceso a la información pública, el gobierno abierto, la rendición de cuentas, la participación ciudadana, la accesibilidad y la innovación tecnológica;

2. Promover la capacitación, actualización y habilitación de los servidores públicos en materia de transparencia, acceso a la información pública, protección de los datos personales y gobierno abierto;

3. Elaborar guías que expliquen de manera sencilla, los procedimientos y trámites que de acuerdo con la ley de la materia, tengan que realizarse ante los sujetos obligados y el instituto;

4. Promover que en los programas y planes de estudio, libros y materiales que se utilicen en las instituciones educativas de todos los niveles y modalidades, se incluyan contenidos y referencias a los derechos tutelados en la materia;

5. Promover la igualdad sustantiva;

6. Elaborar y publicar estudios, investigaciones y, en general, cualquier tipo de edición, que difunda y socialice el conocimiento de la materia;

7. Orientar y auxiliar a las personas para ejercer los derechos en la materia; y

8. Las demás que resulten necesarias para fomentar la cultura de la transparencia, del acceso a la información pública y de la protección de datos personales.

VII.
En materia de participación comunitaria y ciudadana:

1. Diseñar e instrumentar políticas de gobierno abierto, participación ciudadana y comunitaria en la materia;

2. Establecer la organización y el funcionamiento del Consejo Consultivo;

3. Fomentar, promover e incentivar los principios de gobierno abierto y la participación ciudadana y comunitaria en la materia; y

4. Las demás necesarias para garantizar la participación ciudadana y comunitaria en la materia.

VIII.
Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones legales aplicables.

Artículo 208. Los comisionados tendrán las siguientes atribuciones:

I.
Velar por la efectividad del derecho de acceso a la información pública y el de la protección de los datos personales;

II.
Promover, supervisar y participar en los programas de cultura de la transparencia, del acceso a la información pública y de la protección de datos personales;

III.
Orientar a los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos en la materia;

IV.
Representar al instituto en los asuntos que el Consejo General determine;

V. Desempeñar las tareas que el propio Consejo General les encomiende;

VI. Llevar a cabo actividades de promoción, difusión e investigación de los derechos de acceso a la información, transparencia, protección de datos personales y archivos;

VII.
Formar parte de las comisiones y subcomisiones que acuerde el Consejo General;

VIII. Suscribir los acuerdos, actas, resoluciones y decisiones del Consejo General, que requieran de firma del Consejo General;

IX. Presentar al Consejo General proyectos de acuerdos y resoluciones;

X. Excusarse en el estudio de los recursos de revisión que les sean turnados, cuando exista conflicto de interés, el cual deberá de ser comunicado al Comisionado Presidente para que turne de nueva cuenta el recurso de revisión en términos de ley; y

XI.
Las demás que esta ley u otras disposiciones aplicables les confieran. 

Artículo 209. Los comisionados desempeñan una función pública. En todo caso, la función de los comisionados se sujetará a los principios de autonomía, independencia, legalidad, excelencia, profesionalismo, imparcialidad, objetividad, probidad y honestidad.

Artículo 210. Las ausencias temporales del Comisionado Presidente las suplirá el comisionado en funciones que designe el Consejo General, de conformidad con esta ley.

Artículo 211. Se considerará ausencia definitiva, la inasistencia consecutiva y sin causa justificada, de algún comisionado a tres sesiones agendadas y previamente notificadas personalmente.

En caso de ausencia de uno o más de los comisionados, el Secretario Técnico deberá de hacerlo del conocimiento del Congreso del Estado, para que éste inicie en un plazo no mayor a 15 días el procedimiento de designación de comisionados.

Artículo 212. La Presidencia del Consejo General tendrá las atribuciones siguientes:

I.
Representar legalmente al instituto ante cualquier entidad pública o privada;

II.
Velar por la unidad de las actividades de los órganos del instituto;

III.
Establecer los vínculos necesarios entre el instituto y el órgano garante nacional y las demás autoridades federales, estatales y municipales, para lograr su apoyo, colaboración y auxilio, en sus respectivos ámbitos de competencia;

IV. Representar al instituto ante el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales;

V.
Conducir las sesiones del Consejo General;

VI.
Vigilar, por conducto de la Secretaría Técnica, que los asuntos, procedimientos y recursos de la competencia del Consejo General, se tramiten hasta ponerlos en estado de resolución en los términos de las leyes respectivas;

VII.
Dictar las medidas de salvaguarda para proteger los datos personales, en caso de extrema urgencia;

VIII.
Vigilar, con auxilio de la Secretaría Técnica, el cumplimiento de los acuerdos adoptados por el Consejo General;

IX.
Proponer anualmente al Consejo General, el proyecto de presupuesto de egresos del instituto para su aprobación;

X.
Remitir al titular del Poder Ejecutivo del Estado, el proyecto de presupuesto de egresos del instituto aprobado por el Consejo General, en los términos de la ley de la materia;

XI.
Ejercer las partidas presupuestales aprobadas;

XII.
Ejercer, previo acuerdo del Consejo General, actos de dominio;

XIII.
Rendir los informes ante las autoridades competentes, en representación del Consejo General o del instituto;

XIV.
Otorgar poderes generales y especiales para pleitos y cobranzas y actos de administración, con todas las facultades generales y especiales, incluso las que requieran cláusula especial conforme a la ley. Para el otorgamiento de poderes generales o especiales para actos de dominio y con facultades cambiarias, deberá contar con la autorización del Consejo General del instituto;

XV.
Emitir los acuerdos que sean necesarios para la rápida y eficaz realización y desarrollo de sus atribuciones;

XVI.
Otorgar los nombramientos del personal del instituto; y

XVII.  Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones aplicables.

SECCIÓN TERCERA

DE LOS ÓRGANOS TÉCNICOS DEL INSTITUTO

ARTÍCULO 213. El titular de la Dirección General será nombrado y removido libremente por el Consejo General del instituto por mayoría de votos, en términos de esta ley, a propuesta de cualquiera de los miembros del Consejo General del instituto.

ARTÍCULO 214. La Dirección General tendrá las facultades siguientes:

I.
Asistir y participar con voz, pero sin voto en las sesiones del Consejo General;

II.
Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo General;

III.
Someter al conocimiento y, en su caso, a la aprobación del Consejo General, informes periódicos sobre los asuntos de su competencia;

IV.
Ejecutar e implementar las providencias necesarias para la atención de aquellos asuntos del instituto que, por su naturaleza o urgencia, así lo requieran, en ausencia temporal o definitiva del Comisionado Presidente;

V.
Proponer la designación o nombramiento de los servidores públicos de las áreas a su cargo;

VI. Proponer la estructura de los órganos administrativos de las áreas a su cargo, conforme a las necesidades del servicio y los recursos presupuestales autorizados;

VII.
Formular y presentar al Consejo General para su aprobación, los proyectos de reglamentos y demás disposiciones generales o particulares que considere necesarias para la buena administración del instituto;

VIII.
Llevar a cabo los programas de reclutamiento, selección, formación y desarrollo del personal profesional del instituto;

IX.
Aplicar las políticas, normas y procedimientos para la administración de los recursos humanos, financieros y materiales del instituto;

X.
Fijar, previo acuerdo con el Comisionado Presidente, las directrices que le permitan a las áreas a su cargo, cumplir con las funciones y atribuciones que les fueron  conferidas de conformidad con lo establecido por el reglamento interior del instituto;

XI.
Proveer a los órganos del instituto, los elementos necesarios para el cumplimiento de sus funciones de acuerdo a la capacidad presupuestal del mismo;

XII.
Elaborar, de conformidad con las disposiciones aplicables, el proyecto del presupuesto anual de egresos del instituto, a fin de que el Comisionado Presidente, una vez que lo haya autorizado el Consejo General, lo presente al titular del Poder Ejecutivo del Estado, para que éste lo someta a la consideración y, en su caso, aprobación del Congreso del Estado;

XIII.
Ejercer, en coordinación con el Comisionado Presidente y las áreas internas del instituto encargadas de la administración, las partidas presupuestales aprobadas;

XIV.
Auxiliar al Comisionado Presidente, a los comisionados, a las comisiones y al Secretario Técnico, en el despacho de los asuntos a su cargo; y

XV. Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 215. El titular de la Secretaría Técnica será nombrado y removido libremente por el Consejo General por mayoría de votos, en términos de esta ley, a propuesta de cualquiera de los miembros del Consejo General del instituto.

ARTÍCULO 216. La Secretaría Técnica tendrá las atribuciones siguientes: 

I.
Asistir y participar con voz, pero sin voto en las sesiones celebradas por el Consejo General;

II.
Ejecutar, cumplir y verificar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo General informando de ello al Comisionado Presidente;

III.
Convocar a las sesiones del Consejo General, elaborar el orden del día de dichas sesiones y declarar la existencia del quórum legal necesario para sesionar;

IV.
Dar fe de lo actuado en las sesiones, o de las actuaciones de los comisionados u otras áreas del instituto, cuando le sea requerido y levantar las actas correspondientes;

V.
Proponer la designación o nombramiento de los servidores públicos de las áreas a su cargo;

VI.  Proponer la estructura de los órganos administrativos de las áreas a su cargo, conforme a las necesidades del servicio y los recursos presupuestales autorizados;

VII.  Fijar, previo acuerdo con el Comisionado Presidente, las directrices que le permitan a las áreas a su cargo, cumplir con las funciones y atribuciones que les fueron conferidas de conformidad con lo establecido por el reglamento interior del instituto;

VIII.
Gestionar, tramitar y dar cuenta de la correspondencia recibida y despachada por el instituto;
IX.
Firmar junto con el Comisionado Presidente, todos los acuerdos y resoluciones que emita el Consejo General;

X.
Notificar a los interesados, los acuerdos, resoluciones, recomendaciones y demás actuaciones del Consejo General;

XI.
Instrumentar, tramitar y dar fe de los procedimientos que se instruyan por el Consejo General;

XII.
Informar al Consejo General sobre el cumplimiento de los acuerdos que haya dictado;

XIII.
Llevar el archivo del instituto;

XIV.
Expedir certificaciones de las constancias que obren en los archivos del instituto, siempre que no contravengan las disposiciones en materia de protección de datos personales;

XV.
Proveer lo necesario a fin de que se hagan oportunamente las publicaciones que ordena la ley correspondiente u otras disposiciones aplicables, así como las que disponga el Consejo General;

XVI.
Auxiliar al Comisionado Presidente, a los comisionados, a las comisiones y al Director General, en el despacho de los asuntos a su cargo;

XVII.
Elaborar los proyectos de dictámenes que la ley aplicable, el Consejo General o las comisiones le encomienden;

XVIII.
Recibir y tramitar en los términos de la Ley General, la presente ley y demás disposiciones aplicables, los medios de impugnación que se interpongan en contra de los actos o resoluciones que emita el instituto;

XIX.
Recibir, tramitar y dar causa a las promociones, quejas o recursos presentados ante el instituto en los términos establecidos en la ley de la materia;

XX.
Formular y presentar a la aprobación del Consejo General, los proyectos de reglamentos y demás disposiciones generales o particulares que considere necesarias para la buena administración del instituto; y

XXI. Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones aplicables.

SECCIÓN CUARTA

DE LAS COMISIONES DEL INSTITUTO

Artículo 217. El objeto de las comisiones radica en la función dictaminadora y de evaluación y vigilancia de los asuntos de su competencia, a efecto de someter su proyecto de dictamen al Consejo General, para que éste decida lo que proceda.

Artículo 218. Las comisiones se integrarán de la siguiente manera:

I.
Dos comisionados;

II.
El titular de la Dirección General o el Secretario Técnico, según lo acuerde el Consejo General; y

III.
El titular del área correspondiente, según la comisión de que se trate.

Cada comisión contará con un Presidente, que será uno de los comisionados que la integre, el cual tendrá voto de calidad. En el caso de la Comisión de Administración, el Presidente del Consejo General del instituto deberá ocupar el cargo de Presidente de dicha comisión.
ARTÍCULO 219. Por ser el órgano de control interno del instituto, la Comisión de Vigilancia, Evaluación y Disciplina, será la encargada de inspeccionar, supervisar, evaluar y sancionar la función de todo el personal del instituto. 

La Comisión de Vigilancia, Evaluación y Disciplina se integrará con:

I.
Dos comisionados;

II.
El titular de la Dirección General o el Secretario Técnico, según lo acuerde el Consejo General; y
III.
Un servidor público del instituto designado por el Consejo General.

El Comisionado Presidente no podrá, por ningún motivo, formar parte de esta comisión.

ARTÍCULO 220. La Comisión de Vigilancia, Evaluación y Disciplina tendrá las atribuciones siguientes:

I. Dictar las medidas necesarias para supervisar y corregir la función en la materia;

II.
Ordenar y practicar visitas ordinarias y extraordinarias a los órganos del instituto, para verificar el debido cumplimiento de sus funciones;

III.
Proponer al Consejo General, los criterios de evaluación de la función en la materia para su discusión y, en su caso, aprobación;

IV.
Aplicar los criterios de evaluación de la función en la materia, al personal del instituto, para medir su desempeño conforme a los principios previstos en esta ley; y

V.
Conocer, tramitar y, en su caso, resolver los procedimientos disciplinarios en los términos de las disposiciones aplicables.

Artículo 221. El Consejo General del instituto podrá crear y desintegrar las comisiones que juzgue conveniente para el eficaz cumplimiento de los objetivos del instituto, dotándolas de las atribuciones que resulten necesarias.

El Consejo General determinará la integración, organización y competencia de cada comisión, sujetándose en todo momento a las reglas básicas que señala el presente ordenamiento para las comisiones del instituto.

Las comisiones contarán con el auxilio del personal necesario para cumplir su función, previo acuerdo del Consejo General, y con arreglo a la disponibilidad presupuestal del instituto. En todo caso, el personal que integre cada una de las comisiones deberá ser profesional y especializado en la materia u objeto de la comisión.

SECCIÓN QUINTA

DEL CONSEJO CONSULTIVO

Artículo 222. El instituto tendrá un Consejo Consultivo, integrado de forma colegiada y por un número impar, los cuales serán designados como consejeros honoríficos y por un plazo que no exceda de siete años, sin posibilidad de reelección.

Artículo 223. El Consejo General nombrará a los integrantes del Consejo Consultivo, previa realización de una amplia consulta a la sociedad, por mayoría de votos. 

En su integración se deberá garantizar la igualdad de género y la inclusión de personas con experiencia en las materias de esta ley y derechos humanos, provenientes de la sociedad civil y la academia.

Artículo 224.  El Consejo Consultivo tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Opinar sobre el programa anual de trabajo y su cumplimiento; 

II. Opinar sobre el proyecto de presupuesto para el ejercicio del año siguiente; 

III. Conocer el informe del instituto sobre el presupuesto asignado a programas y el ejercicio presupuestal y emitir las observaciones correspondientes; 

IV. Emitir opiniones no vinculantes, a petición del instituto o por iniciativa propia sobre temas relevantes en las materias de transparencia, acceso a la información y protección de datos personales; 

V. Emitir opiniones técnicas para la mejora continua en el ejercicio de las funciones sustantivas del instituto; 

VI. Opinar sobre la adopción de criterios generales en materia sustantiva; y 

VII. Analizar y proponer la ejecución de programas, proyectos y acciones relacionadas con las materias de transparencia, acceso a la información y protección de datos personales.

SECCIÓN SEXTA

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 225. Son sujetos de responsabilidad administrativa, todos los servidores públicos del instituto, cualquiera que sea su jerarquía.

Los comisionados serán sujetos de responsabilidad administrativa en los términos que establece esta ley, pero en todo caso, la sanción de destitución o inhabilitación de su cargo, se hará sólo mediante juicio político que se tramite ante el Congreso del Estado, en términos de las disposiciones aplicables.

La Comisión de Vigilancia, Evaluación y Disciplina aplicará la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza de manera supletoria en todo lo no previsto por esta ley.

Artículo 226. Toda persona podrá presentar la queja correspondiente, por escrito, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la presentación de elementos objetivos de prueba, respecto de las conductas de responsabilidad administrativa en las que presuntamente incurran servidores públicos del instituto.

Artículo 227. En cada uno de sus órganos, el instituto contará, para el desempeño de sus funciones, con el apoyo de funcionarios integrados en un cuerpo denominado Servicio Profesional de Carrera Garantes de los Derechos a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

Artículo 228. Las relaciones laborales entre el instituto y sus trabajadores se regirán por el Apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, el reglamento de la ley y las Condiciones Generales de Trabajo del instituto, así como, en lo conducente, por la Ley de Pensiones y Otros Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes.

SEGUNDO. Se abroga la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y todos aquellos ordenamientos secundarios que de ella emanen, que sean contrarios al presente Decreto y se derogan todas las disposiciones que se opongan al mismo.

TERCERO. El instituto deberá de modificar y armonizar el Reglamento de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza y su estructura, organización y funcionamiento en un plazo de 90 días naturales, a partir de la entrada en vigor del presente decreto.

En tanto no entren en vigor las modificaciones y adecuaciones al Reglamento de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se estará a lo dispuesto en el Reglamento Interior del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y demás ordenamientos con los que cuenta el instituto que sean aplicables, en lo que no contravengan a las disposiciones establecidas en el presente Decreto o en la Ley General.

CUARTO. Los procedimientos de acceso a la información pública, los recursos de revisión y los recursos de queja que se estén tramitando al momento en que entre en vigor el presente Decreto de reforma, se substanciarán de acuerdo a los procedimientos vigentes de la ley al día en que se iniciaron. Una vez que concluya la etapa en la que se encuentran, se deberán inmediatamente sujetar a los procedimientos que establece el presente Decreto.

QUINTO. Los sujetos obligados, deberán de constituir los Comités de Transparencia en un plazo de 60 días naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. Aquellos que ya cuenten con el Comité Interno de Revisión, sólo deberán de formalizar el cambio de denominación en un plazo de 30 días naturales a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 
SEXTO. La obligación de difundir el Catálogo de Información Adicional, a que refiere la fracción XLIV del artículo 21, será aplicable de acuerdo a los plazos establecidos en los artículos transitorios de la Ley General para la implementación de la Plataforma Nacional de Transparencia.

SÉPTIMO. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto de reforma, los consejeros del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, serán identificados como comisionados y ya no existirán los consejeros suplentes.

OCTAVO. Los comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, que se encuentren en funciones a la entrada en vigor del presente Decreto, y conserven el derecho de ratificación ya adquirido al momento de su designación, podrán ser ratificados de acuerdo a lo siguiente: El Pleno del Congreso del Estado o la Diputación Permanente, en su caso, con el voto de por lo menos las dos terceras partes de los diputados presentes, podrá ratificar a uno o más consejeros, por una sola vez y con ciento veinte días naturales de anticipación a la fecha de conclusión del cargo, sin que por ello implique la ratificación del consejero suplente.

El procedimiento de ratificación previsto en el párrafo anterior, procederá siempre y cuando lo solicite el Consejo General del Instituto ante el Congreso del Estado, por medio del acuerdo correspondiente. En caso de que este procedimiento no sea solicitado hasta un día antes de la fecha en que deba iniciar el mismo, se procederá al trámite de designación previsto en este Decreto.

De ser ratificados los comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, estarán sujetos a lo establecido por el presente Decreto.

Así lo acuerdan las Diputadas y los Diputados integrantes de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 8 de septiembre de 2015.

Integrantes de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información.

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga
Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Leonel Contreras Pámanes
Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luis Gurza Jaidar

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Hortensia Garay Cadena

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




En  la Ciudad de Saltillo Coahuila de Zaragoza  a los 3 días del mes de septiembre del año 2015, siendo las 10:00 hrs, encontrándose en reunión de trabajo la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, en la sala de Comisiones “Luis Donaldo Colosio”, se procedió a informar por parte de su coordinador Diputado Francisco Tobías Hernández, que se encuentra en trámite y estudio el siguiente asunto:

Iniciativa Popular con proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del artículo 72 de la Ley Estatal de Salud para el Estado de Coahuila de Zaragoza y adiciona un último párrafo al Artículo 10 de la Ley de Profesiones para el Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por los CC. Fernando Balleza Hernández, Mario Alberto Moreno Vega, Juan Fernando Sánchez Rubio y Santiago Cepeda López, en representación de  Técnicos Optometristas en el Estado

Con respecto a esta iniciativa se precisa, que con fecha 3 de septiembre de 2015 por acurdo del Pleno del Congreso se determinó turnar a esta Comisión de Gobernación,  Puntos Constitucionales y Justicia, para que de conformidad a lo dispuesto  en el Artículo 43 de  la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se encargue de cumplir con el trámite para resolver sobre su procedencia, en caso de considerarse procedente, lo informe al Pleno para iniciar el proceso legislativo que establece la Constitución Política del Estado y la Ley Orgánica del Congreso del Estado, de conformidad a la disposición legal antes citada.

Una vez que ha sido analizada la iniciativa en comento, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 90 fraccion XXIII de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, toma  siguiente acuerdo:

PRIMERO.-  Que la Iniciativa Popular con proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del artículo 72 de la Ley Estatal de Salud para el Estado de Coahuila de Zaragoza y adiciona un último párrafo al Artículo 10 de la Ley de Profesiones para el Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por los CC. Fernando Balleza Hernández, Mario Alberto Moreno Vega, Juan Fernando Sánchez Rubio y Santiago Cepeda López, en representación de  Técnicos Optometristas, en el reúne todos los requisitos previstos por los artículos  42 y 43 de la  Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila, por lo que se determina  declarar procedente la misma para que se someta  al trámite legislativo correspondiente, a fin de que el Pleno del Congreso la turne a la Comisión que corresponda para que  emita el dictamen  sobre la mencionada iniciativa.

SEGUNDO.- De conformidad a lo Dispuesto por el artículo 43 fracción II numerales 5 y 7 de la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila,  notifíquese a los interesados el presente acuerdo en el domicilio que señalan en su escrito de iniciativa y así mismo para las intervenciones en su discusión, hágaseles saber que si desean hacer uso de este derecho, con oportunidad se les informara la fecha para la próxima reunión de trabajo de la Comisión a que corresponda y la fecha que sesionara para discutir y dictaminar la iniciativa de referencia.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 3 de septiembre de 2015.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA 


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESUS DE LEON TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




� http://www2.scjn.gob.mx/alex/preguntasAcciones.aspx


� Época: Novena Época, Registro: 172642, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 9/2007, Página: 1489. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA ELECTORAL. ESTÁN LEGITIMADOS PARA PROMOVERLA, ADEMÁS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS, LOS ENTES MENCIONADOS EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 105 CONSTITUCIONAL.





� “Declaración Sobre la Transparencia Parlamentaria” http://bordepolitico.com/APA/openingparlament.pdf


� Principios de Parlamento Abierto en México http://imco.org.mx/politica_buen_gobierno/hoy-es-el-lanzamiento-de-la-alianza-para-el-parlamento-abierto-en-mexico/


� �HYPERLINK "http://assets.pa2015.mx/frontend/pdf/pa_aga_2015.pdf"�http://assets.pa2015.mx/frontend/pdf/pa_aga_2015.pdf�, páginas 14 y 15 del documento. Alianza para el Gobierno Abierto.






